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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Orden del Día de la Décima Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

5 de abril del año 2016.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:

A.- Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción XXVII del Artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de las Diputadas Martha Garay Cadena y Verónica Martínez García, mediante la cual propone que sean consideradas personas con discapacidad aquellas que tengan algún trastorno de talla y peso congénito o adquirido.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se crea la Ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazabal”, del Partido Acción Nacional. 

C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto  que adiciona la fracción IV al Artículo 106 de la Ley Estatal de Salud, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual propone que el gobierno del Estado en coordinación con la Secretaría de Educación Pública, impulse la prevención y control de sobrepeso, obesidad y demás trastornos de la conducta alimentaria, así como la detección y seguimiento de peso, talla, e índice de masa corporal en los centros escolares de educación básica.
D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Artículo 13 en su fracción IX de la Ley Forestal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone que los municipios creen y promuevan programas y proyectos de educación, capacitación, prevención, investigación y cultura forestal.
E.- Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma, deroga y adiciona diversos Artículos de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, mediante la cual propone que el servicio social de estudiantes pueda ser retribuido con base en una valoración socioeconómico y conforme al desempeño del estudiante.

RETIRADO POR EL PONENTE
F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Ley Estatal de Salud para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con de los demás integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazabal”, del Partido Acción Nacional, con objeto de crear la Procuraduría de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza.

G.- Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Estatal de Educación, así como la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de los Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Georgina Cano Torralva, mediante la cual propone que las autoridades educativas, directores de los planteles, así como el resto del personal docente notifiquen ante la autoridad correspondiente la prolongada o reiterada ausencia de un estudiante, con la finalidad de descartar o detectar posibles situaciones de maltrato infantil.

8.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A .- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación,  con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se propone redistribuir equitativamente las actividades entre los hombres y las mujeres, modificando los mecanismos, las reglas las prácticas y los valores sociales que producen la desigualdad, fortaleciendo el poder de decisión de las mujeres, mediante la integración de perspectiva de género en las políticas públicas.


B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se propone que sea imprescriptible la pena de prisión que se imponga por la Comisión de Delitos contra la Libertad y Seguridad Sexual cuando el sujeto pasivo sea una persona menor de edad.
C.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, con relación a una Iniciativa de Decreto por la que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Cuatro Ciénagas, Coahuila de Zaragoza, planteada por el Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de área vial en desuso con una superficie de 297.97 M2, ubicada en la Colonia Los Ángeles, de dicha ciudad, con el fin de enajenarlo a título oneroso a favor del C. Roberto Jaidar Ramón, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra,

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por dicho Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años de un bien inmueble con una superficie de 2,000.00 M2, ubicado en el Fraccionamiento Latinoamericano de esta ciudad, a favor de la Asociación Civil Pastoral Penitenciaria de Torreón A. C., con objeto de que se realice la ampliación de la residencia para hijos de internos e internas del Centro de Readaptación Social.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita se designe a quien deba desempeñar el cargo de Segunda Regidora de dicho Ayuntamiento, en virtud del fallecimiento de su titular.

9.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracciones Parlamentarias y Diputadas y Diputados:

A.- Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José Ricardo Saldívar Vaquera, “Por el que se exhorta  respetuosamente a la Comisión Nacional del Deporte, a promover a Monclova como plaza sede de partidos de práctica de los equipos de ligas mayores de beisbol de Estados Unidos, ante su plan de mayor vinculación con nuestro país, a partir de 2017, así como a impulsar la instalación de campos permanentes de entrenamiento de las organizaciones ligamayoristas en la región centro de la entidad”.

De urgente y obvia resolución

B.- Intervención del Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, “Con relación a exhortar a todos los organismos operadores de agua en el Estado, a que por ningún motivo se niegue el acceso al agua a ningún ciudadano”.

De urgente y obvia resolución

C.- Intervención del Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, “Con relación a la falta de acceso a internet que tienen los campesinos del Estado”.

De urgente y obvia resolución

D.- Intervención de la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza, para plantear una Proposición con Punto de Acuerdo, sobre “Con relación a que este H. Congreso, exhorte al titular del republicano Ayuntamiento de Saltillo, a través de la Dirección de Policía y Tránsito Municipal, para que en el ámbito de sus atribuciones realice una campaña  de difusión de la importancia de las sendas y semáforos peatonales en la ciudad y establezca un rol de presencia física de policías, con el fin de proteger a peatones, conductores y para establecer y mejorar la cultura vial entre la ciudadanía”.

De urgente y obvia resolución

E.- Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Sonia Villarreal Pérez, “Por el que se solicita a la Secretaría de Infraestructura en el Estado, considere dentro del programa 2016, la pavimentación de diversas vialidades del Municipio de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza”.

De urgente y obvia resolución

F.- Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Javier Díaz González, “En la que se exhorta respetuosamente a la Delegación Coahuila del Instituto Mexicano del Seguro Social a contemplar un mecanismo de atención especial en las áreas de urgencias de sus unidades hospitalarias para bebés, niños y adultos mayores ante el aumento en la incidencia de enfermedades gastrointestinales durante la temporada primavera verano”.

De urgente y obvia resolución

10.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA NOVENA SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO Y SIENDO LAS 13:00 HORAS, CON 10  MINUTOS, DEL 29 DE MARZO DEL AÑO 2016, Y ESTANDO PRESENTES 22 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DIO INICIO LA SESIÓN, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN EL SENTIDO DE INFORMAR QUE LAS DIPUTADAS VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, Y LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.
LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE TRATARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.
3.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL CENTRO DE BACHILLERATO TECNOLÓGICO INDUSTRIAL Y DE SERVICIOS NÚMERO 54, ASÍ COMO AL CONALEP PLANTEL ACUÑA, PARA QUE REALICE LAS ACCIONES POSIBLES A FIN DE INCORPORAR DENTRO DE SU CATÁLOGO DE CARRERAS OFERTADAS, LA ESPECIALIDAD DE TÉCNICO EN LABORATORIO CLÍNICO O ENFERMERÍA, A FIN DE QUE LOS JÓVENES DE LA LOCALIDAD QUE ASPIRAN A EMPRENDER ESTUDIOS EN MEDICINA CUENTEN CON LAS BASES NECESARIAS PARA INGRESAR A LAS UNIVERSIDADES CORRESPONDIENTES”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA.

4.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN, A LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA FEDERAL Y A LA CONTRALORÍA INTERNA DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, QUE INICIEN INVESTIGACIONES EN SUS RESPECTIVOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA A FIN DE DETERMINAR SI EXISTIERON O NO IRREGULARIDADES EN LAS SUBASTAS PARA ADQUISICIÓN DE CARBÓN DE PARTE DE LA CFE, DENTRO DEL PROCESO DE SUBASTA ELECTRÓNICA, DE ACUERDO A LO REPORTADO POR EL ORGANISMO TRANSPARENCIA MEXICANA”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.A.N., POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO.
5.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SAGARPA, A TOMAR LAS MEDIDAS ADECUADAS PARA INVESTIGAR Y DISMINUIR LOS EFECTOS DEL LLAMADO SÍNDROME O TRASTORNO DEL COLAPSO DE LAS COLMENAS”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR  A LOS AYUNTAMIENTOS DE LA ENTIDAD A EMPRENDER LAS MODIFICACIONES NORMATIVAS Y ACCIONES ADMINISTRATIVAS NECESARIAS A FIN DE QUE LAS NUEVAS CONSTRUCCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS DESTINADAS A OFICINAS, COMERCIOS, ASÍ COMO, EN GENERAL, DE ATENCIÓN AL PÚBLICO, QUE CUENTEN CON SANITARIOS, DISPONGAN EN LOS MISMOS DE MINGITORIOS ECOLÓGICOS O SECOS”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I., POR CONDUCTO DEL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ.
7.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LOS TITULARES DE LA SECRETARÍA DE CULTURA Y DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES Y DE MANERA CONJUNTA, LLEVEN A CABO UNA PLANEACIÓN COMPLETA CON EL FIN DE DISMINUIR EN TODO EL TERRITORIO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LOS GRAFFITIS EN ESPACIOS PARTICULARES Y PÚBLICOS, Y EL DETERIORO DE PARQUES Y PLAZAS PÚBLICAS A CONSECUENCIA DE ESTO. DE IGUAL MANERA PARA QUE SE REHABILITE Y SE LE DE MANTENIMIENTO A DICHOS ESPACIOS QUE YA SE ENCUENTREN MUY DETERIORADOS, PLANEACIÓN EN LA CUAL SE RESPETE PLENAMENTE EL DERECHO A LA LIBRE EXPRESIÓN PARA LAS PERSONAS QUE PRACTICAN EL GRAFFITI, BRINDÁNDOLES ESPACIOS QUE ESTÉN ENFOCADOS PARTICULARMENTE A LA PRÁCTICA DEL GRAFFITI, DE IGUAL MANERA INVITÁNDOLOS A QUE RESPETEN LOS ESPACIOS PÚBLICOS Y PARTICULARES”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.
8.- LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PLANTEADA POR LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ RICARDO SALDÍVAR VAQUERA, “POR EL QUE SE EXHORTA  RESPETUOSAMENTE A LA COMISIÓN NACIONAL DEL DEPORTE, A PROMOVER A MONCLOVA COMO PLAZA SEDE DE PARTIDOS DE PRÁCTICA DE LOS EQUIPOS DE LIGAS MAYORES DE BEISBOL DE ESTADOS UNIDOS, ANTE SU PLAN DE MAYOR VINCULACIÓN CON NUESTRO PAÍS, A PARTIR DE 2017, ASÍ COMO A IMPULSAR LA INSTALACIÓN DE CAMPOS PERMANENTES DE ENTRENAMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES LIGAMAYORISTAS EN LA REGIÓN CENTRO DE LA ENTIDAD”, QUEDÓ PENDIENTE DE RESOLVERSE EN LA SIGUIENTE SESIÓN.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA, A PROMOVER UN PROGRAMA DE ESTUDIOS TÉCNICOS PARA LA OPTIMIZACIÓN DEL USO DEL AGUA, A TRAVÉS DE LOS SISTEMAS MUNICIPALES O DEPENDENCIAS SIMILARES Y AFINES QUE GESTIONAN EL USO DEL AGUA PARA CONSUMO HUMANO”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I., POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS LEGISLADORES QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN ASISTIENDO FINALMENTE 22 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS.
NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN SIENDO LAS 14:00 CON 8 MINUTOS, DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LA DÉCIMA SESIÓN, EL 5 DE ABRIL DE 2016, A LAS 11:00 HORAS.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 29 DE MARZO DE 2016
DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.

SECRETARIA.
	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA.

SECRETARIA.



	
	


Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado
5 de abril de 2016
1.- Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador Constitucional de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez.
Túrnese a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
2.- Oficio del presidente municipal de Ocampo, mediante el cual se solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, con el fin de enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 516,640.57 m2, ubicado en el asentamiento humano irregular denominado “El Pedregal” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores.
Túrnese a la Comisión de Finanzas
3.- Oficio del presidente municipal de Ocampo, mediante el cual se solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, con el fin de enajenar a título gratuito un bien inmueble con una superficie de 203,019.68 m2, ubicado en el asentamiento humano irregular denominado “Nuevo Poblado” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores.
Túrnese a la Comisión de Finanzas
INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 29 DE MARZO DE 2016.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 29de marzo de 2016, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Centro de Bachillerato Tecnológico Industrial y de Servicios, Plantel 54 y al Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica, el punto de acuerdo, mediante el cual se les exhorta “Para que emprendan las acciones necesarias a fin de incorporar dentro de su catálogo de carreras ofertadas la especialidad de técnico en laboratorio clínico o enfermería, con la finalidad de que nuestros jóvenes estén en posibilidades de contribuir a suplir la demanda de personal dedicado al cuidado de la salud en nuestra ciudad y además al desarrollo económico de la misma”, planteado por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Georgina Cano Torralva, para los efectos procedentes.
2.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Auditoría Superior de la Federación, a la Secretaría de Función Pública Federal y a LA Contraloría Interna de la Comisión Federal de Electricidad, el punto de acuerdo, en el que se les solicita que “Inicien investigaciones en sus respectivos ámbitos de competencia a fin de determinar si existieron  o no irregularidades en las subastas para adquisición de carbón de parte de la CFE, dentro del proceso de subasta electrónica,  de acuerdo a lo reportado por Transparencia Mexicana”, planteado por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y el Diputado del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
3.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Agricultura, Desarrollo Rural, Ganadería, Pesca y Alimentación el punto de acuerdo, en el que se le exhorta a “Tomar las medidas adecuadas para investigar y disminuir los efectos del llamado síndrome o trastorno del colapso de las colmenas", planteado por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez” del Partido Verde Ecologista de México, para los efectos procedentes.

4.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los 38 Ayuntamientos del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “Lleven a cabo las modificaciones normativas y acciones administrativas necesarias a fin de que las nuevas construcciones públicas y privadas destinadas a oficinas, comercios y a cualquier actividad o fin que, en general, impliquen, atención al público, que cuenten con el servicio de sanitarios, dispongan en los mismos de mingitorios ecológicos, sustentables o secos”, planteado por el Diputado Francisco Tobías Hernández del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes

5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Educación y a la Secretaría de Cultura del Estado, el punto de acuerdo, mediante el cual se les exhorta para que “Lleven a cabo una planeación completa, con el fin de disminuir en todo el territorio del estado de Coahuila de Zaragoza, creando conciencia social entre estudiantes de los diferentes niveles y de la ciudadanía misma, sobre los graffitis en espacios particulares y públicos y el deterioro de parques y plazas públicas a consecuencia de esto. Planeación en la que se respete plenamente el derecho a la libre expresión para las personas que practican el graffiti, brindándoles espacios que estén enfocados particularmente a esta práctica, así como invitándolos a que respeten los espacios públicos y particulares; y que dentro de esta planeación se invite también a las diferentes ámbitos para que se rehabilite y se dé mantenimiento a dichos espacios que se encuentran en un alto grado de deterioro”, planteado por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, para los efectos procedentes.

6.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Comisión Nacional del Agua; el punto de acuerdo en el que se le exhorta  “A promover un programa de estudios técnicos para la  optimización del uso del agua, a través de los sistemas municipales o dependencias similares y afines que gestionan el uso del agua para consumo humano" del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Javier Díaz González, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 05 DE ABRIL DE 2016.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XXVII DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO E INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LAS DIPUTADAS MARTHA GARAY CADENA Y VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De muy diversa naturaleza son las enfermedades o causas que dan origen a la talla baja o talla pequeña en una persona; la acondroplasia, el cretinismo, el raquitismo, la enfermedad celíaca y las deficiencias en la hormona del crecimiento, son tan solo algunas de ellas.

No obstante ese amplio espectro en el que puede tener origen la displasia que origina que una persona sea de talla pequeña, la falta de movilidad y problemas de salud son una constante para quienes presentan esta condición.

En ese sentido, la infraestructura, diseño y arquitectura de espacios públicos o privados, y de bienes y cosas que no fueron construidas pensando en ellas o bajo una perspectiva de diseño universal, así como los prejuicios y estigmas que permean en el imaginario colectivo de la  sociedad, generan los obstáculos en el ejercicio de los derechos de las personas de talla pequeña.

De acuerdo con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ésta es un “concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con discapacidad y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”.

Es decir, la convención no establece un concepto rígido de “discapacidad”, sino que adopta un enfoque dinámico que permite adaptaciones a lo largo del tiempo y en diversos entornos socioeconómicos.

En tal virtud, es dable colegir que las personas de talla pequeña presentan una discapacidad. Afirmar esto, ofrece un amplio horizonte para desarrollar acciones legislativas y políticas públicas a favor de este grupo de población, ya no desde una perspectiva médica, sino a partir de un enfoque de derechos humanos de la persona y del reconocimiento de su dignidad y autonomía.

El 09 de marzo de este año, ante ésta Soberanía se presentó un Decreto para que se estableciera el 25 de octubre como el “Día de las Personas de Talla Pequeña en el Estado de Coahuila de Zaragoza”, con la finalidad de visibilizar y hacer conciencia sobre  la realidad que vive este grupo de población.
La sensibilidad que distingue a esta Sexagésima Legislatura, hizo posible que el pasado 14 de marzo se aprobara por unanimidad el referido decreto, en dicha sesión, se mencionaba que el siguiente paso sería atender las demandas de ese grupo, quienes solicitan mayores políticas públicas para su beneficio.

Por ello, es que se considera necesario realizar una reforma a la fracción XXVII del artículo 2 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, que define a las personas con discapacidad en los siguientes términos: “Toda persona que por razón congénita o adquirida presenta una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás”. 

La reforma tiene por objeto incorporar “los trastornos de talla y peso congénitos o adquiridos” a dicha definición, con lo que se incluiría entre las personas con discapacidad, a este sector de la población. 

Esta modificación tiene su precedente en estados como Colima y Guanajuato, donde las organizaciones de sociedad civil de gente pequeña han promovido ante los respectivos órganos legislativos ser considerados como personas con discapacidad, lo que constituye un parteaguas para que las personas de talla pequeña puedan ejercer plenamente sus derechos humanos.

De igual forma en el Senado de la República se sigue esta ruta, donde en días próximos también se discutirá la inclusión de los trastornos de talla y peso congénitos o adquiridos en la definición de discapacidad.

La presente iniciativa encuentra su origen también en el acercamiento que se ha tenido con la representante regional del Consejo Nacional de Gente Pequeña con quienes se ha hecho un gran compromiso de replicar sus esfuerzos para mejorar su calidad de vida, así como para propiciar la condiciones que permitan su pleno desarrollo e inclusión.

Al ser consideradas como personas con discapacidad, la gente pequeña podrá solicitar, por ejemplo, la expedición de placas o laminas vehiculares para personas con discapacidad, permitiéndole estacionarse en lugares preferentes y así no que recorrer largas distancias de su vehículo a algún establecimiento; asimismo, podrían ocupar los asientos preferentes en el transporte público.

Por otra parte, esto permitirá generar la obligación de realizar los ajustes necesarios y razonables en la infraestructura pública y privada para que las personas de talla pequeña puedan tener acceso universal a todos los lugares, abonando a su autonomía, desarrollo integral y pleno ejercicio de sus derechos humanos. 

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XXVII DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO E INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción XXVII del artículo 2 para quedar como sigue:

Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

(…)

XXVII. Persona con discapacidad. Toda persona que por razón congénita o adquirida presenta una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, o un trastorno de talla y peso congénito o adquirido, ya sea permanente o temporal, y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 4 DE ABRIL  DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. MARTHA GARAY CADENA
DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XXVII DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO E INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  crear la Ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en base a la siguiente: 

Exposición de Motivos

La función notarial se traduce como el servicio que presta el estado por medio de profesionales del derecho capacitados en el ejercicio de dar fe de los actos y negocios que, por disposición legal requieren de la fe pública y de protocolos especiales para dotar de certeza, legalidad y seguridad jurídica a un universo de trámites y procesos que los particulares y las personas morales privadas y públicas realizan a diario.

La función del notario está íntimamente ligada a los asuntos que guardan relación con:

I.- Herencias y legados.

II.- Transmisión o traslado de dominio de la propiedad inmueble de unos a otros, por cualquiera de las vías que la ley permite.

III.- Donaciones, cesiones de derechos, y capitulaciones.

IV.- Escrituraciones y regulaciones relacionadas con la propiedad inmobiliaria.

V.- Compra ventas de muebles e inmuebles.

VI.- Apeos y deslindes.

VII.- Juicios de Usucapion, mejor conocidos como “juicios de posesión”, en este caso, de forma extrajudicial, cuando por su naturaleza y ausencia de conflicto entre las partes, pueden ser llevados ante notario y no ante un juez.

VIII.- Créditos hipotecarios.

IX.- Constitución de fianzas.

X.- Comodatos.

XI.- Contratos de usufructo.

XII.- Contratos de diversa naturaleza y fin reconocidos por la legislación civil y mercantil.

XIII.- Servidumbres

Fe de a actos y hechos.

Entre otros.

Es la función del notario esencial para la sociedad, a diario se realizan por todo lo largo y ancho del país infinidad de trámites, actos legales, administrativos, y negocios mercantiles y jurídicos que requieren de los servicios de un notario público. De hecho, sin la existencia de ellos, el estado de derecho y la estructura de soporte que le da certeza a los actos ente personas particulares y entre personas morales y privadas así como públicas, simplemente dejaría de existir, enfrentando todo a un caos  y un desorden total, la anarquía sería la constante. 

Es el caso que en relación al notariado existen demandas añejas que no han cristalizado, que no se han realizado, todo en bien de esta actividad. Entre otras, podemos citar:

I.- Que los fíats no sean “regalos o recompensas” del titular del Poder Ejecutivo en turno para las fuerzas políticas representadas en el Poder Legislativo, especialmente las de su propio partido.

II.- Que las notarías sean creadas en base a criterios poblacionales y no en forma indiscriminada, haciendo que la competencia entre notarios haga que se pulvericen en cuanto a oferta  y demanda unos con otros, y deban pasar por alto las tarifas o aranceles notariales para establecer precios muy por debajo de los legales.

III.- Que las designaciones se hagan en base a exámenes de oposición y cumplimiento de requisitos justos, equitativos y transparentes, sin la mano de gobernantes o poderes públicos de por medio.

IV.- Que las ausencias, temporales y definitiva sean cubiertas por notarios suplentes que hayan cumplido los mismos requisitos que los titulares.

V.- Que el cargo de notario sea incompatible con el desempeño de otras labores o cargos públicos, exceptuando la docencia y la investigación, siempre que en estos casos no exista incompatibilidad de horarios o de distancia.

Entre otras.

La presente iniciativa versa sobre la trascendental función de la figura jurídica que hoy se encuentran presente en la formalización de diversos hechos y actos relacionados con el patrimonio y la vida de millones de mexicanos y que constituyen uno de los pilares para la seguridad del sistema jurídico mexicano: el notariado.

El notariado es una institución de interés público y social, por ser depositario de la fe pública del Estado, y están investidos de fe pública, los notarios cuentan con una gran responsabilidad que demanda un alto compromiso de servicio para con la sociedad Coahuilense.  Valorar la trascendencia de tal función resulta a la vez simple en tanto se evidencia la carga que implica actuar con el otorgamiento de un poder jurídico con efectos de fehaciencia, como complejo, en tanto es amplio el conjunto de disposiciones que en el Derecho Mexicano se ocupan del fedatario.

El maestro Luis Carral y de Teresa, en su libro titulado Derecho Notarial y Derecho Registral refiere como ciertos negocios jurídicos deben ser investidos de fe pública, “de modo que al expedir un documento, pudiera decirse que estaba presente el Estado mismo, puesto que en nombre de éste obra. De simple creencia, el concepto de fe pública se convirtió en una necesidad de carácter jurídico, que nos obliga a estimar como auténticos los hechos o actos a ella sometidos: es una verdad oficial que todos están obligados a creer”.

Por ello, en nuestras legislación local se debe regular, supervisar el ejercicio responsable de la actividad fedataria, que brinda diariamente certeza y eficacia plena a un sin número de transacciones que redundan en generación de actividad económica para nuestro Estado.

Los orígenes del notariado, se remontan a tiempos ancestrales, desde las culturas egipcias y hebrea, si bien es cierto los antecedentes más cercanos y asimilables a las características de sus funciones actuales se encuentran básicamente en la Ley de las Siete Partidas, donde se regulan las actividades de los distintos tipos de escribanos, unos escribiendo los privilegios, las cartas y los actos de la casa del Rey, y otros, los escribanos públicos, haciendo lo propio con “las cartas de las vendidas, de las compras, de los pleitos, en las Ciudades en las Villas”. 

De la Iniciativa que se presenta conformada por siete Títulos, doscientos veintitrés artículos permanentes y siete transitorios, es conveniente destacar que en el Título I, se desarrollan los aspectos en donde el notario se encuentra obligado a prestar sus servicios para atender asuntos de orden publico o de interés social, con cuotas reducidas, e igualmente la autorización de un arancel propuesto por el consejo, con la finalidad de lograr un equilibrio en la fijación de esas erogaciones económicas entre el cliente y el notario.

En el título III, se establecen sistemas de seguridad de los instrumentos generados por los notarios, en donde se establecen folios al protocolo, en el título V, se establece en forma clara el procedimiento y casos de disolución de convenios de suplencia entre notarios, y en el título VI, se regula las causas por las cuales se puede suspender, cesar a un notario de su función, así como el procedimiento de vigilancia para la correcta actuación del notariado en el estado.  

Con esta iniciativa de ley se pretende garantizar un nivel de especialización del notariado ya que se les obliga a realizar estudios en la materia notarial cada año un número mínimo de horas clase, garantizando la especialización del notario.

Para hacer esta propuesta se tomaron en cuenta ordenamientos de varios estados, así como la opinión de prestigiados notarios públicos de esta entidad federativa y de otras. 

Retomamos el proyecto presentado por los grupos parlamentarios del Partido Acción Nacional y de Unidad Democrática de Coahuila de la LVI Legislatura, hicimos adecuaciones a la exposición de motivos, y al articulado de la ley para hacerla acorde con los tiempos actuales.

Este es el producto del esfuerzo que antes y ahora se realizó para arribar a una Ley del Notariado apegada a principios que son necesarios para contar con un ordenamiento más adecuado a las realidades de la función notarial.

Por las consideraciones expuestas, presentamos el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se   crea la Ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza 

LIBRO UNICO

TITULO PRELIMINAR

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

CAPITULO I

Disposiciones Generales.

Articulo1. Ley de interés público y social. Esta ley regula, con carácter de orden e interés público y social, el ejercicio de la función notarial y de la profesión de notario y organiza su desempeño en el ámbito del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Articulo 2. Definición de vocablos. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I “ARANCEL”: Arancel de notarios para el estado de Coahuila de Zaragoza.

II “AUTORIDADES COMPETENTES”: La Secretaria de Gobierno del   Estado de Coahuila, por si, o a través de la Dirección General de Gobierno y Asuntos Jurídicos, y las direcciones y subdirecciones competentes, salvo que por el contexto de esta ley, debe entenderse adicional o exclusivamente otra autoridad.

III “CODIGO CIVIL”: El Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

IV “CODIGO PROCESAL”: El Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

V “CÓDIGO PROCESAL FAMILIAR: El Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

VI “CODIGO PENAL”: El Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

VII “COLEGIO”: El Colegio de Notarios de cada Distrito Notarial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

VIII “CONSEJO”: El Consejo de Notarios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

IX “CONSTITUCIÓN”: La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

X “DIRECCIÓN”: La Dirección General  de Notarias del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XI “DISTRITO NOTARIAL”: La adscripción territorial asignada al notario para ejercer  la función notarial.

XII “ESTADO”: El Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza 

XIII “ESTA LEY”: La Ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

XIV “NOTARIADO”: El Notariado del Estado de Coahuila de Zaragoza bajo el sistema jurídico del Notariado Latino.

XV “LEY FAMILIAR: Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza. 

XVI “PERIODICO”: El Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

XVII “REGISTRO PÚBLICO”: El Registro Público de la Propiedad del  Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Articulo 3. Apostilla o Epígrafe. Para facilitar la consulta de los artículos de esta Ley, se coloca al inicio de cada uno de ellos una breve apostilla o epígrafe para identificar su contenido, por lo que sí en algún supuesto llegara a plantearse contradicción entre el rubro y el contenido o alcance de un artículo, debe prevalecer este sobre aquel.

Artículo 4. Potestad del Ejecutivo del Estado. La función notarial es una facultad que corresponde al Ejecutivo del Estado quien en función ejecutiva y administrativa y por disposición de la ley encomienda a profesionales del derecho en virtud de la patente que para tal efecto se concede.

Por lo tanto, el Ejecutivo del Estado está autorizado para expedir las patentes de aspirante a notario y de notario, observando para ello las disposiciones contenidas en esta ley.

Artículo 5. Garantía institucional del notariado. En el Estado, el ejercicio de la función notarial corresponde de manera exclusiva al Notariado.

El Notariado constituye una Garantía Institucional que esta le reconoce para el Estado, por lo tanto, aquel siempre deberá estar regulado bajo el estado jurídico del notariado de corte latino o romano.

La Garantía Institucional de la función notarial consiste en la plena protección que la ley y el ejecutivo del Estado brindan al notario en particular y a la institución notarial en lo general.

Esta garantía comprende al Estado a proporcionar al Notariado todas las facultades e instrumentos necesarios para el cabal desempeño de la función notarial, y tutela, además, los principios y valores propios de la institución en su máxima expresión, entre otros: imparcialidad, autonomía, equidad, legalidad, buena fe, ética y profesionalismo.

La Garantía Institucional tiene por finalidad revestir a la función notarial de todas aquellas garantías de legalidad y juricidad que se encuentran establecidas y reconocidas en los principios fundamentales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la particular del Estado, en beneficio de la seguridad y bienestar de la sociedad coadyuvando así a que la función notarial haga realidad los principios de orden público y de interés social.

Artículo 6. Vigencia del cumplimiento de la ley. A las autoridades competentes les corresponde vigilar el debido cumplimiento de esta ley y tomar las medidas necesarias para su debida observación y aplicación.

 Artículo 7. Calidad del servicio notarial. Por constituir la función notarial una Garantía institucional para la sociedad, el Estado, el Consejo, los Colegios, y el Notariado tienen la obligación de proporcionar a la sociedad el servicio notarial de la mejor calidad posible.

Las partes interesadas en lograr este objetivo podrán celebrar entre sí convenios o tomar acuerdos para hacer realidad el cumplimiento de esta obligación y así lograr proporcionar a la comunidad, de manera continua y permanente, el servicio notarial en óptimas condiciones.

Artículo 8. Compromisos para lograr la calidad del servicio notarial. El Estado brindará todo el apoyo necesario para facilitar el ejercicio de la función notarial y la evolución continua de la institución notarial.

Cuando se trate de desarrollar programas especiales de interés público y social, el apoyo que se refiere esta disposición deberá reforzarse para garantizar el cabal cumplimiento de los mismos.

Artículo 9. Creación de nuevas notarías. Cuando exista la necesidad de incrementar el servicio de la fe pública, el Ejecutivo del Estado está facultado para emitir el decreto por el cual autorice la creación de nuevas notarías debiendo observar para ello que: 

I. No se afecta la calidad profesional del servicio notarial, ni se lastime los principios de imparcialidad y autonomía que deben caracterizar a la función fedante, 

II. La manera de ingresar a la titularidad de las notarias de nueva creación será a través de los exámenes de Posición Cerrada previstos por esta ley, y cumpliendo con los demás requisitos exigidos para ello;

III. En el lugar donde se pretenda autorizar nuevas notarías realmente exista una necesidad de incrementar el servicio notarial, para ello se deberán tomar en cuenta las consideraciones siguientes:

a) Una notaria por cada cincuenta mil habitantes.

b) La densidad de la población.

c) La frecuencia y facilidad de las transacciones.

d) El movimiento económico de la población que tenga incidencia en la actividad notarial.

e) Las circunstancias de cada distrito notarial.

f) La decorosa subsistencia de los notarios.

El Ejecutivo del Estado solicitará, previamente a la autorización de nuevas notarias la opinión al respecto del Consejo, y éste, a su vez, hará lo propio con el Colegio del lugar donde se pretenda autorizar la o las mismas.

El decreto respectivo deberá estar debidamente fundamentado y motivado con base en las anteriores consideraciones.

Artículo 10. Colegiación obligatoria. La colegiación es inherente al cargo de notario, se produce o cancela inmediatamente con la adquisición o pérdida del tal carácter ya que la misma es indispensable para el ejercicio de la función notarial.

Artículo 11. Inamovilidad del cargo de notario. El notario es inamovible de su cargo el cual tiene el carácter de vitalicio, salvo los casos previstos en esta ley.

TITULO I

Garantías de la función notarial

CAPITULO I

Garantías Sociales

Artículo 12. Obligación del notario para prestar sus servicios profesionales. Por ser regulada la actividad notarial con carácter de orden e interés público y social y por constituir aquella una Garantía Institucional, toda persona tiene derecho, en los términos de esta ley, a la presentación de los servicios de fe siempre y cuando exista rogación al respecto y el notario requerido no tenga impedimento legal para intervenir en el asunto solicitado.

Artículo 13. Obligación del notariado para colaborar con las autoridades.  Las autoridades podrán requerir de los notarios la prestación de sus servicios para atender asuntos de orden público o de interés social. En estos casos las autoridades y el Consejo convendrán los honorarios correspondientes.

Artículo 14. Obligación del notariado para colaborar en programas sociales. Los notarios participarán también, con tarifas reducidas y convenidas por el Consejo con las autoridades correspondientes, en programas de fomento a la vivienda y regularización de la tenencia de la propiedad inmueble,  incluyendo el mes del testamento y el mes del patrimonio familiar. 

Artículo 15. Obligación del notariado para colaborar en asuntos electorales. Los notarios están obligados a prestar sus servicios en los casos y términos que establezcan los ordenamientos electorales.

El día en que se desarrolle una jornada electoral, los notarios despacharán para atender inmediata y gratuitamente las solicitudes escritas de los funcionarios de casilla, de los representantes de partido, de los candidatos o de los ciudadanos, para lo cual podrán trasladarse físicamente al lugar en donde se les requiera, a efecto de dar fe de hechos o certificar documentos concernientes a la elección y, en general, en el cumplimiento de sus funciones garantizar el ejercicio de los derechos electorales.

Artículo 16. Obligación del notario para coadyuvar a la formación de nuevos notarios. Cada notario tiene la obligación de aceptar en su notaría cuando menos, a un aspirante al ejercicio de la función notarial a efecto de que realice la práctica notarial, siempre cuando y cumpla con los requerimientos y perfiles necesarios. 

Cuando una persona ingrese a realizar la práctica notarial en alguna notaría del Estado, para que esta surta sus efectos legales, el notario deberá dar aviso de ello, dentro de los diez días siguientes al inicio de la misma, a la Dirección, al Consejo y al Colegio, que corresponda al domicilio de la notaría, así mismo dará aviso a las instituciones antes mencionadas de la terminación de la práctica cuando menos con un mes de anticipación a que concluya la misma. Dichos avisos serán sellados por los destinatarios y les deberá recaer contestación.

La Dirección aludida, el Consejo y el Colegio de que se trate, en cualquier tiempo y sin que medie aviso al respecto, estarán facultados para contestar, conjunta o separadamente la práctica en cuestión.

Artículo 17. Obligación de las autoridades para apoyar el ejercicio de la fe notarial. Las autoridades del Estado deberán auxiliar a los notarios en el ejercicio de sus funciones, cuando los actos concretos de dación de fe así lo requieran, particularmente la policía y demás autoridades que tengan a su cargo el uso de la fuerza pública, deberán prestar ayuda a los notarios cuando sean requeridos por ellos.

Se aplicarán las penas que correspondan al delito de abuso de autoridad, al servidor público que obstaculice o impida al fedatario el ejercicio de sus funciones o no lo preste al auxilio que requiera para esos fines, debiendo prestarlos.

Artículo 18. Unicidad de notario. Cada notario estará a cargo de un solo protocolo. Cada notaría será atendida por un notario. Quedan a salvo la asociación de notarios, los convenios de suplencia, las intervenciones en caso de cesación de funciones, y la general de la Dirección cuando tiene en su poder legalmente el protocolo notarial.

Artículo 19. Principios básicos de la función notarial. El ejercicio de la  función notarial es personalísimo; el notario debe ejercer la fe pública en caso concreto, con plenas garantías de imparcialidad, autonomía, legalidad y profesionalismo, con principios éticos y siempre de buena fe, tratando por igual a los otorgantes del asunto, sin favoritismos ni preferencias para ninguno de ellos, independientemente de quien lo haya elegido para conocer el asunto, o bien, quien le paga sus honorarios.

La cualidad del notario es única e indelegable.

El notario no deberá aceptar más asuntos que aquellos que pueda atender personalmente en el ejercicio de su función notarial.

Artículo 20. Gastos y honorarios del notario. El notario no es funcionario público del Estado, por lo tanto, la retribución económica por la presentación de sus servicios no es a cargo del erario del Estado.

Artículo 21. Gastos y honorarios conforme al arancel. Los honorarios y gastos devengados en la prestación de los servicios de la fe notarial serán cubiertos al notario por lo peticionantes del servicio, de acuerdo con el arancel autorizado para ésta actividad.

Para garantizar los principios de imparcialidad y autonomía, el notario debe ejercer su función sin sometimiento al erario, ni a ninguna autoridad y  sin sueldo o iguala del Gobierno o de entidades públicas o privadas.

Artículo 22. Autorización del arancel. Para garantizar el pago de honorarios y gastos que deban cubrirse al notario por la presentación de sus servicios, y para lograr un equilibrio a la fijación de esas erogaciones económicas entre cliente y el notario, el Ejecutivo del Estado autorizará el arancel respectivo a propuesta del Consejo.

El Consejo, con base a estudios económicos propondrá el Ejecutivo del Estado el proyecto de arancel justo y proporcionado, y aquel hará las observaciones pertinentes y fundadas y, en su caso, lo aprobara.

Entre la presentación del proyecto y su publicación en el Periódico, mediará un plazo no mayor de quince días hábiles. Transcurrido ese plazo sin la debida publicación, dicho silencio administrativo o bien, la falta de motivación y fundamentación por parte de la autoridad, dará motivo a la afirmativa ficta, es decir, se tendrá por autorizado el Arancel en los términos presentados, y en este caso no será necesaria la publicación del mismo en el Periódico aludido.

El Consejo previamente a la presentación del proyecto de Arancel, deberá oír la opinión de cada uno de  los Colegios, de tal manera, que el arancel podrá variar en algunos distritos notariales.

Artículo 23. Procedimiento para titular la vivienda de interés social. Las dependencias y entidades de la administración Pública del Estado que realizan actividades relacionadas con la regularización de la propiedad de inmuebles y el fomento a la vivienda en el Estado, requerirán los servicios únicamente de notarios del Distrito donde se ubiquen los inmuebles a titular. Las instrucciones correspondientes serán giradas al Colegio correspondiente el cual las turnará a sus miembros por estricto orden y con apego a la equidad.

Para los efectos de este artículo, los notarios respetarán un estricto orden de insaculación, conforme al siguiente procedimiento.

Un representante de la Dirección y el Presidente del Colegio de que se trate, llevarán a cabo la insaculación depositando en una urna el nombre y el número de cada notario del distrito en funciones al momento de la insaculación y mantendrán el riguroso orden en que se vayan sorteando. De dicha insaculación se levantará acta pormenorizada que será firmada por las personas mencionadas debiendo la Presidencia del Colegio que corresponda, hacerla del conocimiento de todo los notarios de su Distrito, en un plazo que no excederá de diez días hábiles siguientes a la fecha de su firma.

Cada nuevo notario se incorporará intercalado en el orden establecido por insaculación ocupando el turno inmediato siguiente que tenga lugar en el momento de su inicio de ejercicio profesional.

Cada vez que se practique el procedimiento mencionado, el Colegio de que se trate informará a las autoridades competentes los turnos que se hubieren hecho con relación al sorteo aludido.

Los notarios dejarán constancia en el texto de cada instrumento de las instrucciones recibidas por parte del Colegio al que pertenezca.

Artículo 24. Libre elección del notario. Esta ley reconoce el principio de la libre elección del notario, sin embargo cuando entre los peticionantes del servicio no exista acuerdo al respecto, se deberá observar lo dispuesto por el artículo siguiente de esta ley.

Quedan exceptuados los asuntos previstos en el artículo que antecede.

Artículo 25. Casos especiales para elección del notario. Cuando entre los peticionantes del servicio no exista común acuerdo en la elección del notario, tendrá derecho a elegirlo:

a) El transmitente:

I.- Si el acto fuere a título gratuito.

II.- Si hubiere pago diferido del precio, en proporción que excediere del veinte por ciento del total.

III.- En caso de ventas realizadas por orden judicial, si hubiere pluralidad de inmuebles y compradores, cuando se hubiere hecho constar en los edictos a la designación.

b) El adquirente:

I.- Si la operación a realizar fuere al contado.

II.- Si la parte diferida del precio no excediere el veinte por ciento del total.

c) El acreedor, mutuante o acreditante, en la constitución de hipotecas u otras garantías, sus renovaciones y modificaciones.

d) El deudor, en las cancelaciones de hipotecas u otras garantías.

e) El arrendador, en los contratos de arrendamiento de predios rústicos, sus prórrogas o modificaciones.

f) El fideicomitente en su caso.

g) Quien pagare los honorarios, en los casos no previstos.

Artículo 26. Consideraciones que deben tomarse  en cuenta en la elección del notario. La facultad de elección de notario excluye la posibilidad de imponer un notario con residencia fuera de la Distrito en que se encuentran ubicados los bienes que son objeto del negocio jurídico que se debe formalizar, tampoco podrá imponerse en un notario que, por su competencia territorial, carezca de conexión razonable con alguno de los elementos personales o reales del negocio. 

Los notarios se abstendrán de facilitar toda práctica que implique la imposición de notario por una de las partes con abuso de derecho, o de modo antisocial o contrario a las exigencias de la buena fe contractual.        

Artículo 27. Secreto Profesional. El notario y sus dependientes deberán guardar reserva sobre los asuntos tratados en la notaría u estarán sujetos a las disposiciones del Código Penal sobre violación al secreto profesional, salvo cuando por orden de autoridad competente, fundada y motivada, les ordenen revelar información de dichos asuntos o que este se dé a conocer por la propia naturaleza de la función notarial.

Esta obligación se extiende a todas las autoridades del Estado, quienes no podrán divulgar o revelar ningún tipo de información confidencial derivada de la fe notarial, salvo en aquellos casos en que la misma función notarial lo revele por su propia naturaleza y que también cuando por mandato emitido por  autoridad competente, fundado y motivado, sea necesario dar a conocer esa información.

CAPITULO II

De los distritos notariales y las notarías

Artículo 28. Distritos notariales. Con el propósito de que la fe pública llegue a todos los lugares del Estado, ésta se distribuye en Distritos. Cada Distrito Judicial constituirá un Distrito Notarial, sin perjuicio de las salvedades previstas por esta ley.

En el Estado existen ocho Distritos Notariales que son:

1. Distrito Notarial de Viesca, con residencia en la ciudad de Torreón

2. Distrito Notarial de Saltillo con residencia en la ciudad de Saltillo

3. Distrito Notarial de Monclova con residencia en Monclova 

4. Distrito Notarial de Río Grande, con residencia en Piedras Negras 

5. Distrito Notarial de Ciudad Acuña con residencia en Ciudad Acuña

6. Distrito Notarial de Sabinas con residencia en Sabinas 

7. Distrito Notarial de San Pedro con residencia en San Pedro de las Colonias 

8. Distrito Notarial de Parras de la Fuente con residencia en Parras de la Fuente

Artículo 29. Ampliación territorial de los distritos notariales. El Ejecutivo del Estado podrá ampliar la jurisdicción territorial notarial, atendiendo siempre al interés de mejorar el servicio de la fe notarial inherente a esta institución y para el cumplimiento de las Leyes electorales y cualquier otro ordenamiento de naturaleza similar.

Artículo 30. Numeración de Notarías. Cada notaría llevará un número progresivo. La numeración se realizará de manera independiente en cada distrito notarial.

La oficina del notario se llamará: Notaría.

Artículo 31. Domicilio del notario. El notario deberá establecer su residencia, es decir, su domicilio particular, dentro del Distrito Notarial de su adscripción, con preferencia en el Municipio que se señale en la patente respectiva.

Artículo 32. Lugar donde debe instalarse la notaría. El notario, para el ejercicio de su función notaria, únicamente podrá establecer una oficina, la cual deberá ubicar dentro del distrito Notarial de su adscripción, precisamente en el municipio que señale la patente respectiva.

Artículo 33.  Horario y días laborales de la notaría.  La notaría deberá permanecer abierta al público  de lunes a viernes por lo menos ocho horas de cada día y será operativo para el notario abrir la notaría los sábados, domingos y días inhábiles. Lo anterior no impide que la función notarial pueda hacerse en cualquier día y hora sea hábil o inhábil.

Son días obligatorios de despacho todos los del año, con excepción de los sábados, domingos 1 de enero, 5 de febrero. 21 de marzo, 1 de mayo, 16 de septiembre, 20 de noviembre y 1 de diciembre de cada seis años, cuando corresponda la transmisión del Poder Ejecutivo Federal, 25 de diciembre y los demás que establezca la Ley Federal del Trabajo.

Los notarios podrán considerar como días inhábiles los períodos vacacionales que lo sean para las dependencias oficiales del Estado.

Cuando se desarrolle una jornada electoral, la notaría deberá permanecer abierta a partir de las siete horas y hasta que se concluya la misma.

Artículo 34. Rótulo de la oficina. El notario deberá anunciar en el exterior de su oficina, en lugar visible, el horario y días laborales de la notaría, el número de ésta, su nombre, teléfonos y cualquier otro dato que considere conveniente para establecer una comunicación adecuada entre el público y la notaría.

El notario podrá utilizar los diferentes medios que ofrece la mercadotecnia, para ofrecer al público en general la prestación de sus servicios profesionales, siempre y cuando tales medios se encuentren autorizados por el Consejo.

Artículo 35. Prohibición para utilizar anuncios relacionados con la actividad notarial por personas que no sean notarios. A todas las personas que no sean notarios del Estado se les prohíbe utilizar anuncios dirigidos al público que den la idea de que quienes los usan, o a quienes beneficia, realizan trámites o funciones notariales sin estar autorizados por la ley, tales como: “asesoría notarial”, “asuntos notariales”, “trámite de escrituras”, “gestoría notarial”, como cualquier otro tipo de anuncios semejantes que tengan relación con la función notarial y que deban comprenderse como propios de ésta.

Artículo 36. Conductas que constituyen delitos en contra de la función notarial. A las personas que no sean notarios en funciones del Estado, les queda expresamente prohibido realizar funciones notariales o cualquiera de las siguientes conductas:

I.-  Ostentarse, anunciarse o inducir a la creencia de que es notario para ejercer 

      o simular ejercer funciones notariales, o ejercerlas de hecho.

II.- Tener oficina notarial, o lugar donde se realicen actividades notariales o 

       meramente de asesoría notarial o de firmas para instrumentos notariales, y

III.- Conservar en su poder, por si o por interpósita persona, libros o folios 

        de  protocolo con la finalidad de llevar a cabo actos que únicamente 

        pueden realizar notarios del Estado.

A quienes cometan las conductas señaladas en éste artículo se les aplicarán las penas previstas en el Código Penal; al aspirante a notario y a las personas que dejaron de ser notarios, de cometer las faltas en comento, se les aplicará el doble de la pena prevista por dicho ordenamiento.

Esta ley reconoce que las actividades mencionadas van en contra de le esencia de la función notarial y rompen con la finalidad de la Garantía Institucional que significa el Notario para el Estado.

Artículo 37. Clausura de oficinas donde se practican actividades ilícitas. Las autoridades competentes, tan pronto tengan conocimiento de la práctica de cualesquiera de las actividades a que se refiere el artículo anterior, procederán inmediatamente a la clausura de las oficinas o lugares en donde se realizan las mismas, una vez justificada legalmente la medida.

El Consejo y los Colegios tienen la obligación de comunicar inmediatamente a la clausura de las oficinas o lugares en donde se practican las conductas en comento.

CAPITULO III

Incompatibilidades, prohibiciones y excusas

Artículo 38. Incompatibilidad de la función notarial. El ejercicio de la función notarial es incompatible con el desempeño de cualquier empleo, comisión, cargo judicial, función eclesiástica o electoral y toda otra actividad, pública o privada, que pudiere afectar la imparcialidad y autonomía del notario o la adecuada atención de sus tareas notariales.

Artículo 39. Excepciones a las incompatibilidades.  Se exceptúan de las incompatibilidades del artículo anterior, los cargos o empleos que importen el ejercicio de funciones notariales, los docentes, los de rector y director de universidades, facultades o escuelas, los índole puramente literaria, científica, artística o editorial, tutor, curador, albacea, de colaboración ciudadana, auxiliares de la administración de justicia, cargos honoríficos y los que desempeñe a favor de personas morales con fines no lucrativos.

Artículo 40. Ejercicio de la profesión de abogado. El notario podrá ejercer la profesión de abogado en todas sus facetas inclusive en la jurisdicción contenciosa, siempre y cuando en los negocios que haya intervenido como abogado no intervenga como fedatario y en los negocios en que haya intervenido con este último carácter no intervenga como abogado 

La retribución que se percibe por la actividad admitida en este y en el anterior artículo no excluye el derecho del notario al honorario correspondiente derivado del ejercicio de la función notarial.

Artículo 41. Cargos de elección popular y nombramiento de funcionarios públicos. El ejercicio de la función notarial también es incompatible con el desempeño de cargos de elección popular y con el de funcionario público federal, estatal o municipal; sin embargo, si el notario desea contener y en su caso desempeñar este tipo de cargos, deberá solicitar licencia para separarse temporalmente del cargo notarial, en los términos previstos en el artículo 158 de esta Ley.

Artículo 42. Prohibiciones impuestas al notario para ejercer la fe notarial.  Queda prohibido al notario ejercer la fe notarial en los casos siguientes:

   I.- Cuando no tuviere bases, en los términos de esta ley, para identificar a los    

         comparecientes que le soliciten sus servicios;

   II.- En aquellos asuntos en donde se quebrante la imparcialidad y autonomía 

         que le corresponde ejercer como notario;

III.- Si como partes intervienen por sí o en representación de terceras personas: su    cónyuge, sus parientes consanguíneos o afines en línea  recta sin limitación de grado o los colaterales que los sean por consanguinidad dentro del cuarto grado o por afinidad dentro del segundo.

Esta prohibición se extiende también para el cónyuge y los parientes antes citados, del o los notarios asociados, o el notario suplente;

   IV.-  En asunto sin rogación de parte, solicitud de interesado o mandamiento 

           judicial;

   V.-   Dar fe de actos, hechos o situaciones con respecto a los cuales haya 

           intervenido previamente como abogado;

   VI.- Dar fe de actos, hechos o situaciones sin haberse identificado 

          plenamente como notario;

   VII.- En aquellos asuntos que estén reservados a la competencia exclusiva 

           de funcionarios públicos;

VIII.- Ejercer sus funciones si el objeto, el motivo expresado o conocido por el notario, o el fin del acto es contrario a las ley o la las buenas costumbres; Así mismo si el objeto del acto es físico o legalmente imposible;

IX.- Si el asunto en el que interviene contiene estipulaciones o disposiciones  a su favor, o a favor de alguno de sus parientes que se señalan en la fracción III de éste artículo, con excepción de aquellas que autorice esta  ley y otros ordenamientos.

Dentro de las excepciones a que se refiere la parte final del párrafo anterior, se encuentran entre otras, las estipulaciones hechas a favor del notario para que éste ejerza la función de mediador, conciliador, árbitro, amigable componedor, o todas ellas en su conjunto, respecto a  los actos o negocios jurídicos consignados en él o los instrumentos de la autoría del propio notario que beneficia con la disposición.  También se incluyen en estas estipulaciones los negocios no contenciosos a que se refiere el Código Civil y Procesal Civil y, en general, todas aquellas materias que sean competencia de la función notarial;

X.- Revocar, rescindir, o modificar el contenido del instrumento público por  simple razón o comparecencia, aunque sea subscrito por los interesados. 

En estos casos, deberá extenderse nueva escritura y anotarse la antigua sobre el hecho relativo;

XI.- Vincularse con acciones de terceros para obligar al o a los interesados para que los actos que requieran de notario, se realicen forzosamente  ante notaría determinada, o procurarse clientela por medios  incompatibles con la ética y dignidad notarial, y;

XII.- Las demás que establezcan esta ley y otros ordenamientos.

Artículo 43. Causas de excusas. El notario solamente podrá excusarse de prestar sus servicios notariales, en los casos siguientes:

I.- Si al momento de ser requerido se encuentra atendiendo otro asunto, mas si la persona decide esperarlo se aplicará el principio de obligatoriedad  previsto en el artículo 12 de esta ley, observando el orden de atención que le corresponda;

II.- En días inhábiles y en horas que no sean de su oficina, salvo que se trate del otorgamiento de un testamento, siempre y cuando a juicio del notario las circunstancias del presunto testador hagan que el otorgamiento sea urgente, o cuando la intervención se requiera en días en donde se desarrolle una jornada electoral;

III.-Cuando no se aporten al notario los elementos necesarios para conocer con conocimiento pleno el asunto, o no le anticipen los gastos y honorarios correspondientes, y;

IV.- Si su intervención notarial en el acto o el hecho que se le pide intervenir pone en peligro su vida, su salud, o la de sus parientes que se señalan en la fracción III del artículo anterior.

Artículo 44. Prohibición para personas que dejaron de ejercer la fe notarial. A las personas que dejaron de ejercer la fe notarial les queda prohibido intervenir como abogados en los litigios relacionados con la validez o nulidad de los instrumentos otorgados ante su fe, o de sus asociados, o suplentes, salvo que se trate de derecho propio para actuar procesalmente.

TITULO II

EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN NOTARIAL.

CAPITULO I

El notario

Su competencia material y territorial

Artículo 45. El quehacer del notario, su competencia material. Notario es el profesional del Derecho investido de fe pública por el Estado, que tiene a su cargo recibir, interpretar, asesorar, aconsejar, redactar y dar forma legal a la voluntad de las personas que ante él acuden, dentro del marco de la legalidad y la legitimación, y conferir autenticidad y certeza jurídicas a los actos y hechos pasados ente su fe, mediante la consignación de los mismos en instrumentos público de su autoría, los cuales conserva en el protocolo a su cargo, los reproduce y da fe de ellos.

El notario también es auxiliar de la administración de Justicia y tiene conferidas las facultades y atribuciones para conocer dentro del ámbito de su competencia los asuntos siguientes:

I.- Autenticas los actos y hechos que los interesados deban o deseen dar forma conforme a las leyes;

II.- La tramitación extrajudicial de las sucesiones mortis causa, tanto testamentarias como intestamentarias en los términos previstos en el Código Procesal;

III.- El asesoramiento y la emisión de dictámenes periciales escritos en lo relativo a cuestiones jurídicas en general, así como la relación y estudio de antecedentes de dominio u otras legitimaciones;

IV.- Desempeñar la función de mediador, conciliador, árbitro, secretario arbitral y amigable componedor, en los términos que señalen los  ordenamientos legales correspondientes y los tratados internacionales;

V.- Todos los procedimientos sin litigio regulados por el Código Civil,  Procesal Civil, Ley Familiar y Código Procesal Familiar, con excepción de los siguientes:

a) La adopción

b) La declaración de ausencia y la declaración de presunción de muerte.
Dentro de los procedimientos sin litigio que puede conocer el notario dentro del ámbito de su competencia que da incluido el divorcio por mutuo consentimiento, siempre y cuando el matrimonio a disolver se haya celebrado en el Estado.

VI.- Las demás atribuciones que esta ley y otros ordenamientos le confieran.

Artículo 46. Reglas de la competencia territorial para el notario. El notario solo podrá ejercer sus funciones dentro del Distrito Notarial de su adscripción. Los actos que autorice podrán referirse a cualquier otro lugar.

Cuando se trate de actos por los cuales se constituya. Modifique o extinga algún derecho real Notarial de su adscripción, el notario personalmente y bajo su más estricta  responsabilidad, podrán recabar las firmas de los interesados en lugar distinto a su Distrito, dentro y fuera de la República Mexicana, haciendo constar esta circunstancia en el instrumento correspondiente.

Cuando el notario conozca de la tramitación de las sucesiones mortis causa y de la los procedimientos sin litigio a que se refiere la fracción V del artículo anterior, le serán aplicables las reglas de la competencia señaladas en el artículo 40 del Código Procesal Civil en el Estado.

Artículo 47. Precisiones respecto a los procedimientos sin litigio. Cuando el notario conozca un procedimiento sin litigio regulado por el Código Procesal, y en él intervenga un incapaz o cuando lo exija la ley, deberá darle vista al Agente del Ministerios Público adscrito a los Juzgados Civiles Y familiares de Primera Instancia que corresponda al lugar de su adscripción para que, en un término de tres días hábiles, manifieste lo que a su representación social convenga, quedando a juicio del notario la valorización sobre la vista desahogada por el representante social, a efecto de continuar y resolver el caso planteado.

El notario en la tramitación de estos procedimientos se sujetará a  lo previsto por las disposiciones del Código Procesal, Código Procesal Familiar y Ley Familiar en lo conducente y las particularidades de esta ley.

Para los efectos legales que corresponda, cuando el Código Civil,  Procesal Civil o Código Procesal Familiar al regular algún procedimiento sin litigio, se refiera al juez o juzgador, deberá también entenderse que se refiere al notario.

Artículo 48. De la cesación de la competencia material en las sucesiones mortis causa y en los procedimientos sin litigio. Cuando un notario, ante quien se tramita un procedimiento sin litigio o una sucesión mortis causa, tuviere conocimiento de un hecho que implique una situación de litigio, o bien un conflicto de intereses, inmediatamente cesara su competencia para continuar conociendo del mismo, y deberá lo antes posible remitir el asunto correspondiente al juez competente para que éste resuelva lo conducente. 

Si posteriormente el asunto donde surgió controversia ésta termina, el notario podrá continuar conociendo del mismo con la conformidad de todos los interesados.

La oposición del Ministerio Público no será causa para cesar la competencia del notario, a efecto de que éste conozca, continúe y resuelva el asunto de que se trate.

Artículo 49. La actuación del notario se expresa de manera documental. La actuación del notario en todos los asuntos de su competencia, debe de manifestarse de manera documental, para ello, la ley autoriza el uso del protocolo notarial, para asentar en él, previa las formalidades previstas en esta ley, las escrituras y actas que pasen ante su fe, por lo que dichos instrumentos tienen el carácter de públicos y en consecuencia gozan de todos los privilegios que ellos implican.

CAPITULO II

Del ingreso en el notario

Artículo 50. Exámenes de oposición. El ingreso en el notariado tendrá lugar mediante el sistema de exámenes de Oposición Cerrada. Este sistema se compone por dos exámenes, el de aspirante a notario y el de notario, los cuales se encuentran diseñados para buscar la excelencia académica para que solamente los mejores, los más preparados accedan al servicio de la fe notarial.

Artículo 51. Observadores de los exámenes de aspirantes a notario y de notario. Como labor de supervisión con miras a perfeccionar la estructura, desarrollo, imparcialidad, objetividad, certeza y legalidad de los exámenes de aspirante a notario y de notario, el Tribunal superior de Justicia, el Congreso del Estado y el Titular del Poder Ejecutivo, si lo estiman conveniente, podrán nombrar a uno o más observadores que deberán ser Licenciados en derecho para presenciar el desarrollo de las pruebas, sin que su intervención tenga efecto vincula torio con las mismas.

Los observadores tendrán especial cuidado en tomar en cuenta lo siguiente:

   I.- La instalación del jurado;

II.- La transparencia del sorteo para elegir los temas a desarrollar por los sustentantes y el orden de presentación para desahogar la prueba teórica del examen de notario;

  III.- La idoneidad del lugar donde se practican los exámenes;

IV.-El cómputo de las calificaciones de los exámenes y la debida lectura al sustentante de sus resultados, y;

V.- Que el cumplimiento de las disposiciones creadas por este ordenamiento  para la prueba, se desarrollen bajo principios de: imparcialidad, equidad, autonomía, libertad y legalidad.

   A los observadores les queda prohibido:

a) Sustituir u obstaculizar el ejercicio de los derechos y deberes que la ley confiere a los integrantes del jurado, a las personas que integran la vigilancia de los exámenes y a los propios sustentantes, así como también inferir en el desarrollo de las pruebas;

b) Manifestarse a favor de algún sustentante;

c) Externar cualquier expresión de ofensa, difamación o calumnia en contra de la institución notarial, los notarios, el jurado, los vigilantes, los sustentantes y todas aquellas personas vinculadas con la actividad notarial;

d) Declarar el triunfo de algún sustentante del examen;

e) Ejercer voz y voto durante y en los procedimientos de los exámenes aludidos.

Los observadores presentarán sus opiniones y sugerencias al Ejecutivo del Estado y al consejo para que éstos tomen las medidas necesarias a fin de perfeccionar y enriquecer el procedimiento de selección de notarios a favor de la comunidad.

Artículo 52. Requisitos para obtener la patente de aspirante a notario. El interesado, para obtener la patente de aspirante a notario, deberá satisfacer los requisitos siguientes:

   I.- Ser mexicano por nacimiento;

II.- Tener cumplidos veintiséis años de edad y no más de sesenta al  momento de solicitar el examen;

III.- Haber residido en el estado ininterrumpidamente por lo menos cinco   años anteriores a su solicitud de examen;

IV.- Estar en pleno ejercicio de sus derechos y gozar de facultades físicas y mentales que no impidan el uso de sus capacidades intelectuales para el ejercicio de la función notarial;

V.-  Gozar de buena reputación personal, honestidad profesional, y no ser ministro de culto;

VI.- Tener título de abogado o licenciado en derecho, o en ciencias jurídicas, expedido por Institución Educativa reconocida oficialmente y cédula profesional, debiendo tener el título debidamente registrado en el Tribunal Superior de Justicia del Estado y en las demás dependencias exigidas por la ley, además, contar con un ejercicio profesional de cinco años contados a partir de la fecha de la expedición de la cédula;

VII.- No haber sido cesado en el ejercicio de la función notarial en algún Estado de la República;

VIII.- No estar sujeto a proceso, no haber sido condenado por sentencia ejecutoria por delito intencional;

IX.-  Acreditar cuando menos dos años de práctica notarial ininterrumpida, bajo la dirección y responsabilidad de algún notario de Estado;

X.-  No estar impedido temporalmente para presentar el examen de aspirante por haberlo reprobado con anterioridad;

XI.- Tener estudios de postgrado en disciplinas relacionadas con la actividad notarial con una duración de, cuando menos doscientas cincuenta horas de clase, o bien, ser doctor en derecho, o tener maestría en derecho;

XII.- Haber cursado satisfactoriamente el curso de disciplinas básicas para aspirante a notario organizado para tal efecto por el Consejo;

XIII.- Cubrir a la Tesorería del estado los derechos correspondientes para tener derecho a presentar el examen de aspirante a notario, y;

XIV- Aprobar el examen de aspirante a notario.

Artículo 53. Medios para acreditar los requisitos para obtener la patente de aspirante a notario. El interesado acreditará los requisitos y cualidades a que se refiere el artículo anterior, de la manera siguiente:

I.- Los requisitos de las fracciones I y II con copia certificada de su acta de nacimiento;

II.- El requisito de la fracción III con constancia emitida por la presidencia municipal del lugar donde el interesado tiene establecido su domicilio en los términos de los artículos 71 y 72 del Código Civil;

III.- El requisito de la fracción IV con certificado médico expedido por médico o institución autorizada.

IV.- Los requisitos de las fracciones V, VII, VIII y XIII mediante información a perpetua memoria, rendida en los términos del Código Procesal, en cuyo procedimiento deberá citarse al Colegio que corresponda al domicilio del  interesado.  El representante del colegio podrá formular las preguntas y repreguntas que estime necesarias para cerciorarse de la veracidad de los  testimonios rendidos.

El ejercicio de la profesión de abogado también podrá acreditarse en los términos anteriores.

El requisito de la fracción VIII se acreditará también con constancia de no antecedentes penales emitida por la autoridad que corresponda.

El Consejo y el Colegio de que se trate quedarán autorizados por ley, al momento en que el interesado solicite la información referida anteriormente, a practicar las investigaciones convenientes para cerciorarse de la veracidad de los requisitos  a que se refiere esta fracción.

V.- Los requisitos de las fracciones VI, XI y XII con copia certificada de los documentos respectivos.

VI.- El requisito de la fracción IX con los avisos sellados de inicio y terminación de la práctica, dados en forma y tiempo en los términos del artículo 16 de esta ley.

VII.- El requisito de la fracción X con constancia emitida por el Consejo.

VIII.- El requisito de la fracción XIV con el recibo de pago correspondiente.

  IX.- El requisito de fracción XV con el cata levantada al respecto por el jurado del examen, o bien, con la constancia emitida al efecto.

Artículo 54. Solicitud del examen de aspirante. El interesado en obtener la patente de aspirante a notario, deberá presentar en el transcurso de los meses de mayo y junio de cada año, a la Dirección, su solicitud de examen por triplicado, las cuales deberán ir acompañadas de los documentos que acrediten los requisitos señalados en las fracciones de la I a la XIV inclusive del artículo 52, ya que de no ser así, la dirección rechazará la solicitud presentada expresando los motivos de la medida.

Transcurridos los meses antes citados, inmediatamente la Dirección comunicará al Consejo el número de solicitudes presentadas, y de ellas, cuantas fueron admitidas y rechazadas, y en éste último caso, mencionará los motivos que se tuvieron para ello. Una copia de la solicitud será entregada al Consejo y otra al Colegio que corresponda al domicilio del interesado.

Artículo 55. Fecha del examen de aspirante a notario. Los exámenes de aspirantes a notario tendrán verificativo en el mes de septiembre del año en el que se presentaron las solicitudes de exámenes, el lugar, día y hora será dado a conocer por la Dirección, dentro de la primera semana de Agosto, a través de un aviso que deberá publicar por una sola vez en el Periódico y en un periódico de los de mayor circulación de la entidad.

Independientemente de lo anterior, los interesados podrán solicitar esta información a la Dirección citada.

Los exámenes de aspirante a notario serán colectivos.

Artículo 56. Desarrollo del examen de aspirante a notario. El examen de aspirante a notario se regirá por las reglas siguientes:

JURADO

I.- El jurado estará integrado por cinco miembros propietarios o sus suplentes respectivos. El suplente actuará a falta del titular.

El jurado se integra por:

a) Un presidente designado por el ejecutivo del estado, que deberá ser un jurista prestigiado en la materia notarial, pudiendo ser notario.

b) Un secretario designado por el Consejo.

c) Tres vocales, de los cuales unos de ellos será designado por el consejo, de entre sus miembros, y los otros dos los designará la Dirección, de entre de una lista de treinta notarios propuesta por el consejo y aprobada por el Ejecutivo del Estado.

El consejo para integrar la lista a que se refiere el párrafo anterior, elegirá a notarios del estado de los diferentes distritos notariales que componen la entidad, debiendo hacerse esta selección de manera proporcional, es decir, de acuerdo al número de notarios de cada distrito.

Los miembros que integren el Jurado  no podrán ser cónyuges o parientes del sustentante, ni titulares de la notaría en que el sustentante haya realizado su práctica o prestado sus servicios, tengan o hubiera tenido alguna relación laboral, de negocios o amistosa con el sustentante o con familiares de éste.

TIPOS DE PRUEBA

II.- El examen de aspirante a notario se comprende de dos pruebas, una 

      práctica y otra teórica, las cuales se desarrollarán en un solo acto en el 

      lugar que designe la Dirección.

La prueba práctica no es pública, consistirá en la redacción de uno o varios instrumentos relacionados con temas notariales.

El tema o temas a desarrollar en la prueba práctica serán sorteados de entre veinte, los cuales serán seleccionados por el consejo y deberán ser previamente sometidos a la aprobación de la Dirección.   Los temas serán colocados  en sobres cerrado e irán sellados y firmados por el secretario de Gobierno del estado o por quien éste designe y por el Presidente del Consejo o por un miembro del consejo que aquel designe.

Cada sustentante elegirá al azar un sobre mediante sorteo, en el cual se deberán tomar las medidas necesarias para garantizar que se desarrolle de manera clara y transparente, por lo que una vez practicado el mismo, el sustentante gozará de seis horas corridas para el desarrollo de la prueba práctica, pudiendo auxiliarse de leyes y libros de consulta, sin que estos sean de formularios, y, si así lo desea, podrá también apoyarse de un mecanógrafo que no sea Licenciado en Derecho, ni tenga estudios en la materia notarial.

La prueba práctica también consistirá en sustentar y razonar, en pliego por separado, el instrumento o instrumentos redactados, en particular, las alternativas de solución que tuvo en el caso planteado, las razones en pro y en contra de dichas alternativas, debiendo indicar los apoyos legales, jurisprudenciales y doctrinales del asunto.

Concluida la prueba práctica, el sustentante procederá a dar lectura al instrumento o instrumentos redactados, así como al pliego donde fundamente su trabajo, concluida la lectura correspondiente, entregará al jurado su prueba práctica, y acto seguido se procederá a desarrollar la prueba teórica, la cual, sí tendrá el carácter de pública y no tendrá límite de tiempo.

La prueba teórica consistirá en preguntas relacionadas con los temas consignados en el o los instrumentos producto de la prueba práctica y, además, se deberán formular preguntas con relación a temas vinculados con el derecho notarial para poder apreciar en su conjunto la capacidad y la cultura jurídica del sustentante.

El jurado efectuará ordenadamente la prueba teórica mediante turno de réplicas, empezando por el notario de menos antigüedad y continuando en orden progresivo de antigüedad de los demás para terminar con la réplica del presidente. Cada sinodal podrá además hacer en su turno las interpelaciones que considere convenientes.

Al sustentante que decline continuar con el desarrollo de la prueba práctica antes de que concluya el término de las seis horas, se le tendrá por desistido del examen, no así si declina continuar con la prueba teórica pues en este caso se le considerará como reprobado por mayoría.

VIGILANCIA DE EXAMENES.

III.- Las pruebas práctica y teórica se desarrollarán bajo la vigilancia de un representante del Ejecutivo del Estado, uno del Consejo, y uno mas por cada uno de los Colegios Distritales, quienes no deberán ubicarse en los supuestos a que se refiere el último párrafo de la fracción I de éste numeral.  Cada uno de los vigilantes deberá comunicar por separado o conjuntamente al jurado las irregularidades que hubiere percibido durante el desarrollo de ésta prueba, debiendo cursar copias de ellas a la Dirección; si a juicio del jurado dichas irregularidades no impiden la continuación del examen, para esos efectos se tendrán por no hechas y no cuestionarán ni afectarán el resultado del mismo.

CALIFICACION DEL EXAMEN

IV.- Los integrantes del jurado para emitir la calificación del examen deberán  tomar en cuenta el criterio jurídico del sustentante, su preparación y la  calidad de la resolución de las preguntas y del caso práctico, debiendo  considerar especialmente el pliego de alternativas, las propuestas  ofrecidas, la prudencia que demuestre y el conocimiento que el sustentante   tenga del oficio notarial. En todo caso, el o los instrumentos materia de la prueba práctica deberá ser válida jurídicamente.

La calificación del examen se integra con el resultado arrojado por las pruebas práctico y teórico, las cuales tendrán un valor de cincuenta puntos cada una.

Concluida la prueba práctica y teórica, acto seguido los integrantes del jurado a puerta cerrada calificarán individualmente cada una de las pruebas presentadas por el sustentante, de cuya suma resultará una calificación única.  Si el sustentante obtuviere un resultado mínimo de sesenta puntos, su calificación será aprobatoria; si el sustentante obtiene una calificación inferior a sesenta  pero no inferior a cincuenta puntos, no podrá presentar nueva solicitud para examen de aspirante si no pasados seis meses contados a partir del fallo del examen, y, si la calificación fuere inferior a cincuenta puntos, el plazo de espera será de un año.

El sustentante que desista de la prueba práctica tendrá derecho a presentar un nuevo examen de aspirante tan pronto exista una nueva convocatoria al respecto, siempre y cuando cumpla con los requisitos que exige él artículo 52 de esta ley.

El secretario levantará el acta correspondiente de la sesión que deberá ser firmada por los integrantes del jurado.

El presidente comunicará al sustentante el resultado total de su examen, precisando los puntajes que corresponden a la prueba práctica y teórica, y pedirá al secretario lea el acta levantada con motivo del mismo.

El secretario del jurado comunicará a la Dirección y al Consejo, en una síntesis, la calificación razonada otorgada a cada sustentante, la cual será firmada por todos los miembros del jurado, en un plazo no mayor de cinco días hábiles a partir de la terminación del examen.  En un lapso igual desde la recepción de la comunicación correspondiente, una u otro podrán hacer las observaciones que juzguen convenientes para el perfeccionamiento permanente de los exámenes, y, en su caso, llamar la atención sobre algún aspecto en concreto. Estas comunicaciones serán confidenciales entre el jurado y los informados y no darán lugar a instancia o medio de defensa alguno para el sustentante.

REVISIÓN DEL EXAMEN

V.- El sustentante tendrá derecho a solicitar la revisión de su examen práctico, siempre y cuando lo solicite al Consejo dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de habérsele comunicado por el jurado la calificación del mismo. El sustentante deberá acompañar a la solicitud de revisión de examen los argumentos jurídicos en los que base su inconformidad.

La revisión del examen práctico estará a cargo de la comisión especial designada al efecto por el Consejo, al cual estará en funciones permanentemente, quien deberá emitir su fallo en un plazo no mayor de ochos días hábiles siguientes a la recepción de la inconformidad, y su resolución será inapelable. El resultado de la revisión deberá estar fundado y motivado por la comisión.

Artículo 57. Expedición de la patente de aspirante a notario. El Ejecutivo  del Estado expedirá la patente de aspirante a notario a quien haya aprobado el examen respectivo, la cual deberá extender en un plazo no mayor a treinta días naturales contados a partir de la fecha de la aprobación del examen.

La patente de aspirante a notario deberá ser publicada, a costa del interesado, por una sola vez en el Periódico.

Artículo 58. Derecho que concede la patente de aspirante a notario. La patente de aspirante a notario concede a quien la recibe el derecho de presentar, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos por esta ley, el examen de notario, y además, si la calificación obtenida no es menor de ochenta y cinco puntos, él poder fungir como notario suplente, cuando sea designado por un notario titular, para cubrir licencias o casos de enfermedad.

Artículo 59. Procedencia del examen de notario. El examen de notario para obtener la patente de notario se practicará siempre y cuando una o varias notarías estuvieren vacantes o se hubiese resuelto crear una o más de ellas.

Por cada notaria vacante o de nueva creación se celebrará un examen de notario, en el cual participarán todos los aspirantes que se hayan inscrito a él, y no podrá llevarse a cabo si no hubiera cuando menos tres opositores inscritos.

La Dirección publicará convocatoria para que los aspirantes al ejercicio de la función notarial presenten el examen de notario, esta convocatoria será publicada una sola vez en el Periódico y por dos veces consecutivas, con intervalos de tres días, en uno de los periódicos de los de mayor circulación de las Principales ciudades del Estado, y del Distrito Notarial Correspondiente.

La convocatoria deberá contener cuando menos los requisitos siguientes:

I.- Señalar las fechas, horarios y lugar, relativos al inicio y término del período de inscripción al examen. En ningún caso el período de inscripción excederá de diez días naturales, contados a partir de la última publicación de la convocatoria. 

   II.- Precisar el día, hora y lugar en que se practicará el examen.

   III.- Indicar el número y sede de las notarías vacantes o de nueva creación,  y;

IV.- Señalar la obligación de pagar previamente los derechos que determine La Ley   de Hacienda del Estado.

Artículo 60. Requisitos para obtener la patente de notario. El interesado en obtener la patente de notario deberá satisfacer los requisitos siguientes:

I.- Tener la patente de aspirante a notario debidamente publicada en el Periódico; salvo que la patente no hubiera sido expedida o publicada por causas imputables a la autoridad en cuyo caso bastará acreditar la aprobación del examen de aspirante con la constancia respectiva que emita el jurado;

II.- No encontrarse impedido para presentar el examen por el hecho de haberlo reprobado con anterioridad.

III.- Ubicarse en cada uno de los supuestos a que se refiere el artículo 52 de  esta ley, los cuales se presumirán acreditados con la sola manifestación del interesado que emita al respecto. La cual deberá expresar bajo protesta de decir verdad, sin embargo el Consejo y el Colegio que corresponda al domicilio del interesado estarán facultados por ley para practicar las investigaciones necesarias para verificar los extremos del artículo antes citado, por lo que de desprenderse lo contrario, el  interesado deberá acreditar fehacientemente tales requisitos;

IV.- Haber asistido satisfactoriamente a los cursos para aspirante al ejercicio de la  función notarial que sean organizados por el Consejo y el Colegio que corresponda a su domicilio, por el periódico comprendido del día de la aprobación del examen de aspirante a la fecha de inscripción al examen de notario;

Si alguno de los cursos mencionados se realizan simultáneamente por el Consejo y el Colegio el interesado podrá optar por asistir al organizado por el Colegio que corresponda a su domicilio.

V.- No haber sido sancionado disciplinariamente por la Dirección cuando haya ejercido el cargo de notario suplente. Se excluyen de esas sanciones disciplinarias las amonestaciones y multas;

VI.- Inscribirse al examen de notario, según la convocatoria expedida en los  términos del artículo 59 de esta ley, y;

 VII.- Obtener el primer lugar en el examen de notario en los términos del artículo 61, rendir la protesta a que se refiere esta ley y cumplir con los demás requisitos que este ordenamiento exige para estar en posibilidades de ejercer la función notarial.

Artículo 61. Desarrollo del examen de notario. El examen de notario se regirá por las reglas siguientes:

JURADO

I.- El jurado estará integrado en los términos a que se refiere la fracción I del artículo 56 de esta ley.

TIPOS DE PRUEBA

   II.- El examen de notario se compone de dos pruebas, una práctica y otra teórica, las cuales se desarrollarán en un solo acto en el lugar y fecha que se señale en la convocatoria a que se refiere el artículo 59 de esta ley.

La prueba práctica no es pública, consistirá en la redacción de uno o varios instrumentos relacionados con temas notariales especializados, los cuales serán sorteados entre veinte, temas que serán seleccionados en sobres cerrados e irán sellados y formados por el Secretario de Gobierno del Estado o por quien esté designe y por el Presidente del Consejo o por un miembro del Consejo que aquel designe. 

Cada sustentante elegirá al azar un sobre mediante sorteo, en el cual se deberán tomar las medidas necesarias para garantizar que el mismo se desarrolle de manera clara y transparente, por lo que una vez practicado el mismo, el sustentante gozará de seis horas corridas para el desarrollo de la prueba práctica pudiendo auxiliarse de leyes y libros de consulta, sin que éstos sean de formularios, y, si así lo desea, podrá también apoyarse de un mecanógrafo que no sea Licenciado en Derecho, ni tenga estudios en la materia notarial.

La prueba práctica también consistirá en sustentar y razonar, en pliego por separado, el instrumento o instrumentos redactados, en particular, las alternativas de solución que tuvo en el caso planteado, las razones en pro y en contra de dichas alternativas, debiendo indicar los apoyos legales, jurisprudenciales y doctrinales del asunto.

Al concluirse la prueba práctica, los responsables de la vigilancia de la prueba recogerán los trabajos hechos; los colocarán en sobres que estarán cerrados, firmados por ellos y por el correspondiente sustentante, y los entregarán al jurado, para que acto seguido se pase a desarrollar la prueba teórica. Los sobres que contengan en su interior los exámenes deberán estar a la vista del jurado, los vigilantes de las pruebas y de los propios sustentantes.

La prueba teórica es pública, consistirá en examinar al sustentante con profundidad, formulando para ello preguntas relacionadas con los temas consignados en él o los instrumentos producto de la prueba práctica y, además, con relación a temas especializados vinculados con la actividad notarial, para poder apreciar en su conjunto la capacidad y la cultura jurídica del sustentante.

El jurado efectuará ordenadamente la prueba teórica mediante turno de réplicas, empezando por el notario de menor antigüedad y continuando en orden progresivo de antigüedad de los demás para terminar con la réplica del Presidente. Cada sinodal podrá además hacer en su turno las interpelaciones que considere convenientes.

El sustentante que no se presente al examen teórico se tendrá por desistido del examen de notario, pero ya no podrá desistirse de la prueba teórica pues de ser así, se le considerará como reprobado con calificación de 65 puntos.

Concluida la prueba teórica por el sustentante, inmediatamente después se procederá a abrir el sobre donde quedó depositado su prueba práctica para que aquél proceda a dar lectura de su trabajo al jurado, sin que pueda hacer aclaración enmienda o corrección.

VIGILANCIA DE LOS EXAMENES

III.- La vigilancia de la prueba práctica y teórica del examen de notario se integrará y desarrollará en los términos a que se refiere la fracción III de artículo 56 de esta ley.

CALIFICACIÓN DEL  EXAMEN

IV.- Los integrantes del jurado para emitir la calificación del examen, deberán  tomar en cuenta el criterio jurídico del sustentante, su preparación y la calidad de la resolución de las preguntas y del caso práctico, debiendo considerar especialmente el pliego de alternativas, las propuestas ofrecidas, la prudencia que demuestre y el conocimiento que el sustentante tenga del oficio notarial.  En todo caso el o los instrumentos materia de la prueba práctica deberán ser válidos jurídicamente.

Concluida la prueba teórica y terminada la lectura de la prueba práctica, acto seguido los integrantes del jurado a puerta cerrada, emitirán separadamente y por escrito, la calificación que cada uno de ellos otorgue a la pruebas, en la escala numérica del 0 al 100 y promediar los resultados. La suma de los promedios se dividirá entre 5 para obtener la calificación final, cuyo mínimo para aprobar será de setenta puntos.

El sustentante que obtenga una calificación inferior a setenta, pero no inferior a setenta y cinco puntos, tendrá derecho a presentar un examen tan pronto exista una nueva oposición, siempre y cuando tuviere satisfechos los requisitos señalados en el artículo 59 de esta ley.

El sustentante que  obtenga una calificación inferios a setenta y cinco puntos no podrá solicitar nuevo examen de notario si no pasado de un año a partir de su reprobación.

El sustentante que haya declinado con la prueba práctica antes de que concluya el término de seis horas, o bien, no se haya presentado al examen teórico, se le tendrá por desistido del examen de notario y tendrá derecho  a presentar un nuevo examen de notario tan pronto exista una convocatoria al respecto, siempre y cuando cumplan con los requisitos a que se refiere el artículo 60 de ésta ley.

El secretario levantará el acta correspondiente de la sesión que deberá ser firmada por los integrantes del jurado.

El presidente comunicará el resultado y pedirá al secretario de lectura al acta que se levantó con motivo del examen.

Además, el secretario de jurado comunicará a la Dirección y al Consejo, en una síntesis, la calificación razonada otorgada a cada sustentante, la cual será firmada por todos los miembros del jurado, en un plazo no mayos de cinco días hábiles a partir de la terminación del examen. En un lapso igual desde la recepción de la comunicación correspondiente, una y otros podrán hacer las observaciones que juzguen  convenientes para el perfeccionamiento permanente a los exámenes y, en su caso, llamar la atención sobre algún aspecto en concreto. Estas comunicaciones serán confidenciales entre el jurado y los informados, y no darán lugar a instancia medio de defensa alguno para el sustentante.

REVISIÓN DEL EXAMEN

V.- El sustentante tendrá derecho a solicitar la revisión de su examen práctico, siempre y cuando lo solicite al Consejo dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de haberse comunicado por el jurado la calificación del mismo. El sustentante deberá acompañar a la solicitud de revisión de examen, los argumentos jurídicos en los que basa su inconformidad.

La revisión del examen práctico estará a cargo de la comisión especial designada al efecto, la cual será en funciones permanentemente, quien deberá emitir su fallo en un plazo no mayor de ocho días hábiles siguientes a la recepción de la inconformidad, y su resolución será inapelable. El resultado de la revisión deberá estar fundado y motivado por la comisión. 

Para el caso de existir empate, los sustentantes que su ubiquen en esta hipótesis deberán presenta un nuevo examen de notario dentro de los ocho días siguientes a la fecha en que se comunicó el fallo de su examen. El nuevo examen se desarrollará en los términos de ésta disposición.

TRIUNFADOR DEL EXAMEN DE NOTARIO

VI.- Se hará triunfador del examen de notario quien haya obtenido la calificación aprobatoria más alta del examen, lo que le dará derecho arecibir la patente de notario para ocupar la notaría respectiva.

Artículo 62. Expedición de la patente de notario. El Ejecutivo del Estado expedirá la patente de notario a quien haya resultado triunfador en el examen de notario, la cual deberá extender en un plazo no mayor de treinta días naturales contados a partir de la fecha de aprobación del examen respectivo.

La patente de notario deberá ser publicada, a costa del interesado por una sola vez en el Periódico.

Quien reciba la patente de notario queda investido por el Estado de la fe pública para ejercer la función notarial en los términos de este ordenamiento y, una vez tomada la protesta respectiva, quedará colegiado obligatoriamente al Consejo y al Colegio de su distrito, toda vez que la colegiación es inherente al cargo de notario, e indispensable para ejercicio de la función notarial.

Artículo 63. Toma de protesta. Para la persona que haya obtenido la patente de notario se encuentre en posibilidades de ejercer la función notarial y pertenecer al Consejo y al Colegio de su Distrito, deberá rendir protesta ante el titular del Ejecutivo del Estado o ante quien este último designe dicha atribución el texto de protesta se practicará en los términos siguientes:

“Protesto ajustar el ejercicio de la función notarial a lo establecida por la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, y por todos aquellos principios y valores establecidos por la Constitución, las leyes y los principios generales de derecho aplicables a la actividad notarial. Igualmente protesto conducirme en mi desempeño profesional de manera ética, imparcial, objetiva, autónoma y equitativa, cuidando siempre el cumplimiento del buen derecho y de las formalidades más estrictas para el cumplimiento moral y jurídico de ésta función. La protesta que rindo la entiendo como la expresión de una alta responsabilidad y de la asunción a un deber impuesto por la moral y el derecho”.

Artículo 64. Otros requisitos para ejercer la función notarial. Para que el Notario del Estado pueda ejercer su profesión, debe:

I.- Establecer un oficio para el desempeño de su función dentro del Municipio asignado en la patente de notario;

II.- Iniciar el ejercicio de sus funciones en un plazo que no exceda de sesenta  días naturales contados a partir de la fecha en la que rinda su protesta, y dar aviso de ello a la Dirección, al Consejo, y al Colegio que le corresponda debiendo publicar, además, este aviso por una sola vez en el Periódico.  El aviso contendrá por lo menos la información siguiente: 

a) El numero oficial del inmueble que ocupe la notaría,  el número de la notaría, el nombre propio y apellido del notario;

b) El horario de trabajo de la notaría, días hábiles o, si prefiere, los inhábiles, teléfono y otros datos que permitan al público la adecuada comunicación con la notaría a su cargo;

c) La impresión de su sello de autorizar, su firma y antefirma, y

d) El día en el que inicia el ejercicio de la función notarial.

III.- Proveerse a su costa del sello de autorizar y de los folios de protocolo.

El sello de autorizar deberá ser elaborado en un taller o negocio especializado en la elaboración o fabricación de sellos de goma, que para tal efecto deberá estar autorizado por la Dirección.

Por lo que corresponde a los folios de protocolo, estos deberán ser adquiridos por el notario del Colegio al que pertenezca.

IV.- Registrar su sello de autorizar, su firma y antefirma en las siguientes dependencias del Estado: Tribunal Superior de Justicia, Secretaría de Gobierno, Dirección, Dirección Estatal de Registro Público de la Propiedad; también realizará el registro aludido en la presidencia municipal que corresponda a su domicilio en el Consejo y en el Colegio a 

la que pertenezca.

Las autoridades antes citadas podrán negar el registro del sello si éste no reúne las características fiscales previstas por esta ley, de suceder así, el sello respectivo deberá ser inutilizado para ser conservado por la Dirección.

V.- Otorgar una garantía para el ejercicio profesional de la función notarial que cubra los requisitos exigidos por las compañías aseguradoras en lo concerniente a “seguro de responsabilidad civil profesional para notarios”.

La cobertura del seguro aludido será, cuando menos:

- Responsabilidad civil por daños directos al patrimonio de sus clientes;

- Responsabilidad civil por pérdida o destrucción de documentos;

- Pago de gastos de defensa legal:

-Responsabilidad civil por daños que sufren terceros en las actividades que realiza el notario en cumplimiento de sus funciones, y 

Si es posible, las cantidades que deje de pagar por concepto de multas, responsabilidades administrativas, encuadernación de protocolos, desorganización y deterioro de éstos por negligencia.

El monto del seguro será determinado por el Consejo en el mes de diciembre de cada año.

Si el notario no cubre los requisitos que exija la compañía de seguros, deberán constituir o contratar una fianza con institución autorizada para ellos por el mismo monto del seguro para cubrir las responsabilidades antes citadas. En la fianza, el notario deberá renunciar a los beneficios de orden y excusión.

La garantía correspondiente deberá permanecer vigente y actualizarse en el mes de enero de cada año.

El notario deberá presentar manualmente la Dirección, el documento donde acredite la vigencia de la garantía y  de no ser así, su omisión será sancionada en los términos de ésta ley.

La garantía referida anteriormente solo estará afecta a las responsabilidades contraídas por el notario en el desempeño de su profesión.

TITULO III

Elementos materiales de la función notarial

Sello de autorizar y protocolo

CAPITULO I
El sello de autorizar

Artículo 65. Sello de autorizar y sus características. El sello de autorizar de la fe pública del Estado en los instrumentos notariales que autorice el notario. El sello legitima al notario para ejercer funciones públicas y desempeñar su poder autenticador.

- El sello de autorizar deberá reunir las características físicas siguientes:

a) Deberá ser de goma y fabricado bajo la técnica de fotopolímeros endurecidos bajo la luz;

b) Debe ser circular, con un diámetro de cuatro centímetros;

c) Debe, en su centro, reproducir el Escudo de Armas del Estado, y tener escrito dentro de su circunferencia el nombre y apellido del notario, el nombre del distrito al que pertenezca, el numero de la notaría y las palabras ‘ Estado de Coahuila’ . El número de la notará deberá expresare en números arábigos.

- El nombre propio y apellido del notario no deberán aparecer abreviados en el   sello de autorizar, si por cualquier circunstancia el nombre del notario no puede expresarse de manera completa en el sello podrá abreviarse previa autorización que conceda la dirección y siempre y cuando en el texto de cada  instrumento notarial se asiente o haga relación a la autorización concedida, y

d) Si lo estima conveniente el notario, el sello de autorizar podrá incluir un signo.

El sello de autorizar es de uso exclusivo del notario, personalísimo, solamente él, está legitimado para usarlo en el ejercicio de sus funciones. Al notario se le autoriza únicamente el uso de un sello de autorizar para ejercer su actividad.

Artículo 66. Lugar donde debe imprimirse el sello de autorizar. El sello de autorizar deberá imprimirse en el ángulo superior izquierdo del anverso de cada unos de los folios del protocolo; también deberá imprimirse en el mismo lugar en cada uno de los folios de los testimonios, de las copias certificadas y de las certificaciones que expida el notario.

El sello de autorizar también deberá imprimirse en la documentación citada en el párrafo anterior, al final del texto leyendo donde el notario certifique o haga constar su poder autenticador. El sello de autorizar siempre deberá de ir acompañado, en su caso, de la firma, o antefirma del notario.

El sello de autorizar del notario también deberá imprimirlo en toda aquella documentación relacionada a su actuación como notario y que tenga relación con algún instrumento notarial asentado en su protocolo, tales como: avisos, informes, constancias, liquidaciones de contribuciones etc.

Estos documentos también serán considerados como públicos y gozarán en consecuencia de los privilegios que la ley les confiere.

Artículo 67. Extravío y pérdida del sello de autorizar.  El notario que sufra extravío o pérdida de su sello de autorizar, inmediatamente después de que tenga conocimiento de ello lo hará saber al Ministro Publico de su adscripción, levantando acta circunstanciada del suceso; también deberá inmediatamente comunicarlo por escrito a la Dirección, Consejo y al Colegio al que pertenezca acompañando al aviso respectivo, el acta levantada en la representación social citada.

Hecho lo anterior; la Dirección otorgará al notario, lo antes posible, la autorización para que éste se provea a su costa de un nuevo sello de autorizar, en el cual deberá incluir dentro de sus características físicas un signo, señal o marca que sea visible en su impresión con el propósito de distinguirlo del anterior. El notario deberá registrar su nuevo sello en los términos de la fracción IV del artículo 64 de esta ley, y dará a conocer la impresión del mismo en el Periódico, indicando las causas que motivaron su reposición.

Si el sello extraviado aparece no podrá ser utilizado por el notario debiéndose remitir a la Dirección para su inutilización de los cuales se levantará acta que deberá estar firmada por el Director de la Dirección y por el Notario, o en su caso por quien este designe. El sello inutilizado quedará bajo la custodia de la Dirección citaba bajo su responsabilidad.

El notario que a sabiendas de que su sello se extravió o perdió y no lo notifique en los términos antes expuestos se hará responsable de daño y en su caso perjuicios que por su omisión ocasione a terceros.

Artículo 68. Deterioro o alteración del sello de autorizar. Cuando el sello de autorizar de un notario se deteriore y altere, este deberá dar aviso a la Dirección, para que le conceda la autorización de proveerse a su costa de un nuevo sello de autorizar sin necesidad de seguir el procedimiento a que se refiere el artículo anterior.

Cuando el notario tenga en su poder el nuevo sello de autorizar, deberá entregar a la Dirección aludida su anterior sello, a efecto de que se proceda a su recepción e inutilización, debiéndose levantar acta de ello, en la cual deberán aparecer las impresiones, del nuevo sello y del sello deteriorado o alterado antes y después de ser inutilizado. Dicha acta deberá estar firmada por el director de la Dirección y por el notario, o en su caso por quien éste designe.

El sello inutilizado quedará bajo la custodia de la Dirección citada bajo su responsabilidad.

El notario deberá registrar su nuevo sello de autorizar en los términos de la fracción IV del artículo 64 de ésta ley.

Artículo 69. Inutilización del sello de autorizar cuando éste se deje de utilizar definitivamente. En todos los casos en los que se deje de utilizar definitivamente un sello como son entre otros: muerte, renuncia, cesación definitiva del cargo de notario el sello de autorizar de que trate deberá entregarse a la Dirección para proceder a su inutilización, debiéndose levantar el acta correspondiente, la cual estará firmada por el director de la Dirección, el notario, o en su caso por el albacea de su sucesión o por el notario asociado o suplente.

CAPITULO II

El protocolo notarial

Artículo 70. Concepto de protocolo notarial. El protocolo notarial es el instrumento que el estado entrega al notario para ejercer su función notarial, tiene por finalidad constituir un sistema de matricidad con plenas garantías de legalidad y seguridad jurídica para conservar la perpetuidad  los actos y hechos jurídicos que pasan ante su fe. El protocolo es materia de la Garantía Institucional que ésta le reconoce en el Notariado, para beneficio de la sociedad.

El protocolo notarial en el Estado es de estilo abierto y se clasifica en ordinario y especial.

En el protocolo ordinario el notario asienta el grueso de la actividad notarial, lo constituye en conjunto de folios ordenados en forma numérica, cronológica y debidamente sellados en los que el notario, observando las formalidades establecidas en ésta ley, asiente y autorice las escrituras y actas pasadas ante su fe, salvo aquellas que correspondan al protocolo especial. También forman parte del protocolo ordinario sus respectivos apéndices.

El protocolo especial lo constituye el conjunto de folios ordenados numérica, cronológica y debidamente sellados en los que el notario, observando las formalidades establecidas en esta ley sintetiza con registro de número únicamente las escrituras y actas que expresamente señala éste ordenamiento, los cuales extiende y autoriza por separado; el cual, junto con su apéndice, constituye un sistema especial protocolario de la función notarial.

Los folios del protocolo constituyen la papelería oficial de notariado para ejercer su función notarial; con les excepciones establecidas para el protocolo especial.

Los folios del protocolo notarial serán encuadernables por el numero progresivo de instrumentos y de libros, en los términos de ésta ley.

Artículo 71. Asuntos que corresponden al protocolo especial. De manera limitativa, los actos y hechos que expresamente están reservados al protocolo especial, son los siguientes:

I.-   Notificaciones, interpelaciones, requerimientos y todas aquellas diligencias en las que el notario intervenga conforme a ésta y otras leyes;

II.-  Toda clase de hechos jurídicos o materiales positivos o negativos; estados y situaciones, sean lícitos o no, que guarden las personas, y cosas que pueden ser apreciados objetivamente y relacionados por el notario;

   III.- La tramitación de sucesiones testamentaria e intestamentarias y todos los procedimientos sin litigio o no contenciosos regulados por el Código Civil, Procesal Civil; Procesal Familiar y por la Ley Familiar.

IV.- La protocolización de documentos privados y la existencia de planos, fotografías y otros documentos;

V.- Declaraciones que hagan una o más personas respecto de hechos que les consten, sean propios o de quien solicite la diligencia;

VI.- La ratificación de contenido y el reconocimiento de firmas de convenios, contratos y actos jurídicos que la ley no exija, que consten en instrumento público pues de los contrario el notario no deberá ejercer la función a que se refiere esta fracción y;

   VII.- El cotejo de toda clase de documentos.

De los asuntos antes citados, únicamente se hará una síntesis de los folios del protocolo, identificando la misma con un número de registro, el cual se llevara de manera progresiva.

   La síntesis referida en el párrafo anterior deberá contener:

a) Para los asuntos previstos en las fracciones I, II, III, IV, V, y VI  de éste artículo, deberá indicar el nombre de los comparecientes, el carácter con el que comparecen, la naturaleza del acto o hecho del asunto, el número y fecha de registro bajo el cual quedo identificado y la firma y sello del notario.

b) Para los asuntos previstos en fracción VII de éste artículo, deberá indicar el nombre de la persona física o moral que solicite el servicio, el número de documentos exhibidos y el número de copias cotejadas de cada documento con inclusión de lo que se agrega a la apéndice; Además, él numero y fecha del registro bajo el cual quede identificado y la firma y sello del notario.

En un folio del protocolo si la síntesis de los asuntos lo permite podrán extenderse varias de ellas, por  lo que entre registro y registro se imprimirá una línea de tinta indeleble que abarque lo ancho del folio a fin de distinguir uno de otro.

   El texto completo de la actuación notarial, del cual se extendió síntesis y número de registro en los folios del protocolo se otorgara y realizara en los términos siguientes:

I.- En los asuntos contemplados en las fracciones I, II, III, IV y V de este numeral, se otorgaran y autorizaran en original y duplicado, en pliegos sueltos de papel común para que un tanto de ellos se agregue al apéndice del registro de que se trate, con sus respectivos anexos y con las firmas de las autorizadas, si la naturaleza del asunto así lo permite;

II.- En los asuntos contemplados en la fracción VI de este artículo, se otorgaran y autorizaran en original y duplicado, en pliegos sueltos de papel común, o bien, al calce de los documentos respecto de los cuales se solicita la intervención notarial; también en estos casos, la actuación del notario se otorgara por duplicado y en original para que un tanto de ellos, con sus respectivos anexos y con las firmas de los interesados, se agreguen al apéndice del registro de que se trate;  

III.- En los asuntos contemplados en la fracción VII de esta disposición, se otorgaran y autorizarán dentro del cuerpo del documento que se desee certificar, y cuando no exista espacio para levantar el acta respectiva, esta se extenderá en hoja común por separado y se unirá al documento para formar parte de él. Una copia autentica del documento cotejado se agregara al apéndice del registro de que se trate.

Esta ley reconoce que al quedar agregado al apéndice del registro de que se trate un tanto del documento donde se expreso y autorizo la función notarial, queda incorporado al sistema protocolar de la notaría.

En el acta o documento relativo que se expida o entregue a favor de los interesados se hará constar el número y la fecha del registro al que quedo sujeto, ya que sin este requisito, dicho documento no tendrá el carácter de público.   

Artículo 72. Propiedad del protocolo notarial. El protocolo notarial es propiedad del Estado, aunque el notario se lo provea a su costa para ejercer su profesión.

El notario es responsable administrativamente del la conservación y guarda del protocolo que obre en su poder, de su encuadernación y entrega a la Dirección en los términos establecidos por esta ley.

Artículo 73. Numeración progresiva y cronológica de los folios del  protocolo notarial. Los folios del protocolo notarial deberán ser numerados progresivamente, y en ese orden creciente serán utilizados. Esta numeración de folios se llevara de manera independiente en el protocolo ordinario y especial.

La numeración de los folios a que se refiere esta disposición estará a cargo del Colegio que provea los mismos al notario. 

Artículo 74. Provisión de folios. Los folios del protocolo notarial serán proveídos al notario por el Colegio al que pertenezca. La entrega de folios se llevara acabo por medios millares y su numeración estará a cargo de Colegio correspondiente. 

El Colegio realizara la numeración de los folios de manera particular para cada notaria, llevando un control de ella tanto para el protocolo ordinario como para el especial, de tal manera que la numeración de folios inicie con el uno y continúe progresivamente, independientemente de las entregas que se realice.

El diseño y características del folio del protocolo notarial serán las siguientes:

 I.- Tendrá las medidas oficiales de una hoja tamaño oficio, es decir, debe medir 21.5 cm de ancho, por 33.5 cm de largo; 

II.- Será de papel resistente y grueso, tipo legger con un peso no inferior a ochenta kilos, procurando incorporar a el los avances de la tecnología para dotar a ese material de las medidas de protección necesarias para evitar falsificaciones;

III.- Se utilizara dos colores en el papel uno para el folio del protocolo  ordinario y otro para el folio del protocolo especial;

IV.- En la parte superior del anverso de cada folio aparecerá impreso el nombre de: “Consejo de notarios del Estado de Coahuila”, bajo él, de izquierda a derecha, él número de la notaria, el escudo de armas del Estado y el nombre y logotipo del Colegio de que se trate;

V.- El número de folio asignado por el Colegio en los términos de este articulo, y 

VI.- No deberán aparecer impresas líneas que tengan como finalidad de terminar espacios utilizables para el contenido del texto, firmas, notas, etc.

Los folios del protocolo serán pagados por el notario al colegio al que pertenezca, quien al respecto procurara la máxima calidad de los insumos y el menor costo factible para beneficio de la sociedad.

Cuando por cualquier circunstancia algún Colegio no se encuentre en posibilidades de proveer a sus notarios de sus distritos lo folios del protocolo se podrán convenir con otro colegio para que sea este quien los provea. De ocurrir este supuesto, se deberá comunicar a la Dirección y al Consejo.

Artículo 75. Variación de las características de folio de protocolo. El Consejo, si lo considera conveniente, podrá variar las características del folio del protocolo notarial, procurando que estas sean adecuadas para su mejor impresión, conservación y fácil manejo, siempre y cuando sean uniformes para todos los Colegios y exista el consenso de todos aquellos.

De presentarse el supuesto previsto en el párrafo anterior no será necesario reformar el artículo que antecede ni contar con la autorización del ejecutivo del Estado. En este caso, el Consejo únicamente comunicara a la Dirección las nuevas características del folio del protocolo.

Artículo 76. Inutilización de los folios del protocolo notarial. Cuando por cualquier razón, uno o mas folios del protocolo notarial se inutilicen por una mala intención o por cualquier otra causa el notario no deberá destruirlo sino conservarlo y colocarlo al final del libro al que le corresponda ser parte, en estos casos el notario trazara, en estos folios una línea transversal por ambas para dejar constancia de su inutilización., o bien, incluir en el un sello que haga referencia al caso.

Artículo 77. Numeración progresiva y cronológica de los instrumentos que se asienten o registren en el protocolo notarial. Los instrumentos notariales que se asienten en el protocolo ordinario, o registren en el protocolo especial se ordenaran en forma sucesiva, cronológica y de manera ininterrumpida, es decir, no se suspenderá la numeración al concluir cada año, ni por la muerte, renuncia, o cesación definitiva del cargo del notario. Esta numeración se iniciara en los términos siguientes:

I.- Para notarias de nueva creación, la numeración iniciara con el primer instrumento y registro que su titular realice en el protocolo notaria;

II.- Para notarias que se encuentres vacantes al iniciar la vigencia de esta ley, la numeración iniciara con el primer instrumento y registro que su nuevo  titular realicen el protocolo notarial;

III.- Para notarias que queden vacantes después de la entrada en vigor de esta ley, la numeración de instrumentos y registros continuara con el numero siguiente al último asentado en el protocolo a cargo del anterior titular y 

IV.- Para las notarias que ya tienen titular al entrar en vigor este ordenamiento, la numeración iniciará el día uno de enero del año siguiente de la vigencia de esta ley, es decir, la numeración iniciara con el instrumento y registro partiendo del numero uno.

La numeración de que se refiere esta disposición se realizara de manera independiente para cada tipo de protocolo, y como se señalo aquella ininterrumpida, independientemente de quien sea el titular de la notaria. Este sistema también deberá ser observado para los notarios asociados o suplentes. 

La numeración aludida incluye a los instrumentos que tengan la mención de “no pasó” ya que estas forman parte del protocolo de la notaria.

Artículo 78. Certificación anual de inicio y cierre del protocolo notarial. Con el propósito de lograr un mejor control del protocolo notarial, el notario titular o suplente o asociado, practicará cada año una certificación de inicio y cierre en el protocolo ordinario y en el especial en los términos siguiente:

I.- La certificación de inicio se practicará el uno de enero de cada año, en ella se hará mención que a partir de esa fecha se asentaran o, en su caso, registrarán la síntesis de los instrumentos que pasen ante su fe durante ese año debiendo contener el numero de la notaria su Distrito y residencia y la firma y sello de quien emita la certificación.

Cuando se inicie una asociación de notarios o una suplencia, o cuando el notario titular reinicie en el ejercicio de sus funciones, o cuando se trate de un nuevo titular de la notaria, se deberá practicar la certificación de inicio aludida en la fecha en la que ocurran cualesquiera de esos supuestos, independientemente de que dicha certificación se halla otorgado con anterioridad por quien, en su momento, estaba legitimado para ello.

II.- La certificación de cierre se realizará el treinta y uno de diciembre de cada 

     año en ella se hará constar:

a) En el protocolo ordinario el número de instrumentos que se asentaron, mencionando cuántos de ellos pasaron, cuantos no pasaron cuantos estan pendientes de firma y de autorización; el  número total de folios que integran el protocolo de ese año, así como el número total de instrumentos del apéndice de cuántos libros se compone el volumen de ese año, debiendo contener dicha certificación el número de la notaria, su Distrito y residencia y la firma y sello de quien emita la certificación.

La certificación de cierre aludida no impide al notario recibir la firma que estén pendientes y autorizar los instrumentos que no lo estén, siempre y cuando se den en los términos y señalamientos previstos por esta ley.

b) En el protocolo especial el numero de registros que se asentaran, el número total de folios que integran el protocolo de ese año y de cuántos libros se compone el volumen, debiendo precisar el número de la notaria, su Distrito y residencia y la firma y sello de quien emita la certificación. 

La certificación de inicio y cierre se extenderá en folio del protocolo.

Articulo 79. La grafía y los espacios utilizables para el texto del instrumento.  Para asentar el contenido o la síntesis del instrumento notarial en los folios del protocolo se deberán utilizar procedimientos de escritura o impresión que sean firmes indelebles y legibles.

Al utilizar los avances de la tecnología en este campo el notario deberá cuidar que los medios a utilizar no lastimen la seguridad jurídica que deben brindar los principio de matricidad y de conservación protocolar propios del notario latino.

Los folios del protocolo deberán utilizarse en los siguientes términos:

I.- El tamaño de la letra que deberá de emplearse en el texto del instrumento o en la síntesis respectiva, será de doce puntos tipográficos y de cualquier estilo;

II.- Se respetará un margen izquierdo de diez caracteres y el derecho de tres de ellos, y el espacio que resulte entre ambos márgenes se utilizará en la  impresión del texto o síntesis del instrumento.

III.- La redacción será corrida, sin apartes, pero deberá señalar todo “punto y  a parte” o cualquier separación de párrafos mediante líneas corridas que  impidan agregado alguno o con doble guión tipográfico (--), a elección del notario.

IV.- No se escribirán más de cuarenta líneas por página, dejando una distancia entre una y otra, de espacio y medio.

En el protocolo ordinario, cuando se trate de transcripciones de documentos, éstos podrán realizarse a renglón seguido, por lo que en éste caso, como excepción, la página podrá exceder el número de líneas antes citadas.

Artículo 80. Lugar del folio donde debe iniciar la redacción de un instrumento. En el protocolo ordinario todo instrumento se iniciará al principio del anverso del folio, precisamente abajo del membrete del mismo, y si al concluir su redacción quedara espacio en blanco, éste se utilizará para las notas complementarias.

En el protocolo especial, en un folio podrán asentarse varias síntesis de asuntos, si el espacio lo permite, debiéndose asentar la primera de ellas al principio del anverso del folio, precisamente abajo del membrete del mismo y la siguiente se anotarán  en seguida del último registro y así sucesivamente.

Los folios del protocolo ordinario y especial serán utilizados por ambas caras.

Artículo 81. Lugar donde debe extenderse la autorización del instrumento. El notario otorgará la autorización de los instrumentos notariales de su autoría en los folios del protocolo ordinario, salvo en los casos reservados al protocolo especial, cuya autorización se otorgará en hojas distintas a las de su protocolo.

Artículo 82. Formación de libros con folios de protocolo. Para facilitar el control, guarda y conservación del protocolo notarial, los folios utilizados formarán libros que serán debidamente encuadernados.

Cada libro se integrará con cuatrocientos folios utilizados, la formación de éstos libros se llevará de manera independiente para el protocolo ordinario y especial, es decir, cada tipo de protocolo tendrá sus respectivos libros, y el conjunto del libros de cada protocolo que resulten en un año, formarán un volumen, el cual se identificará con el año de que se trate.

El conjunto de volúmenes que resulte de ambos protocolos constituirán  el archivo de la notaría.

El numero de folios para integrar un libro de protocolo podrá exceder, cuando el últimos instrumento que se requiera asentar o registrar, requiera para su impresión de mas folios que hagan exceder de esa cifra.

La encuadernación de los libros que ese formen en un año, deberán quedar encuadernados dentro de los tres meses siguientes a la fecha de la certificación de cierre por ésta ley.

La encuadernación de cada libro se hará en pasta entera y cubierta, de material de buena calidad, de color negro; en el lomo de cada libro se imprimirá con letra dorada, en la parte superior, el tipo de protocolo, número de la notaría, el Distrito a la que pertenezca y el nombre del notario; en la parte inferior, el número de libro, año, y el número de instrumentos que contenga. También la información antes citada deberá imprimirse en la cubierta del libro en su parte superior.

Artículo 83. Notas complementarias. En el protocolo ordinario, las notas complementarias son aquellas certificaciones relacionadas con el contenido del instrumento notarial, deben extenderse por lo general, en los folios del protocolo en el espacio utilizable que resulte después de autorizado el instrumento. Estas notas comprenden:

I.- La saca de testimonios, con expresión de si se trata de primero o ulterior, 

    para quien se expide y a que título; 

 II.-Las inscripciones registrables a las que haya quedado sujeto el instrumento, como pueden ser, entre otras, las de Registro Público de la Propiedad, el Registro de Comercio, el Registro Agrario Nacional, el Registro Nacional de Inversiones Extranjeras, etcétera;

III.- La revocación de poderes, mandatos, y autorizaciones que se realicen con  el instrumento, y

IV.- Cualquier otra anotación que debe hacerse por mandato judicial, por disposición de la ley, o conforme a la práctica notarial.

Cuando el espacio del folio en el que se termina el instrumento notarias no baste para realizar las notas complementarias, se hará constar en el espacio que reste del folio la razón de que las mismas se practicarán en hoja común por separado, la cual se agregará al apéndice del instrumento de que se trate.

El procedimiento previsto en el párrafo anterior será aplicable si al asentarse las notas complementarias en el folio del protocolo ya no quedare espacio para continuar asentando otras; en este caso se practicarán en los términos antes comentados. El notario deberá prever ésta circunstancia y dejar ex profeso una hoja común en blanco agregada al apéndice del instrumento respectivo, la cual llevará como encabezado: “notas complementarias”.

El protocolo especial no llevará notas complementarias.

Artículo 84. El apéndice del protocolo notarial. El apéndice es accesorio del protocolo, se constituye por todos aquellos documentos que se relacionan con el instrumento notarial, los cuales refuerzan los juicios de valor y la fe documental depositados por el notario en el documento de su autoría.

En el protocolo ordinario, no necesariamente todos los instrumentos tendrán apéndice; sin embargo, cuando si lo tenga, éste se identificará con una carátula que llevara como membrete, “apéndice del instrumento... del año….”. Y abajo del membrete se listarán por números, los documentos que lo forman. Esta carátula se extenderá en hoja común y será firmada y sellada por el notario.

La carátula aludida se podrá llevar de manera manuscrita o a máquina, o por cualquier otro medio de impresión, o bien, utilizando simultáneamente dos o más de ellos, y no será necesario que cada documento sea sellado, firmado o rubricado por el notario, ni tampoco se requerirá identificar cada uno de ellos con el numero de instrumento al que pertenezca.

Tratándose de expedientes que se protocolicen por mandamiento judicial y los que previamente estén encuadernados y que se agreguen al apéndice respectivo, se consideran como un solo documento,  al igual que los que por su conexidad deban considerarse como tales.

Las carátulas del apéndice y los documentos que las integren deberán quedar encuadernados en uno o varios libros con indicación del número del libro del protocolo notarial al que pertenezca. 

La encuadernación de los documentos aludidos se realizará en los plazos y señalamientos previstos en el artículo 82 de esta ley.

El contenido de esta disposición será aplicable, en lo que corresponda, a la integración y manejo del apéndice del protocolo  especial.

Artículo 85. Índice de instrumentos notariales. Por cada instrumento notarial que se asiente en los folios del protocolo ordinario, el Notario deberá elaborar un índice que contendrá la siguiente información.

I.- El número de instrumento al que pertenezca.

II.- La fecha de su otorgamiento;

III.- Los números de los folios en los que se asentó;

IV.- El nombre completo de la o las personas que intervinieron, ya sea física o 

       morales y, en este último caso, el nombre del representante o apoderado.

V.- La naturaleza del acto o hecho consignado en el instrumento, y

VI.- Cualquier otra información que a juicio del Notario considere asentar.

El índice únicamente será firmado y sellado por el notario, y se practicará por duplicado para que un tanto sea conservado por el Notario y el otro por la Dirección.

Este índice corresponderá a cada volumen de la Notaría, y el que corresponde a la Dirección, deberá remitirse en el mes de febrero siguiente a la finalización del volumen.

El índice a que se refiere esta disposición se practicará en papel común.

En el protocolo especial no se llevará índice de los asuntos que en él se practiquen.

Artículo 86. Índice alfabético. Independientemente del índice a que se refiere el artículo anterior, el Notario elaborará anualmente, por cada volumen del protocolo notarial, tanto ordinario como especial y de manera conjunta, un índice en orden alfabético de todos los comparecientes de los instrumentos del volumen de que se trate y estará relacionado con los instrumentos en los que hayan comparecido.

Este índice, en lo que corresponde a personas físicas, se comenzará con el primer apellido, luego el segundo -si lo hubiere- y por último el o los nombres propios. En los que respecta a personas morales, éstas quedaran registradas tal y como quedaron autorizadas por la Secretaria de Relaciones Exteriores o por la ley, incluyendo el tipo de persona moral al que pertenezca.

Los representantes o apoderados de las personas morales formarán parte del índice regulado en esta disposición.

Este índice se imprimirá en hoja común tamaño carta y será firmado y sellado por el notario, y un tanto de él se entregara a la Dirección en el mes de febrero siguiente a la finalización del volumen de que se trate.

Si el notario lo considera conveniente, el contenido de éste índice quedará en el medio electrónico que hubiese utilizado.

Artículo 87. Lugar donde debe conservase el protocolo notarial. El protocolo notarial estará bajo la guarda y conservación del notario durante diez años contados a partir de la certificación de cierre señala en el artículo 78 de ésta ley; transcurrido ese plazo dentro de los siguientes treinta días naturales el notario deberá entregar a la Dirección para su conservación definitiva el volumen de que se trate.

Mientras que protocolo notarial se encuentra bajo la responsabilidad de notario, deberá permanecer dentro de las instalaciones de la notaría y solamente podrá ser extraído de ella bajo la estricta responsabilidad del notario, en los casos siguientes:

I.- Para recabar firmas fuera de la notaría en los términos previstos en ésta ley;

II.- Para proceder a su encuadernación;

III.- Por razones de seguridad y 

IV.- En los demás casos expresamente permitidos por la ley.

El notario únicamente estará autorizado para ejercer la faculta de reproducción de copias que concuerden con la matriz del protocolo notarial, cuando éste se encuentre en su poder, pues de encontrares aquel en el archivo de la Dirección, la facultad de reproducción de copias le corresponderá al directos de esa dependencia.

Artículo 88.  Inspección de protocolo notarial. Cuando deba practicarse una inspección notarial en el protocolo notarial, ésta procederá siempre y cuando exista orden fundada y motivada de autoridad competente.

Si la tarea pericial se realizará en el protocolo notarial que se encuentra bajo el cuidado y la guarda del notario, la misma se desarrollará en las instalaciones de la notaría y en presencia del notario titular, suplente o asociado. Por ningún motivo se podrá desplazar de las instalaciones de la notaría el protocolo notarial.

Si la inspección pericial se llevara a cabo en el protocolo notarial que se encuentre en le archivo de la Dirección, la misma se desarrollara en las instalaciones de esa dependencia oficial y en presencia del Director de la oficina o ante quien éste delegue dicha atribución.

Artículo 89. Casos en los cuales se debe exhibir el protocolo. El protocolo notarial deberá ser exhibido en los siguientes supuestos:

I.- Por orden de juez competente;

II.- A requerimiento de quien estuviere interés legitimo en relación con los 

      respectivos documentos notariales. Se consideran interesados:

a) Los sujetos instrumentales y negociales, sus representantes o sucesores.

   b) En los actos de última voluntas únicamente el otorgante.

El notario podrá negar la exhibición del protocolo si no se le brindan las medidas de seguridad necesarias para evitar que el interesado pueda lastimar o hacer daño al protocolo notarial.

Artículo 90. Casos de extravío y pérdida del protocolo notarial. En caso de extravío o pérdida total o parcial de los folios del protocolo notario; sus libros o volúmenes, el notario o quien lo sustituya y sus funciones, deberá presentar la denuncia correspondiente en el Ministerio Público dentro de los tres días hábiles siguientes al que tenga conocimiento del suceso a efecto de que la autoridad ministerial inicie indagatoria que corresponda.

También de lo anterior dará cuenta el notario a la Dirección lo antes posible, a efecto de que tome las medidas convenientes del caso.

TITULO IV

El instrumento notarial

CAPITULO I

Generalidades

Artículo 91. Concepto. El instrumento notarial es el documento público autorizado por el notario dentro de los límites de su competencia y cumpliendo con las formalidades prescritas por ésta ley.

El instrumento notarial comprende: la escritura, el acta, y, en general, todo documento autorizado por el notario, bien sea original, en copia certificada, testimonio o certificaciones.

Artículo 92. Clases del instrumento notarial. El instrumento notarial se clasifica en:

I.- Documentos original o matrices que son: la escritura y el acta, y

II.- Documentos que implican traslado o extractos, es decir, aquellos que expide el notario en ejercicio de su función reproductiva como con: los testimonios, las copias certificadas y las certificaciones.

Todos los instrumentos notariales sin distinción alguna, tienen el carácter de público y en consecuencia gozan de los privilegios que la ley concede a éste tipo de documentos.

El instrumento notarial es el género, la escritura, el acta, el testimonio, la copia certificada y las certificaciones notariales constituyen la especie.

Artículo 93. Alcance legal del instrumento notarial. El instrumento notarial tiene el carácter de público, tiene, en una parte, alcance general y, en otra, un alcance parcial y específico. Dentro de los efectos generales se encuentra la autenticidad y su valor probatorio, y dentro de los alcances específicos entre otros comprende: el constitutivo, el traditorio, el ejecutivo, el de inscribibilidad, el prelativo y el perentorio.

Por lo tanto el instrumento notarial hará  prueba plena, por si mismo, de su contenido, de que los otorgantes manifestaron su voluntad de celebrar el acto consignado en el instrumento de que se trate, que hicieron las declaraciones que se narran como suyas, así como de la verdad y realidad de los hechos que el Notario dio fe tal como lo requirió y que conservó las formalidades prescritas por la ley.

Artículo 94. Nulidad del instrumento notarial. La nulidad de un instrumento o registro notarial solo podrá hacerse valer por vía acción y por la vía de excepción siempre que existan elementos claramente definitorios en contra que ameriten romper, como excepción debidamente comprobada, el principio de prueba plena.

CAPITULO II

La Escritura

Artículo 95. Concepto. Escritura es el instrumento público original autorizado por el notario, observando las formalidades establecidas por esta ley donde se recogen declaraciones de voluntad, los actos jurídicos implican otorgamiento de consentimiento, y los convenios y contrato de todas clases.

Artículo 96. Idioma en la redacción de las escrituras. Las escrituras, salvo los casos previstos por esta ley, deberán redactarse necesariamente en idioma español, empleando en ellos estilo claro, puro, preciso, sin frases ni término alguno oscuro ni ambiguo, observando de acuerdo con la ley, como reglas imprescindibles, la verdad en el concepto, la propiedad en el lenguaje y la severidad en la forma de acuerdo a las reglas de nuestra lengua.

El notario, en la redacción de las escrituras, podrá utilizar palabras en otro idioma distinto al español, siempre y cuando éstas sean generalmente usadas como términos de ciencia, arte o tecnología y estén aceptadas por nuestra academia de la lengua con la aclaración o nota pertinente. También quedan comprendidas en esta excepción los valores y frases reconocidas comúnmente por tratamiento, titulo del honor, expresiones de cortesía o respeto.

Artículo 97.  Letra clara, abreviaturas y testados. La redacción de la escritura se asentará con letra clara y sin abreviaturas excepto cuando:

I.- Conste en los documentos que se transcriben;

II.- Se trate de constancias de otros documentos;

III.- Sean signos o abreviaturas científicas o gramaticalmente admitidos con 

      sentido unívoco.

No se utilizarán guarismos para expresar el número de documentos matrices, el precio o monto de la operación, las cantidades entregadas, condiciones de pago y vencimiento de obligaciones. Los guarismos podrán utilizarse siempre y cuando las cantidades se expresen con letra.

Cuando en una escritura exista diferencia entre las palabras y los guarismos prevalecerán aquellas sobre estos.

El protocolo no deberá presentar raspaduras ni enmendaduras; cuando sea necesario hacer alguna corrección al texto de la escritura se testará el texto erróneo con una línea de tinta indeleble que permita su lectura y al final del texto de la lectura antes del especio destinado para las firmas de los otorgantes se salvarán mediante trascripción con indicación de que lo primero no vale y lo segundo si vale; los textos que deban ser entrelineados se salvará él los mismos términos antes citados.

Las correcciones y entrelineados no salvados se tendrán por no hechos.

Los blanco o huecos si los hubiere, se cubrirán con líneas de tinta indeleble antes de que la escritura se firme por los interesados.

Artículo 98. Autoría de la escritura. El notario redactará el instrumento público conforme a la voluntad común de los otorgantes la cuál deberá indagar, interpretar y adecuar al ordenamiento jurídico, e informará a aquellos del valor y alcance de su redacción.

Lo dispuesto al párrafo anterior se aplicará incluso en los casos que se pretenda un otorgamiento según minuta o con base a contrato – tipo, normativo o por adhesión, o la elevación  a escritura pública de un documento privado.

Sin mengua de su imparcialidad el notario insistirá en informar a una de las partes respecto de las cláusulas propuestas por la otra y prestará asistencia especial al otorgante necesitado de ello.

En el texto del documento el notario consignará, en su caso, que aquel ha sido redactado conforme a minuta o circunscribiéndose al formato o contrato –tipo, impuesto por una de las partes y, si lo constare, la parte de quien procede dicho documento y si el mismo obedece a condiciones generales de su contratación.

Artículo 99. Redacción del contenido de la escritura en otro idioma. Cuando lo soliciten los comparecientes, el texto del contenido de la escritura también podrá redactarse en un idioma distinto al español, en esta caso, el notario hará constar el texto respectivo, en idioma español y también en la lengua de que se trate a doble columna, para que simultáneamente pueda leerse y apreciarse a cuyo efecto deberá cancelar el espacio sobrante en la columna que resulte menor.

En la redacción del texto del contenido de la escritura en lengua distinta al español, se observará lo siguiente:

I.-La realizará el propio notario siempre y cuando entienda suficientemente el idioma en el que se solicite la traducción, debiendo declararlo así en el cuerpo del documento.

 II.- Cuando el notario no entienda suficientemente el idioma de que se trate se exigirá la asistencia de un perito traductor, que será designado por el notario de entre aquellos que ese encuentre habilitados por el Tribunal Superior de Justicia del Estado, debiendo relacionar en el cuerpo de la escritura el nombramiento del perito. En este caso, el perito traductor también hará a los comparecientes la traducción verbal en el texto redactado, declarando bajo su responsabilidad la conformidad que exista en el texto redactado en el español con el redactado en idioma extranjero. 

El perito traductor, antes de iniciar su actuación deberá rendir ante el notario su protesta de cumplir lealmente su cargo y deberá firmar la escritura respectiva.

Cuando el Tribunal superior de Justicia del Estado no tenga autorizado perito traductor en el idioma de que se trate el notario no estará obligado a redactar la escritura en ese idioma.

Cuando sea necesaria la redacción del texto de la escritura en más de un idioma extranjero, estas se irán de manera sucesiva, aclarándose en encabezado, el idioma de que se trate.

Cuando existan diferencias entre los textos redactados en idioma extranjero y español, prevalecerá lo escrito en idioma español.

Artículo 100. Trascripción de la escritura de documentos redactados en lengua extranjera. Cuando en una escritura sea necesario insertar o transcribir total o parcialmente algún documento redactado en otro idioma el contenido de este deberá ser traducido al idioma español, observándose para ello lo siguiente:

I.- La traducción podrá realizarse por el propio notario siempre y cuando este entienda suficientemente el idioma de que se trate, y así lo haga constar en el cuerpo de la lectura.

II.- Cuando el notario no entienda suficientemente el idioma de que se trate la traducción se practicará por un perito traductor que se encuentre habilitado por el Tribunal Superior de Justicia del Estado. La traducción podrá hacerse previamente al otorgamiento de la escritura, o bien, durante su otorgamiento, en éste último caso, la designación del perito estará a cargo del notario, debiendo aquel rendir protesta de cumplir lealmente su cargo. 

El perito firmará la escritura y en ella deberá quedar relacionado su nombramiento.

También el notario deberá observar, cuando proceda, antes de la transcripción de los documentos en comento, que los mismos se encuentren debidamente legalizados por la autoridad que le corresponda hacerlo.

Artículo 101. Otorgantes que no saben el idioma español. Cuando se trate de un extranjero que no entienda el idioma español, el notario autorizará la escritura si conoce suficientemente el de aquel  haciendo constar que le a traducido verbalmente su contenido y que su voluntad queda reflejada fielmente en el instrumento respectivo.

Cuando lo solicitare el otorgante extranjero el notario también podrá, en este caso, autorizar el documento a doble columna en ambos idiomas, en forma similar a la que se establece en el artículo 99 de esta ley; el extranjero podrá hacer uso de éste derecho aun en la hipótesis de que conozca perfectamente el idioma español.

Cuando el extranjero no conozca el idioma español y el notario a su vez no entienda el de aquel, el extranjero se hará acompañar de un interprete designado por él, quien hará protesta formal ante el notario de cumplir lealmente su cargo. La parte que conozca el idioma español podrá también llevar a otro intérprete para lo que a su derecho convenga.

El intérprete hará la traducción verbal y declarará bajo su responsabilidad en la escritura de que se trate, la conformidad que exista con el texto redactado en español. El intérprete deberá firmar la escritura y en ella deberá quedar relacionado su nombramiento.

Aun cuando el notario conozca el idioma del extranjero y éste no entienda el idioma español, el extranjero tendrá derecho de asistirse de un interprete elegido por él quien le deberá ajustar su actuación en términos  antes señalados.

Artículo 102 Otorgantes extranjeros que saben el idioma español. Cuando el compareciente extranjero conozca el idioma español, no será necesario que se asista de intérprete, debiendo dejar constancia el notario de esta situación en el cuerpo de la escritura.

Artículo 103.  Calificación de documentos extranjeros para el otorgamiento de la escritura. Cuando en la redacción de alguna escritura, el notario tenga que calificar documentos otorgados en un país extranjero, podrá exigir que se le acredite la legalidad de los mismos, la capacidad legal de los otorgantes y la observación de las formas y solemnidades establecidas en el país que se trate, recurriendo para ello a cualquiera de las tres fuentes de información siguientes:

I.-  Informes proporcionados por autoridades  pertenecientes al país donde se 

     emitieron los documentos;

II.- Informes emitidos por la representación diplomática mexicana acreditada en el país de que se trate, y

III.- Dictamen pericial a cargo de profesionales del derecho, siempre y cuando éstos se encuentren autorizados por la Ley para emitir estos informes periciales.

Artículo 104. Escritura de vigencia de leyes y el estatuto personal del otorgante con relación a ellas. Cuando el notario otorgue una escritura cuyo objeto sea acreditar en el extranjero la legislación vigente de México, y el estatuto personal del otorgante con relación al derecho, deberá observar lo siguiente:

I.- Contendrá la trascripción literal de las principales disposiciones legales pertinentes al caso;

II.- Los comentarios y doctrinas más relevantes, a juicio responsable del  notario, que graviten en torno el derecho cuestionado, y

III.- Finalmente se emitirá su valoración personal con relación al informe pericial en cuestión.

El otorgante firmará la escritura y el notario deberá cumplir con las reglas establecidas en este capítulo, en cuanto le sean compatibles.

Artículo 105. Escritura de protocolización de documentos públicos o privados. Cuando por disposición de la Ley se exija protocolizar ante notario, actos jurídicos consignados en documentos públicos o privados a efecto de elevarlos a escritura pública, independientemente de las declaraciones y manifestaciones que deban o quieran emitir los otorgantes sobre su autenticidad o contenido, la función del notario, con relación a los documentos en cuestión, se reduce a revisar la apariencia jurídica de validez de los mismos y a transcribirlos o insertarlos en el protocolo a su cargo.

Cuando la naturaleza del asunto lo permita, los originales de los documentos que se protocolicen se dejarán agregados al apéndice del protocolo, ya cuando no sea posible, bastará agregar a él copia certificada de ellos.

En las protocolizaciones de actas que se levanten con motivo de reuniones o asambleas, para acreditar su legal constitución y existencia, así como la validez y eficacia de los acuerdos respectivos, se observará cualquiera de los sistemas previstos en el artículo 109 de esta ley.

Los nombramientos, poderes y facultades que consten en actas levantadas con motivos de juntas, reuniones o asambleas legalmente celebradas por órganos de personas morales, comunidades o agrupaciones en general, tendrán  efectos jurídicos desde el momento en que sean protocolizadas, siempre que conste la rogación específica de quien haya sido designado delegado o comisionada para ello en la reunión de que se trate y se cumplan los requisitos específicos para la validez de la asamblea o la junta respectiva.

Tratándose de expedientes judiciales, éstos se protocolizarán cuando exista auto que lo ordene y siempre y cuando el notario tenga a la vista el original de los mismos, o bien, copia certificada de la Secretaría  del juzgado que corresponda.

Los instrumentos otorgados en el extranjero, una vez legalizados y traducidos en los términos señalados en los artículos anteriores, podrán protocolizarse a solicitud de parte interesada sin necesidad de orden judicial.

El notario en la protocolización de los documentos previstos en esta disposición, deberá certificar que  de los mismos no se desprenda indicio alguno de su falsedad.

Los actos jurídicos que deban, conforme a la Ley, ser protocolizados, una vez que se protocolicen los documentos que los consignen se les eleva a escrituras públicas, y se les dota de mayor seguridad jurídica al quedar incorporados al sistema protocolar de la notaría.

Artículo 106. Escritura de procedimientos sin litigio y de sucesiones testamentarias o intestamentarias. Los procedimientos sin litigio y las sucesiones mortis causa tanto testamentarias como intestamentarias, se transmitirán mediante escrituras; Las escrituras que se levanten con motivo tales diligencias, una vez que estas se concluyan, se procederán a su protocolización en los términos del artículo que antecede.

Las escrituras que se levanten con motivo de la tramitación de estos asuntos, corresponden al protocolo especial, y a la protocolización de ellas corresponde al protocolo ordinario.

Artículo 107. Otorgantes sordos, ciegos o que no saben firmar. Cuando algún otorgante sea sordo, ciego o que no sepa o pueda firmar el notario observará lo siguiente:

I.- Cuando el otorgante es sordo, pero sabe leer, deberá dar lectura al   contenido de la escritura; si no supiere o no pudiere hacerlo, designará a una persona que lo lea por él y le dé a conocer su contenido a efecto de que se imponga del texto de la escritura y de sus consecuencias legales, ya sea porque él le dio lectura, o bien porque la persona que designó se la leyó. La persona que designe el sordo para qué lea la escritura, o en su caso, el intérprete designado, deberán firmar la escritura además del propio interesado.

II.- Cuando el otorgante es ciego o no pueda o no sepa leer, se dará lectura al contenido de la escritura dos veces, una por el notario y otra por la persona que necesariamente designará el otorgante y que deberá firmar la escritura.  

III.- Cuando el otorgante no pudiere o no supiere firmar, imprimirá su huella digital, y, además, firmará por él la persona que para el caso designe. La huella digital que deberá imprimirse será la del dedo pulgar de la mano derecha, y si no la tuviere, será la mano izquierda, y si tampoco lo tuviere, se imprimirá la huella digital de cualquiera de los dedos de sus extremidades, debiendo el notario dar fe de esta circunstancia.

En caso de que el inhabilitado del supuesto anterior tuviese la capacidad de escribir sosteniendo la pluma con la boca o con el pie o los pies, entonces firmará de esa forma, y el notario dará fe de ello.

Artículo 108. Acrecimiento de la representación voluntaria de una persona física. Tratándose de la representación voluntaria de personas físicas, el notario sólo relacionará el instrumento que contenga el nombramiento de apoderado y relacionará las facultades que ostenta el compareciente y, si ésta fue delegada o sustituida, también deberá relacionar las facultades de quien sustituyó o delegó en todo o en parte el poder.

Conforme a esta disposición, el notario no está obligado a transcribir o insertar en la escritura de que se trate los documentos con los que se acredite la representación voluntaria, sin embargo el notario, si lo estima conveniente, podrá utilizar la trascripción o inserción de documentos.

El notario deberá expresar en el cuerpo de la escritura que el compareciente tiene capacidad legal suficiente para otorgar el acto o contrato de que se trate.

La fe depositada en la escritura con relación a los documentos y extremos citados anteriormente, no podrá ser destruida sino mediante prueba en contrario producida por quien objetare su exactitud.

Artículo 109. Acreditamiento de los antecedentes de una persona moral y el nombramiento de su representante o apoderado y el otorgamiento de sus facultades.  Cuando el notario tenga que acreditar en el cuerpo de una escritura la legal existencia de una persona moral, en su caso sus reformas, el nombramiento de sus representantes o apoderados, así como las facultades y poderes que éstos tienen conferidos podrán optar a su elección, por cualquiera de los sistemas siguientes:

SISTEMA DE RELACION DE DOCUMENTOS

I.- No será necesario que el notario realice transcripciones textuales de los  instrumentos públicos en los que se acredite la representación de las asociaciones civiles y de las sociedades civiles y mercantiles, siendo suficiente una relación sucinta del último instrumento en fecha que se le exhibe, que contenga lo siguiente:

a) La relación breve del instrumento de la constitución de la persona moral  o jurídica con su asiento registral, su denominación o razón social, domicilio, duración, su pacto de admisión o exclusión de extranjeros, una síntesis de su principal objeto social, su órgano de administración, las facultades y atribuciones de este y en su caso las de delegarlas y el nombramiento del funcionario o del órgano de administración que actúa.

b) En su caso, la relación breve del último instrumento en fecha, con su asiento registral, que contenga las principales reformas estatutarias que hubieren modificado los elementos esenciales de la persona moral o jurídica y, si las hubo, también los cambios en las facultades o atribuciones del órgano de administración o de sus funcionarios, no siendo necesario relacionar los aumentos o disminuciones de capital social, salvo que una ley expresamente lo exija, de ser así, bastará relacionar el último aumento o disminución de capital; y

c) También, en su caso, la relación breve de instrumento con su asiento registral que contenga el otorgamiento de las facultades de representación que ostenta quien comparece y la facultad de quien la delegó dicha representación. 

Cuando se trate de acreditar la representación de otras personas morales o jurídicas, distintas a las sociedades y asociaciones, así como en los casos de corporaciones, establecimientos no instituciones públicas y tratándose de organismos descentralizados, entidades paraestatales y fideicomisos de la Administración Pública Federal, Estatal y Municipal, el notario solo relacionará el instrumento público donde conste la Ley, el Decreto o la actuación que creó dicha entidad con personalidad jurídica y patrimonios propios, el nombramiento y las facultades de quien comparece a nombre y con la representación de está y, en su caso, del órgano que se las confirió y que está autorizado para delegarlos en todo o en parte a un tercero. 

Bajo este sistema de relación de documentos, no es necesario insertar o agregar al apéndice de la escritura de que se trate los documentos con los que se acreditan los extremos antes citados.

La fe depositada en la escritura con relación a los documentos y extremos aludidos, no podrá ser destruida sino mediante prueba en contrario  producida por quien objetaré su exactitud.

SISTEMA DE TRANSCRIPCION O INSERICION DE DOCUMENTOS

II.- Se transcribirán los antecedentes que sean necesarios a juicio responsable del notario para acreditar la legal constitución y existencia de la persona moral, en su caso, sus reformas, el nombramiento de sus representantes o apoderados, así como las facultades y poderes que estos tienen conferidos, de conformidad con su régimen legal y su estatuto vigente, según los documentos que los otorgantes le exhiban; sin embargo, si el notario no desea transcribir lo conducente de dichos documentos, podrá insertar o agregar los mismos al apéndice del protocolo y acompañarlos al testimonio de la escritura que este se trate. El notario también podrá acreditar dichos extremos  a través de transcripciones e inserciones.

Cuando se utilice el tema de trascripción  o inserción de documentos y de él exista duda u objeción por parte de terceros con relación a la acreditación de la legal constitución y existencia de la persona moral, sus reformas, el nombramiento y las facultades de los representantes legales o apoderados, aquella deberá referirse a la situación jurídica de fondo y no a la diferencia de criterios formales sobre la trascripción o inserción, ni a la errónea apreciación jurídica en que hubiere ocurrido el notario en su certificación. En este caso, la carga de la prueba corresponde a quien pretenda impugnar la validez de los actos contenidos en la escritura.

Independientemente del sistema que utilice el notario para acreditar los extremos a que se refiere esta disposición, este deberá expresar en el cuerpo de la escritura, que el compareciente tiene capacidad legal suficiente para otorgar el acto o contrato del que se trate.

El notario también podrá acreditar los extremos a que se refiera esta disposición utilizando los dos sistemas de acreditamiento antes citados. 

Artículo 110. Manifestación que debe emitir quien actúa en nombre y representación de otra persona.  Siempre que algún otorgante intervenga a nombre y representación de otro, deberá declarar en la escritura de sus facultades de representación subsisten tal y como consta en los documentos que exhibe a esa fecha al notario para su acreditamiento y que no tiene noticia de que dichas facultades le han sido revocadas, suspendidas, modificadas, ni limitadas en forma alguna; Así mismo, declarará el representante de la persona moral o jurídica que la personalidad de su representado no se ha extinguido y el de la persona física, que su representado vive, que es capaz y está legitimado para realizar él o los actos jurídicos que se consignan en la escritura respectiva.

Artículo 111. Otras reglas para el otorgamiento de la escritura. Independientemente de las reglas establecidas en los artículos que anteceden el notario, al otorgar una escritura deberá observar el siguiente:

I.- Expresará el proemio el lugar y fecha en que se asiente la escritura, su nombre y apellidos, el número de la notaria a su cargo, el acto o actos contenidos y el nombre de o de los otorgantes y de sus representados y demás comparecientes, en su caso;

II.- Indicará la hora en los casos en que la ley así le ordene y en cuanto a su juicio sea pertinente; 

III.- Consignará a los antecedentes y certificará haber tenido a la vista los documentos que se le hubieren presentado para la formación de la escritura;

IV.- Si se tratará de inmuebles examinará el título o los títulos respectivos; relacionará cuando menos el último título de propiedad del bien o del  derecho objeto del acto contenido en la escritura y citará los datos de su  inscripción en el registro Público o señalará en su caso, que dicha escritura aún no está registrada;

V.-   Los documentos exhibidos al notario para la satisfacción de requisitos administrativos y fiscales, deberán ser relacionados;

VI.- Si no le fuese exhibido el documento que contenga los antecedentes en original, el notario podrá imponerse por rogación de parte y bajo su responsabilidad y criterio notarial de la existencia de documentos o de asientos que obren en archivos y registros públicos o privados y que tutelen a su entender la certidumbre o apariencia jurídica necesarias para hacer la escritura. De ellos hará mención el instrumento;

VII.-  No deberá modificarse en una escritura la descripción de un inmueble, si por una modificación se le agrega una área que no le corresponda, conforme a sus antecedentes de propiedad, no deberá modificarse la descripción de la escritura. La adición podrá ser hecha si se funda en una relación o diligencia judicial, con una orden o constancia administrativa que provenga de autoridad competente. Por el contrario, cualquier error aritmético, material o de transacción conste en asientos o instrumentos registrales, sí podrá rectificarse mediante escritura, sin los requisitos señalados, teniéndose esto en cuenta para que el registro haga posteriormente la rectificación correspondiente en los términos del Código Civil en el asiento respectivo. En todo caso, el notario asentará expresamente él haber efectuado dicha rectificación por la rogación de parte, pudiendo expresar las evidencias que le indujeron a efectuarla.

VIII.- Al agregar al apéndice cualquier documento, expresará la letra o el número que le corresponda, o bien expresará que los agrega bajo el número que le corresponda, para que posteriormente en la carátula del apéndice de que se trate los identifique;

IX.- En los procedimientos sin litigio regulados por el Código Civil{el Código Procesal Civil y el Código Procesal Familiar, el notario se sujetará a lo previsto por las disposiciones de los ordenamientos antes citados en lo conducente y a las particulares de ésta ley.

En la tramitación de sucesiones testamentarias e intestamentaria, el notario recavará lo antes posible, los informes de las dependencias oficiales, correspondientes acerca de que si éstas tienen registrados a sus archivos testamentados otorgados por la persona de cuya sucesión se trate.

Las autoridades, al expedir el informe indicado, precisarán si tienen registrado o no, disposición testamentaria; en caso afirmativo, precisaran los datos del testamento. Las autoridades que emitan el informe en cuestión deberán hacer saber al notario si la información que rinde ya fue proporcionada con anterioridad a otra persona.

El notario deberá tomar muy en cuenta que su competencia para conocer de los asuntos antes citados cesará automáticamente cuando tuviere conocimiento de un hecho que implique una situación de litigio, o bien, un conflicto de intereses en los asuntos referidos;

X.- En caso de urgencia a juicio del notario los interesados podrán liberarlo expresamente en la escritura de tener a la vista alguno de los documentos de antecedentes;

XI.- Al citar un instrumento pasado ante otro notario, expresará en nombre de éste y el número de la notaria a la que corresponda el protocolo en que consta así como el número y fecha de instrumento de que se trate y, en su caso, su inscripción en el registro público;

XII.-  Redactará ordenadamente las declaraciones de los comparecientes, las que en todo caso se consideran hechas bajo protesta de decir verdad. El notario le enterará de las penas en que incurren quienes declaren con falsedad;

XIII.- Designará con precisión las cosas que sean objeto del acto, de tal modo que no puedan confundirse con otras, y si sé tratare de bienes inmuebles, determinará su naturaleza, ubicación, colindancias o linderos y, en cuanto fuere posible, sus dimensiones y extensión superficial;

XIV.- Determinará las renuncias de derecho que los otorgantes hagan válidamente conforme a su voluntad manifestada a las consecuencias del acto, y de palabra, subrayando su existencia, explicara a los otorgantes el sentido y efectos jurídicos de las mismas, cuidando proporcionar, en el caso de personas que recientemente hayan cumplido la mayoría de edad, o de cónyuges que por su situación pudieran requerirla, y en general, de grupos sociales vulnerables, una mayor explicación oral de sus términos y consecuencias, y respondiendo todo cuestionamiento al respecto;

XV.- Expresará el nombre y apellido paterno y matero, nacionalidad, fecha  y lugar de nacimiento, estado civil, ocupación y domicilio de los otorgantes y de sus representados en su caso. El domicilio se anotará con  mención de la población, el número exterior e interior, del inmueble, el nombre de la calle o de cualquier otro dato que precise la dirección hasta donde sea posible.

Solo que la mujer casada lo pida, se agregará a su nombre y apellidos el apellido o apellidos paternos del marido.

En el caso de extranjeros pondrá sus nombres y apellidos tal como aparece en la forma migratoria correspondiente, y si no lo tuviere, citara su nombre tal y como se expresa en el documento oficial emitido en su país.

La capacidad civil de los extranjeros se regirá por su ley nacional.

Respecto de cualquier otro compareciente el notario hará mención de los mismos generales.

Cuando se trate de menores de edad se hará constar necesariamente su edad exactamente, aclarándose esta circunstancia, si hubiere duda sobre ellos con el acta de nacimiento respectiva.

XVI.- Cuidará en todo momento la legalidad y legitimación de los actos que pasen ante su fe, ajustándolos estrictamente al marco Jurídico Mexicano;

XVII.- El notario hará contar bajo su fe que:

a) Conoce a los comparecientes precisando la manera en que se cerciora de su identidad que puede ser por cualquiera de los medios a que se refiere él articulo 113, y que tiene capacidad legal para efectuar el acto de que se trata;

b) Cualquier hecho o circunstancia que aprecie el notario en el otorgamiento de la escritura que a su juicio considere importante hacer constar;

c) Les leyó la escritura, así como a los testigos de conocimiento o interpretes si los hubiere, o que los comparecientes la leyeron por sí mismos;

d) Explicó a los comparecientes el valor y las consecuencias legales del contenido de la escritura;

e) Los comparecientes manifestaron su conformidad con la escritura y de que la firmaron. Para las personas que no sepan o no puedan firmar se estarán a lo dispuesto por él artículo 107 de esta ley.

Las escrituras se firmarán por los otorgantes y demás comparecientes únicamente al final de lo escrito, sin embargo esto no impide que la escritura se firme o antefirma por los interesados al margen de cada uno de los folios que componen el instrumento.

Antes de que la escritura sea firmada por el otorgante, estos podrán pedir que se hagan a ella las adiciones o variaciones que estimen convenientes en cuyo caso el notario asentará los cambios y hará constar que dio lectura y que explicó de proceder ello a su juicio, las consecuencias legales de dichos cambios. El notario cuidará, en estos supuestos, que entre la firma y la adición o variación, no queden espacios en blanco.

El notario hará contar en la certificación prevista en esta fracción, él numero de los folios de protocolo en los cuales quedo asentada la escritura.

Artículo 112. Firma y antefirma del notario y los otorgantes. Esta ley entiende por firma los trazos o rasgos numéricos con los que habitualmente el notario signa de manera completa; y por antefirma los trazos o rasgos manuscritos reducidos y habituales que el notario utiliza cuando hay multiplicidad de folios de un mismo documento.

Los requisitos anteriores serán aplicables para los otorgantes de los documentos notariales.

Al concluir la redacción de cualquier documento notarial, el notario firmará el mismo, y en cada uno de los folios que integre el documento deberá llevar la antefirma o firma del notario.

Cuando el otorgante firme o antefirme de puño y letra ante notario estos se tomaran como la firma o antefirma habitual del otorgante.

Artículo 113. Fe de conocimiento de los otorgantes. La fe de conocimiento de los otorgantes constituye un requisito esencial del instrumento notarial, para él cumplimento de esta disposición, el notario puede recurrir a cualquiera de los medios siguientes:

I.- El conocimiento personal que constituye la garantía de identidad del otorgante. Se entiende que el notario conoce al otorgante, cuando a adquirido la convicción racional de que es la persona que por su nombre y apellido se expresa en la escritura, es decir, le consta, a ciencia cierta y con anterioridad al otorgamiento de la escritura, la notoriedad de la identidad.

II.- En caso de que el otorgante no sea de su conocimiento personal hará constar su identidad con base a algún documento con fotografía emitido por autoridad mexicana, a satisfacción del notario, en el que deberá aparecer el nombre y apellidos del interesado. El notario podrá exigir al otorgante que le exhiba dos o más documentos oficiales para acreditar su 

  identidad.

Cuando se trate de un extranjero que no tuviere documento oficial mexicano con fotografía, se podrá acreditar su identidad con pasaporte, o bien, por certificación con fotografía que expida la representación diplomática de su país acreditada en México.

El notario deberá relacionar en el cuerpo de la escritura los principales datos de la o las identificaciones que se le exhiban, y dejara agregado  al apéndice del instrumento de que se trate, copia certificada de ellos.

III.- Cuando el otorgante no sea de su conocimiento personal y no le exhiba ningún documento oficial para acreditar, su identidad, esta podrá acreditarse mediante la declaración de dos testigos mayores de edad, a su vez identificados por el notario conforme alguna de las fracciones anteriores, quien deberá dejar constancia de ello en la escritura. Los testigos están obligados a asegurar la identidad del otorgante, por lo que el notario les hará saber las penas en que incurren las personas que falsamente declaren.

Artículo 114. Capacidad legal de los otorgantes. Para que el otorgante se considere con capacidad legal para contratar y obligarse, bastará que el notario no observe en él manifestaciones aparentes de incapacidad natural y que no tenga noticias de que está sujeto a incapacidad civil.

Para emitir el juicio de valor sobre la capacidad mental del otorgante, el notario no requiere ser perito medico.

Lo anterior admite prueba en contrario, la cual estará a cargo de quien pretenda desvirtuar este juicio de valor.

Artículo 115. Autorización de la escritura. Firmada la escritura por los otorgantes y por los testigos o intérpretes, en su caso, inmediatamente después el notario autorizara la escritura con su firma y sello.

El texto de la autorización de la escritura deberá decir “Hoy día... del mes... del año..., autorizo con mi firma y sello esta escritura, en la ciudad de…… Distrito de .…... Estado de Coahuila, México Doy fe.”

La autorización de la escritura significa que fueron satisfechos todos los requisitos que la ley exige para su otorgamiento, convirtiéndola en un documento público con todos los privilegios que ellos implica.

Cuando la escritura no sea firmada en el mismos acto por todos los comparecientes, el notario irá asentando solamente la razón de “ante mi” con su firma, a medida que sea firmada por los interesados, expresando la fecha en que se suscribe, y cuando todos los interesados la hayan firmado, procederá a su autorización. Lo anterior, con excepción de aquellos actos que por su naturaleza o por disposición de la ley, deberán ser firmados en un solo momento.

No obstante que la escritura se encuentre autorizada, el notario no deberá expedir el testimonio de ella hasta en tanto se hayan cumplido con todos los requisitos legales y se hayan enterado los impuestos que en su caso se ocasionen.

Articulo 116. Escrituras que debe tener la razón “no pasó”. Si quienes deben suscribir una escritura no se presentan a firmarla dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se extendió en el protocolo, el notario citará al calce de ella la razón de “no pasó”, priva al documento de cualquier valor probatorio.

Artículo 117. Autorización parcial de la escritura.  Si la escritura contuviere varios actos jurídicos y dentro del térmi que se establece en el articulo anterior se firmare por los otorgantes de uno o de vario de dichos actos y dejare de firmarse por los otorgantes de otro u otros actos, el notario autorizara a la escritura en lo concerniente a los actos cuyos otorgantes han firmado, e inmediatamente después pondrá la razón de “no pasó”, solo respecto al acto o actos no firmados. Lo anterior siempre y cuando los actos autorizados sean actos principales que no requieran para su existencia y validez de otro acto jurídico.

Artículo 118. Autorización y expedición del testimonio de la escritura por persona distinta a su autor.  Cuando se encuentre pendiente de autorización una escritura porque la misma no haya sido firmada por los interesados dentro del termino establecido por esta ley, y el notario ante quien se otorgó ha dejado de ejercer la función notarial, la autorización del instrumento estará a cargo del notario suplente o asociado, y en última instancia por el directo de la Dirección.

A quien le asista el derecho de autorizar la escritura deberá hacerlos si se firma por los interesados dentro de los términos establecidos por esta ley, y solamente podrá expedir el testimonio de la escritura hasta en tanto se justifique plenamente que se han cumplido con todos los requisitos legales y que se enteraron los impuestos que en su caso se ocasionen.

Artículo 119. Notificaciones derivadas de escrituras que contiene revocación de poderes.  Cuando se trate de revocación o de renuncia de poderes o de mandatos, o ello resulte de documentos que contengan acuerdos de órganos de personas o agrupaciones o de renuncias que les afecten a ellas y que el notario protocolizare, este procederá:

I.- Si el acto revocado o renunciado consta en el protocolo de la notaría a su cargo y la escritura esta aun bajo su guarda, tomara razón de ello en nota complementaria.

II.- Cuando el acto revocado o renunciado conste en el protocolo de otro notario del Estado,  lo comunicara por escrito a aquel,  para que dicho notario proceda  en los términos de la fracción anterior.

III.- Si el libro de protocolo de que se trate, sea de la notaria a su cargo o de otra del Estado, ya estuviere depositado en definitiva en la Dirección, la comunicación de la revocación o renuncia será hecha al titular de esa dependencia para que este haga la anotación complementaria indicada, y

IV.- Si el poder o mandato renunciado o revocado constare en protocolo fuera del Estado el notario solo hará ver al interesado la conveniencia de la anotación indicada y será a cargo de este último procurar dicho anotación.

Artículo 120. Caso de revocación o rescisión de la escritura. Se prohíbe al notario revocar, rescindir o modificar los actos jurídicos consignados en una escritura, por simple razón al margen no al calce de ella, salvo disposición  expresa de esta ley en sentido contrario.

Cuando sea necesario revocar, rescindir o modificar el o los actos jurídicos consignados en la escritura, se deberá extender un nuevo instrumento y de él se deberá hacer la comunicación en los términos del artículo anterior.

Articulo 121. Aviso del otorgamiento del testamento. Siempre que ante un notario se otorgue un testamento este dará aviso a la Dirección dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de su otorgamiento, expresando la fecha del instrumento, el nombre y demás generales del testador.

Cuando el testador exprese en su disposición testamentaria el nombre de su padre y madre o de cualesquier de ellos también proporcionara en el aviso citado esta información.

El alcance de esta disposición incluye a los testamentos siguientes: al público abierto, al público cerrado y al público simplificado.

CAPITULO III

El Acta

 Artículo 122. Concepto. Acta notarial es el instrumento público original en el que el notario, a solicitud de parte interesada relaciona, para hacer constar  bajo su fe, uno o varios hechos presenciados por él o que le consten y que sintetiza, otorga y autoriza en los términos previstos en él artículo 70 de esta ley.

Las disposiciones de esta ley relativas a las escrituras,  serán aplicadas a  las actas en cuanto sean compatibles con la naturaleza de esta o de los hechos materiales de las mismas.

Artículo 123. Hechos que son materia de las actas notariales. En los hechos por los que el notario debe asentar una acta, se encuentran lo siguientes:

I.- Notificaciones, interpelaciones, requerimientos y todas aquellas diligencias en las que el notario intervenga conforme a esta y otras leyes;

II.- Toda clase de hechos jurídicos o materiales positivos o negativos estado y situaciones, sean lícitas o no, que guardan las personas y cosas que puedan ser apreciadas objetivamente y relacionados con el notario;

III.- La protocolización de documentos privados y la existencia de planos fotografías y otros documentos;

IV.- Declaraciones que hagan una o más personas respecto de hechos que les consten, sean propias o de quien solicite la diligencia;

V.- La ratificación del contenido y el reconocimiento de firmas del convenio, contratos y actos jurídicos que la ley no exige que consten en el instrumento público, pues de lo contrario, el notario no deberá ejercer la función a que se refiere esta fracción, y

VI.- El cotejo de toda clase de documentos.

Los hechos señalados en esta disposición son materia del protocolo especial de la notaría.

Artículo 124. Hechos relacionados entre si en diversos lugares y momentos y plazo para redactar el acta. Cuando se solicite el notario que da fe de varios hechos relacionados entre si que tengan lugar en diversos sitios o momentos, el notario los podrá presentar en una sola acta una vez que todos se hayan realizado o bien, asentarlos en dos o más actas correlacionándolas.

En todos los casos señalados en el artículo anterior, el acta podrá ser levantada por el notario en las oficinas en la notaría a su cargo, dentro de los dos días siguientes a ellos siempre y cuando con esta dilación no perjudique los derechos de los interesados o se violen disposiciones legales de orden público.

Artículo 125. Identificación del notario como tal, previamente al desarrollo de la diligencia. Para la práctica de cualquier diligencia de las previstas en el artículo 123 de esta ley, cuando si proceda por naturaleza de la misma, el notario deberá identificarse previamente con la persona con quien la entienda y hará saber a esta el motivo de su presencia en el lugar así como el derecho a no responder o de contestar; en este ultimo supuesto se harán constar en el acta correspondiente las manifestaciones que se hicieren.

Cuando la naturaleza del hecho lo amerite, el notario practicara la diligencia de que se trate sin la concurrencia del solicitante cuando por su objeto no fuere necesario.

Artículo 126. Firma de los comparecientes en el acta notarial. Las actas que el notario levante con motivo de los hechos a que se refieren las fracciones II,V, y VI del artículo 123, serán firmados por quien solicite la intervención del notario y demás comparecientes. En los supuestos previstos en las demás fracciones del mismo artículo, el notario podrá autorizar el acta levantada sin necesidad de firma alguna.

Artículo 127. Actas de notificación y requerimiento.  Las actas de notificación y requerimiento que se levanten con motivo de las diligencias previstas en el artículo 123 de esta ley, el notario deberá observar lo siguiente:

I.- Bastará manifestar el nombre y apellidos que manifieste tener la persona con quien se realice la actuación del notario fuera de las oficinas de la notaría a su cargo, sin necesidad de las demás generales de dicha persona; la negativa de esta a proporcionar su nombre, apellidos o a identificarse, no impedirá esa actuación.

II.- Cuando a la primera búsqueda en el domicilio que le fue señalado por el solicitante de la notificación como del destinatario de la misma, el notario no encuentre al destinatario pero cerciorado de ser ese efectivamente su domicilio, en el mismo acto podrá practicar la notificación mediante instructivo que entregue a la persona que se encuentre en el lugar o preste sus servicios para el edifico o conjunto del que forme parte del inmueble, en su caso;

III.- Si la notificación no puede practicarse en los términos de la fracción que precede pero cerciorado de que a quien busca tiene su domicilio en el lugar señalado, el notario podrá practicar la notificación mediante la fijación del instructivo correspondiente en la puerta u otro lugar visible del domicilio del destinatario o bien depositando, de ser posible, el instructivo en el interior del inmueble indicado, por cualquier acceso.

IV.- Si al ser requerido el notario para practicar una notificación, el solicitante de la misma le instruye expresamente que la lleve a cabo en el domicilio que al efecto le señale como del notificado, no obstante que al momento de la actuación se le informe al notario de lo contrario, este, sin su responsabilidad y bajo del solicitante practicará el procedimiento  formal de notificación que esta ley regula realizándola en el dicho lugar en los términos de las fracciones anteriores.

V.- En los supuestos a que se refieren las tres fracciones anteriores, el notario hará constar en el acta la forma y términos en que notificó y en  todo caso, el instructivo contendrá una relación del objeto de la notificación.

VI.- Hará saber al destinatario de la diligencia efectuada, su derecho a firmar el acta que se levante como motivo de la misma si no lo quiere  hacer, el notario autorizara la misma y hará constar esta circunstancia; y si desea firmar la misma lo exhortará a que acuda a su notaría dentro de los diez días hábiles siguientes de la diligencia para conocer el contenido de ésta conformarse con ella y firmarla, y si no se conformara con ella y no la quisiera firmar el notario hará constar esta circunstancia y procederá a autorizar el acta respectiva.

En las actas de notificación el notario hará constar las manifestaciones que los destinatarios de ellas realicen durante el desarrollo de las mismas.

Artículo 128. Acto de remisión de documentos por correo oficial o mensajería privada. El envío de cartas u otros documentos por correo oficial o mensajería privada debidamente autorizada deberá hacerse constar mediante acta, que solamente acreditara el contenido de la carta o documento, la fecha de la entrega a la oficina correspondiente y la expedición del resguardo de imposición como certificado de la recepción por el notario del aviso del recibo.

El notario únicamente esta obligado a comprobar que el contenido de la carta o del documento no es contrario a la ley, al orden publico o a las buenas costumbres.

En la carta o documentos remitidos quedará siempre constancia de la intervención notarial.

Artículo 129. Acta de cotejo de documentos.  El notario realizara el cotejo del documento contra el original o copia certificada; la copia a certificar podrá ser: fotocopia, fotostática. Heliografía, mecanografiada, manuscrita o por cualquier medio que permita su integridad y legibilidad.

La copia cotejada deberá contener los requisitos siguientes:

I.- El sello de autorizar impreso de cada hoja de la copia cotejada:

II.- La firma o antefirma del notario en cada hoja de la copia;

III.- La certificación del notario en la que haga constar que la copia es fiel reproducción de su original o de copia certificada, según el caso, y el número y fecha del registro del cotejo asignada en el protocolo especial, y

IV.- La autorización de la certificación puesta por el notario con su firma y sello.

El notario queda facultado para realizar el cotejo de documentos en idioma extranjero sin necesidad de que estos se encuentren legalizados y traducidos al español.

Los testimonios notariales serán considerados como originales para los efectos del cotejo de documentos.

Cuando se trate de expedientes judiciales que se encuentren bajo la custodia de la propia autoridad responsable, el notario no deberá cotejar los mismos, salvo que de aquellos que la autoridad competente expida tal o parcialmente, copia certificadas; en este caso, el notario realizara el cotejo correspondiente a petición de cualquier interesado, con la copia certificada.

También el notario podrá practicar el cotejo citado cuando los expedientes judiciales hayan sido remitidos a su notaría para su protocolización, siempre y cuando se encuentren en su poder y se solicite por quien justifique tener interés jurídico en el asunto.

Artículo 130. Acta de protocolización de documentos privados. Cuando los interesados soliciten al notario la protocolización de documentos privados, que por disposición de la ley no requieren ser protocolizados a efecto de elevarlos a escritura pública, tendrá como finalidad únicamente acreditar su existencia, conservar el documento bajo el sistema de matricidad de la notaria para evitar su extravío, y dar autenticidad a su fecha.

Los documentos protocolizados al amparo de esta disposición  continuaran teniendo naturaleza de forma privada, es decir, no se convertirán por el hecho de la protocolización también se le conocerá con el nombre de: documentos protocolados.

El notario no deberá protocolizar documentos cuyo contenido sean contrarios a la ley o a las buenas costumbres; tampoco deberá hacerlos cuando el documento contenga algún acto que, conforme a la ley, deba otorgarse en escritura pública.

La protocolización del documento podrá realizarse de manera total o parcial, y el original del mismo se dejará al apéndice correspondiente.

Artículo 131. Acta de ratificación del contenido y reconocimiento de firmas o huellas digitales. Cuando se trate de la ratificación del contenido y el reconocimiento de firmas o huellas digitales puestas en documentos privados, el notario hará constar lo sucedido al respecto ante el así como la identidad de los compareciente, capacidad, y en su caso, la acreditación de la legal existencia de la persona mora y la representación de quien comparezca en su nombre y representación.

La ratificación del contenido y el reconocimiento de firmas o huellas digitales, podrá también practicarse en documentos redactados en idioma distinto al español, sin necesidad de traducción y sin  responsabilidad para el notario.

Al notario le queda prohibido ratificar el contenido y el reconocimiento de firmas o huellas digitales de documentos que consignen acto o actos jurídicos que conforme a la ley deban constar par su validez en escritura pública.

Cuando se trate de la ratificación del contenido y el reconocimiento de firmas de contratos privados de compraventa celebrados en los términos de los artículos 2728, 2729, 2730 y 2731 del Código Civil, el notario deberá solicitar a los interesados le exhiban el certificado de libertad de gravamen y el avaluó catastral del o de los inmuebles materia de los contratos a ratificar, de lo cual deberá hacer mención en el acta respectiva y exhortara, a los comparecientes de la obligación, de enterar a las autoridades que correspondan los impuestos que para el caso se generen.

También los interesados podrán firmar en presencia del notario el tipo de documentos a que se refiere esta disposición a efecto de que él certifique tal circunstancia y que estén conformes con su contenido y consecuencias jurídicas en el acta que se levante al respecto no será necesario que en ella aparezcan la o las firmas de los interesados, en virtud de que la o las mismas se estamparon en presencia del notario quien dio fe de ello.

El notario no será responsable de la legalidad y la legitimación de los actos jurídicos que consigne los documentos ratificados al amparo de esta disposición en virtud de que los mismos no se otorguen ante él, y, en consecuencia tampoco asumirá responsabilidad alguna por cuestiones fiscales que se deriven de dichos actos. Atento a lo anterior, el notario no estará obligado a explicar a los interesados el valor y el alcance legal de los actos jurídicos consignados en el documento de que se trate.

Artículo 132. Acta de presencia y comprobación.  A requerimiento de quien invoque interés legítimo el notario podrá autenticar hechos que presencie o cosas que perciba, comprobar su estado, su existencia y la de personas. Las actas que tuvieren por objeto comprobar la entrega de documentos, efectos, dinero u otras cosas y cualquier requerimiento, así como los ofrecimientos de pago deberán contener, en lo pertinente, la trascripción o individualización inequívoca del documento entregado, la descripción completa de la cosa, la naturaleza y características de los efectos, los términos de requerimiento y, en su caso, la contestación del requerido. Se podrá dejar constancia de las declaraciones y juicios que emitan peritos profesionales y otros concurrentes, sobre la naturaleza, características, origen y consecuencias de hechos comprobados. Sera suficiente que tales personas se identifiquen mediante la exhibición de documentos expedidos por autoridad competente.

Artículo 132. Acta de protesta de documentos.  Las disposiciones de esta capitulo serán aplicables a las actas que se levanten con motivo de protesta de documentos, siempre y cuando no se opongan a las contenidas en la legislación especial sobre la materia.

Artículo 134. Acto de notoriedad.  La comprobación y fijación de hechos notorios podrá efectuarse cuando las disposiciones legales expresamente lo autorizaren con los alcances y efectos que ellas determinaren. Las actas se realizaran con sucesión al siguiente procedimiento:

a) En el acta inicial, el interesado expresara los hechos cuya notoriedad pretendiere acreditar y los motivos que tuviere para ello; hará referencia a los documentos y a todo antecedente o elemento de juicio  que estimare pertinente para tal efecto. En su caso, mencionara las personas que declara como testigos. En actas posteriores podrá Ampliar la información.

b) Si, a juicio del notario, el requirente tiene interés legítimo, y los hechos por no ser materia de competencia jurisdiccional, son susceptibles de una declaración de notoriedad, así lo hará conocer y dará por iniciado el procedimiento.

c) El notario examinara los documentos ofrecido y podrá practicar las pruebas y diligencias que, a su juicio, fueren conducentes al propósito del requerimiento, de todo lo cual dará constancia en el acta.

d) Finalmente si a su criterio, los hechos hubieren sido acreditados así lo expresara en el acta, previa evolución de todos los elementos, de juicio que hubiere tenido a su disposición. En caso contrario, se limitara a dejar constancia de lo actuado.

Artículo 135. Continuación y conclusión del acta notarial. Aunque el requirente original deje de tener interés en los hechos para cuya constancia solicitó la intervención del notario, y hacer constar los mismos, si otros interesados presente en ese momento se le solicita expresamente, y le cubre o acuerdan previamente, el pago de los honorarios correspondientes.

CAPITULO IV

Reproducción extractos de documentos matrices

a) Testimonios 

Artículo 136. Concepto. Testimonio es un instrumento público notarial que contiene la reproducción de una escritura o acta que obra en el protocolo ordinario, autorizado por notario competente con las formalidades de esta ley.

El testimonio deberá estar integrado con los documentos que formen el apéndice del instrumento de que se trate, salvo aquellos que ya hayan sido transcritos literalmente o en lo conducente en el cuerpo del instrumento. Los documentos del apéndice podrán transcribirse en el testimonio, o bien, acompañarlos al mismo por incorporación.

Los documentos del apéndice que tengan por finalidad acreditar el cumplimiento de requerimientos fiscales o meramente administrativo no será necesario integrarlos al testimonio respectivo, salvo que el notario determine lo contrario.

Artículo 137. Expedición del testimonio. El notario expedirá el testimonio de la escritura de que se trate, cuando se hayan cumplido con todos los requisitos legales del caso y se hayan enterado los impuestos que generen el o los actos jurídicos consignados en ella.

Artículo 138. Expedición parcial del testimonio. El testimonio podrá expedirse, a petición de parte interesada de manera parcial, siempre y cuando la ley no le prohíba y la naturaleza del asunto así lo permita. En este caso, el notario deberá hacer constar bajo su responsabilidad que la parte del texto no testimoniada no altera, desvirtúa o, de algún modo, modifica o condiciona lo que sea objeto de testimonio.

Artículo 139. Competencia para expedir el testimonio. Solo el notario, en cuyo poder se encuentre legalmente el protocolo, estará facultado para expedir el testimonio correspondiente. El notario suplente y el notario asociado también tienen la facultad antes citada.

Cuando el protocolo se encuentre en poder de la Dirección, la faculta de expedir el testimonio le corresponderá al director de esa dependencia.

Artículo 140. Quienes tienen derecho a obtener el testimonio. Solamente los otorgantes del instrumento, los beneficiarios en el mismo, y, en su caso, los sucesores o causahabientes de aquellos tendrán derecho a que se les expida el testimonio de que se trate.

La expedición de testimonios a las personas antes citadas no requerirá autorización judicial independientemente de que aquellos correspondan al primero o ulteriores testimonios.

Cuando en un instrumento existan varios otorgantes, todos ellos tendrán derecho al primer o ulterior testimonio y, cuando lo soliciten, el notario deberá expedirles los testimonios correspondientes mediante la siguiente razón: “es primer testimonio, (primero o segundo según sea el caso) en su serie que se expide para usos de…....”

Cuando los otorgantes no soliciten la expedición del testimonio en los términos antes citados, el notario expedirá el mismo a favor de todos ellos.

En vida del testador, solamente este, o a través de su apoderado podrá solicitar y obtener el testimonio de su disposición testamentaria. Al fallecimiento del testador  los causahabientes de este, herederos, legatarios y albaceas, indistintamente podrán solicitar y obtener el testimonio del testamento.

Cuando la autoridad Judicial solicite al notario la expedición de un testimonio en particular este deberá expedirlo en los términos solicitados siempre y cuando exista orden fundad y motivada.

El notario podrá negar la expedición del testimonio  si no se le cubren previamente los honorarios y gastos que al respecto se causan.

Artículo 141. Tamaño de la hoja, grafía y espacios utilizables en la redacción del testimonio. El testimonio deberá expedirse en hoja blanca de buena calidad, tamaño oficio, en la que deberá aparecer en su parte superior y por el anverso de cada hoja el nombre del notario, el número de la notaría, su domicilio y el teléfono de la oficina. El notario, si lo considera conveniente podrá influir dentro de la plana de la hoja, el logotipo de su despacho.

En la redacción del texto del testimonio se observarán las reglas señaladas en el artículo 79 de esta ley.

En cada una de las hojas que componen el testimonio deberá aparecer impreso el sello de autorizar y la firma o antefirma del notario en la parte superior izquierda del anverso de cada hoja.

El testimonio no deberá presentar tachaduras, testaduras, entrerrenglonaduras o enmendaduras, toda vez que aquel deba expedirse con plena limpieza y legibilidad.

Las testaduras y entrelineados realizados a la escritura matriz y que hayan sido debidamente salvadas, así como lo vocablos o textos que tengan la indicación de: “no valen”, no se reproducirán en el testimonio, es decir, el texto de la escritura se reproducirá como si aquellas no existieran.

Artículo 142. Medidas de seguridad en la expedición del testimonio. El consejo, en coordinación con los Colegios, dotarán al documento donde se consigne la reproducción de la escritura, de medidas de seguridad con el fin de evitar falsificaciones y poder identificar individualmente a cada notario. Estas medidas pueden ser: quinegramas, tintas especiales, papel seguridad, impresiones ilegibles a simple vista, filgiramas, hilos de seguridad, etc., o combinaciones de algunas de ellas.

Las medidas adoptadas por el Consejo serán de observación obligatoria para los notarios del Estado.

Cada notario en lo particular podrá optar además de la obligatoria por el Consejo por otras medidas de seguridad que considere conveniente.

Artículo 143. Autorización del testimonio.  En la autorización del testimonio el notario deberá asentar una razón que reúna como mínimo los requisitos siguientes:

I.- El numero de testimonio que le corresponda, es decir, si se trata del primero, segundo o ulterior;

II.- El nombre de la persona física o moral en cuyo favor se expida y a que  titulo;

III.- El número de hojas de las que se compone el testimonio;

IV.- La razón de que fue cotejado y de que concuerda fielmente con su original;

V.- Lugar y fecha de su expedición y

VI.- El sello y firma del notario.

Artículo 144. Inscripción del testimonio en el registro.  Los testimonios que expida el notario cuando sean inscribibles, deberá registrarlos en el registro que corresponda, siempre y cuando la parte interesada así lo solicite, y le pague previamente los gastos y honorarios que se generen por ese trámite, y, desde luego le hagan entrega oportuna del importe de los derechos correspondientes

b) Copia certificadas

Artículo 145. Concepto. Copia certificada es un instrumento público notarial  que contiene la reproducción total o parcial de una escritura o acta, así como de sus respectivos documentos del apéndice o solo de estos o de alguno o algunos de estos, que el notario expedirá solo para lo siguiente:

I.- Acompañar declaraciones, manifestaciones o avisos de carácter administrativo o fiscal, si las leyes o reglamentos aplicables disponen que con ellos se exhiban copias certificadas o autorizadas así como para obtener la inscripción de escrituras en los Registros Públicos o en cualquier otro caso en los que su presentación sea obligatoria.

II.- Acompañar informes solicitados por autoridad legalmente facultada para requerirlos con relación a alguna escritura o acta.

III.- Remitirlas a la autoridad judicial que ordene dicha expedición.

IV.- Entre la fracción que la solicite, la reproducción de alguno o algunos de  los documentos que obren en el apéndice, tanto del protocolo ordinario como en el especial.

Para la expedición de las copias certificadas a que se refiere la fracción que antecede se observaran las reglas previstas para los testimonios notariales en cuanto le sean compatibles.

c) Certificaciones notariales.

Artículo 146.Concepto. Certificación notarial es la relación que hace el notario de un acto o hecho que obra en su protocolo, en un documento que el mismo expide o en un documento preexistente, así como la afirmación de que una trascripción o reproducción coincide fielmente con su original; comprendiéndose dentro de dichas certificaciones las siguientes:

I.- La razones que el notario asienta en copias al efectuar un cotejo conforme a 

    lo previsto en el artículo 129 de esta ley.

II.- La razón que el notario asienta al expedir las copias a que se refiere el artículo anterior. En estos casos, la certificación se sentara al final de la transcripción  o reproducción, haciendo constar el número y fecha del instrumento del protocolo correspondiente, a no ser que estos datos se reproduzcan al principio de la copia. En el caso que se refiere la fracción I del artículo anterior bastara señalar para qué efectos se expide, sin que  conste petición de parte ni se tomara razón de su expedición en parte alguna al protocolo.

III.- La relación sucinta de un acto o hecho, o de uno de sus elementos o circunstancias que consisten en su protocolo, que asienten un documento que al efecto expida petición de parte o autoridad facultada para hacerlo o en un documento preexistente, también a solicitud de parte, lo que hará constar en la propia certificación sin necesidad de tomas razón en nota complementaria.

En los casos a que se refieran las fracciones II y III del artículo anterior se deberá hacer constar, tanto en nota complementaria como en la razón de certificación respectiva, la autoridad que ordeno el informe o expedición de la copia del expediente en que ella actúa, y él numero y fecha del oficio correspondiente. Igualmente podrá ser constar en nota complementaria y agregar al apéndice la copia de la comunicación mediante la cual haya sido enviada la copia certificada a la autoridad respectiva. Toda certificación será autorizada por el notario con su firma y sello en el lugar señalado en él articulo 141.

TITULO V

Convenios, licencias, y capacitación permanente del notariado.

CAPITULO I

Suplencias, asociaciones y permutas

Artículo 147. Convenio de suplencia entre notarios. Partiendo de que esta ley es orden e interés público y social, y de que el Notario es reconocido por la propia ley como Garantía Institucional en beneficio de la sociedad, todos los notarios del Estado tienen la obligación de suplirse sus ausencias a efecto de que las notarias permanezcan abiertas al público y ofrezcan sus servicios a la comunidad.

Para lograr el objetivo citado, los notarios de un mismo Distrito celebrarán convenios de suplencia. Estos convenios tendrán por finalidad suplirse entre sí en sus ausencias temporales.

El notario suplente tendrá la misma facultad y atribuciones que el notario suplido, por lo tanto, que podrá realizar cualquier acto derivado de la función notarial en el protocolo del notario suplido.

Como consecuencia, el notario suplente queda facultado para autorizar el instrumento que haya otorgado el notario suplido, así como expedir el testimonio respectivo, y cumplir previamente a ello con todos los requisitos o trámites pertinentes al caso; también podrá recibir nuevos asuntos notariales, tramitarlos y concluirlos en el protocolo del notario suplido, hasta en tanto éste no reinicie sus funciones.

 El notario suplente será responsable de los actos que autorice con tal carácter y deberá utilizar su propio sello de autorizar para ejercer esta función.  

El notario hará constar en el cuerpo de cada instrumento que autorice, que actúa como notario suplente en el protocolo del notario suplido.

El notario suplente también ejercerá simultáneamente la función de notario titular, pero este en su propio protocolo.

Artículo 148. Requisitos del convenio de suplencia entre notarios. El convenio de suplencia entre notarios se podrá celebrar hasta con tres notarios, por escrito, y deberá reunir como mínimo, lo siguiente:

 I.- Los nombres de los notarios que lo celebran, el número de sus respectivas notarías, residencia y distrito;

 II.- La duración del convenio,

   III.- El domicilio de cada una de las notarías; 

IV.- El orden en el cual entrarán a ejercer la suplencia cuando el convenio se celebra con dos o tres notarios, y

   V.- La firma y el sello de autorizar de los contratantes.

En el convenio de suplencia no deberán aparecer los acuerdos económicos que al respecto se toman, los cuales se harán constar por separado por los interesados.

Cuando el o los notarios suplentes designados no están en posibilidades de cumplir con tal cargo, el notario procederá a designar a un nuevo notario suplente, y si no lo hiciere, la Dirección lo designara entre los notarios del Distrito de que se trate.

Cuando la Autoridad designe el notario suplente, éste deberá ejercer el cargo y hará suyos la totalidad de los honorarios que devengue su intervención.

Mientras subsista un convenio de suplencia, los notarios que lo celebren, no podrán suplir a otros notarios distintos a los de su convenio. 

Al convenio de suplencia, sus modificaciones y, en su caso, terminación, se le dará publicidad a que se refiere el artículo 151 de esta ley. 

Cuando se celebre convenio de asociación entre notarios, no será necesario celebrar convenios de suplencia, ya que el notario asociado también funge automáticamente  como notario suplente en caso de ausencia o faltas temporales del asociado. 

Artículo 149. Convenio de asociación entre notarios. A los Notarios de un Distrito notarial les asiste el derecho de asociación por el tiempo que estimen conveniente, siempre y cuando la asociación  de que se trate se celebre entre tres notarios como máximo.

El convenio de asociación obligará a que los notarios asociados actúen indistintamente en un solo protocolo, en el de cualquiera de ellos, situación que decidieran los propios asociados.

Cada uno de los notarios asociados gozará de las mismas facultades y derechos que esta ley otorgue al notario, es decir, la asociación no le resta ninguna de sus facultades para ejercer la función notarial, sin embargo, las prohibiciones e impedimentos que esta ley impone al notario, se extenderán entre sí para los notarios asociados.

El notario asociado usará su propio sello de autorizar en el ejercicio de su preferencia y deberá expresar en el instrumento  que autorice, que actúa como asociado y en el protocolo de la notaria que corresponda.    

Los notarios asociados, si lo estiman conveniente, podrán tomar la decisión de actuar en otro protocolo distinto al que acordaron en el convenio de asociación, siempre y cuando se trate de un protocolo de cualquiera de las notarías de los notarios asociados.

El convenio de asociación obliga a los notarios asociados a permanecer y ejercer sus funciones en una sola oficina, y a cubrir, recíprocamente entre ellos, sus ausencias y faltas temporales. En estos casos, el notario asociado también ejercerá automáticamente el cargo de notario suplente en los términos del artículo anterior.

Articulo 150. Requisitos del convenio de asociación entre notarios. El convenio de asociación entre notarios se podrá celebrar hasta con tres notarios, por escrito, y deberá reunir como mínimo, lo siguiente:

I.- Los nombres de los notarios que asocian, el número de sus respectivas notarías, residencia y distrito;

II.- El protocolo de la notaría en el que actuarán;

 III.- El domicilio de la oficina donde ejercerán la función notarial;

 IV.- La duración del convenio, y

 V.- La firma y sello de autorizar de los asociados.

En los convenios de asociación, no deberán aparecer los acuerdos económicos que al respecto tomen los interesados, los cuales harán constar por separados.

Al convenio de asociación, sus modificaciones y, en su caso, su terminación, se le dará la publicidad a que se refiere el artículo 151 de esta ley.

Artículo 151. Publicidad del convenio de suplencia y asociación entre notarios. El convenio de suplencia y asociación entre notarios se publicara por una sola vez en Periódico y en uno de los diarios de mayor circulación en la localidad en donde se ubiquen las notarías correspondientes; también el convenio se registrará en la Dirección, en el Consejo, en el Colegio de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad que les corresponda.

La publicidad antes referida también se observará cuando se modifique y termine los convenios a que se refiere esta disposición. 

Artículo 152. Terminación del convenio de suplencia y asociación entre notarios. Son causa de terminación del convenio de suplencia y asociación entre notarios, cualquiera de las siguientes:

   I.- La decisión en este sentido de cualquiera de los notarios que lo hayan 

        celebrado;

  II.- La suspensión temporal de alguno de los notarios que lo integran;

III.- La cesación definitiva del cargo de notario de alguno de los contratantes;

IV.- Por expirar el plazo pactado en el convenio, y

 V.-Por cualquier otra causa que determine la ley.

 La publicidad regulada en el artículo anterior deberá observarse cuando exista modificación al convenio de suplencia o asociación entre notarios, y también cuando los mismos se den por terminados.

El notario titular que haya dejado de pertenecer a una asociación, tiene derecho a celebrar en cualquier momento, nuevos convenios de asociación y, cuando el notario deje de pertenecer a una suplencia, inmediatamente deberá celebrar un nuevo convenio para tal efecto.

Artículo 153. Supuestos que deben observarse en la terminación de un convenio de asociación. Cuando el convenio de asociación se haya celebrado entre los notarios y se presente cualquiera de los supuestos citados en el artículo, el convenio de asociación entre ellos quedará terminado automáticamente y el notario que se encuentre en funciones continuará usando su propio protocolo.

Cuando el convenio de asociación se haya celebrado entre tres notarios, y un de ellos se encuentra en cualquiera de los supuestos citados en el articulo anterior, los otros dos notarios asociados podrán continuar con la asociación y actuar en un solo protocolo, en el de cualquier ad ellos. El notario que se haya retirado de la asociación que se encuentre en funciones continuara usando su propio protocolo.

Cuando el convenio de asociación termine por la cesación definitiva de la función notarial del notario asociado, en cuyo protocolo actuaban otros notarios asociados, tal protocolo corresponderá al asociado que continúe en función con mayor antigüedad, y en él seguirá actuando, y si subsiste la asociación de este con otros notarios, éstos actuarán en el protocolo más antiguo, salvo pacto en contrario entre ellos.

En el caso previsto en que el párrafo anterior, el Ejecutivo del Estado expedirá la o las nuevas patentes en un plazo no mayor de treinta días hábiles; hasta entonces los asociados actuarán en el protocolo que convengan.

Quienes reciban nuevas patentes deberán cambiar sus sellos de autorizar en los términos de esta ley.

Artículo 154. Nombramiento de un notario suplente que no sea notario titular. Cuando el notario titular solicite una licencia para ausentarse temporalmente de su cargo, tendrá derecho a designar a un notario suplente que no sea notario titular.

El notario suplente será nombrado por el titular del Poder Ejecutivo, a propuesta y bajo la responsabilidad del notario titular, siempre que se reúnan los requisitos siguientes:

   I.- El notario titular tenga una antigüedad como tal, mayor de diez años contados a partir de la fecha de la primera escritura autorizada por él, y que en ese lapso el ejercicio real de la función notarial sea cuando menos del setenta por ciento del tiempo real en funciones.

 II.- El notario no haya sido sancionado por delitos propios de la función    notarial mediante sentencia ejecutoriada.

III.- Haya cumplido con la asistencia mínima requerida en las actividades  académicas realizadas por el consejo y el Colegio para lograr la capacitación permanente del notario, y

IV.- La persona que se proponga para desempeñar el cargo de notario suplente, sea un aspirante a notario que haya obtenido la patente correspondiente por el hecho de haber aprobado el examen previsto por esta ley con una calificación no menor a ochenta y cinco puntos.

Satisfechos los requisitos anteriores, el Ejecutivo del Estado, en un plazo no mayor de diez días hábiles contados a partir de la solicitud presentada por el notario para tal efecto, extenderá la autorización correspondiente para que la persona propuesta funja como notario suplente.

La autorización referida será publicada a costa del interesado por una sola vez, en el Periódico y en uno de los diarios de mayor circulación en la localidad donde se ubique la notaria de que se trate.   

El notario suplente tendrá las mismas facultades del notario titular, y cubrirá la ausencia temporal de éste y aquél será responsable solidariamente con el notario titular de los actos que autorice.

El notario suplente utilizará el sello de autorizar del notario suplido, y le serán aplicables en lo que corresponda los señalamientos previstos en el artículo 147 de esta ley.

El notario suplente no constituirá garantía para ejercer su función, sin embargo, deberá permanecer vigente la garantía otorgada por el notario titular por todo el tiempo que dure la suplencia.

Los notarios suplentes deberán ser removidos inmediatamente por el Poder Ejecutivo a sola solicitud del notario titular y sin que sea necesario invocar causa alguna.  

La función del notario suplente terminará inmediatamente cuando el notario titular se incorpore al ejercicio  de la función notarial.

El notario suplente no adquiere, por el hecho de su nombramiento, ningún derecho para convertirse en notario titular de la notaría. A falta del notario titular por renuncia, incapacidad, fallecimiento o por cualquier otra cosa, el notario suplente no se convertirá en notario titular de la notaría, sin embargo, de ocurrir cualquiera de estos supuestos, continuara desempeñando el cargo de manera interna para concluir únicamente los asuntos pendientes a esta fecha, quedándole prohibido aceptar nuevos asuntos por carecer de facultades para atenderlos. 

La notaria que resulte vacante en los términos anteriores, será ocupada por quien apruebe y resulte triunfador en el examen de notario previsto por esta ley.

Artículo 155. Permuta de notarías de diferentes Distritos. Con la autorización del Ejecutivo del Estado, dos notarios en ejercicio de diferentes Distritos notariales, o bien, de diferentes residencias dentro de un mismo Distrito, podrán permutar sus adscripciones o residencias, y como consecuencia, sus números de notaría y protocolos; de tal manera, que a partir de que la fecha en que se autorice la permuta, quienes le hayan celebrado, por ese solo hecho, tendrán la descripción o en su caso la residencia, el número de la notaria y el protocolo de su respectivo contratante. 

El Ejecutivo del Estado, previamente a la autorización de la permuta, recabara la opinión de los Colegios de que se traten, y si de esta se documentaran argumentos fundados y motivados en el sentido de que no sea conveniente el cambio, el Ejecutivo representara la decisión de los Colegios. 

El notario también podrá solicitar su cambio de descripción a otro Distrito o residencia cuando exista una notaria vacante en el lugar deseado, siempre y cuando no se haya otorgado la convocatoria para el examen de notario para cubrir la vacancia de esta notaria. Lo anterior, siempre y cuando lo Autorice el Ejecutivo de Estado y exista la conformidad del o los Colegios de que se traten.

La autorización de la permuta será publicada, a costa de los interesados por una sola vez en el Periódico y en uno de los diarios de mayor circulación en la localidad en que se ubique la notaría de que se trate. 

CAPITULO II

Ausencias y licencias para separarse temporalmente del cargo

Artículo 156. Ausencias que no requieren de licencias. El notario tiene derecho a separarse del ejercicio de sus funciones o ausentarse de su residencia, hasta quince días naturales por cada trimestre, hasta treinta días naturales por cada semestre y hasta sesenta días naturales por cada año del calendario, sucesivos o alternados debiendo dar aviso de ello al Colegio al que pertenezca.

Artículo 157. Licencias para ausentarse del cargo hasta por un año. El notario tiene derecho a solicitar y obtener de la Dirección, licencia para separarse de su cargo hasta por un término de un año. En caso de que por alguna razón propia del notario, éste puede renunciar a ese lapso dando aviso de ello a la Dirección, y el tiempo no gozado, podrá hacer uso de él previa nueva solicitud. 

Cuando el notario hubiere hecho uso de una licencia de un año consecutivo, no podrá solicitar otra nueva hasta que después de haber transcurrido un año en el ejercicio personal de su función notarial, salvo caso de enfermedad grave debidamente justificada.

La solicitud de la licencia podrá ser presentada por el notario vía postal certificando, mensajería autorizada, fax, personalmente o cualquier otro medio que respalde, sin lugar a duda, la fecha del envío.

Artículo 158. Licencia para ausentarse del cargo para desempeñar cargos públicos y de elección popular. Cuando el notario desee contener a un cargo de elección popular y, en su caso, ejercer el mismo o desempeñar el de funcionario público federal, estatal o municipal; el notario tiene derecho a que se le otorgue por la Dirección una licencia para separarse temporalmente del cargo de notario por todo el tiempo que dure la contienda y, en su caso, el desempeño del cargo de que se trate, debiéndose observar lo siguiente:

I.- Cuando se trate de contender a un cargo de elección popular, el notario deberá separarse del ejercicio de la función notarial por lo menos sesenta días naturales anteriores al día de la elección, debiendo solicitar la licencia respectiva cuando menos con tres días de anticipación al inicio del computo de los sesenta días citados.

II.- Cuando se trate de desempeñar el cargo de funcionario público federal, estatal o municipal, el notario antes de tomar posesión de su cargo, deberá presentar su solicitud de licencia para separarse temporalmente de la función notarial.

La solicitud de la licencia podrá ser presentada por el notario a través de cualquiera de los medios señalados en la parte final del artículo anterior.

Artículo 159. Plazo en el cual se concede la licencia. La sola presentación de la solicitud de licencia producirá que la misma se tenga por concedida inmediatamente, sin que sea necesario que a la solicitud le recaiga un acuerdo por escrito de la Dirección, el cual si podrá emitirse para fines meramente administrativos del expediente del notario.

El notario dará a conocer a la sociedad la licencia respectiva, mediante una publicación en el Periódico y en uno de los diarios de mayor circulación en el domicilio en donde se ubica la notaría de que se trate.

Artículo 160. Reinicio de funciones al terminar el cargo de funcionario público o de elección popular. En los casos citados en los artículos anteriores, una ves concluido el plazo de la licencia, o el periodo por el cual el notario fue electo o designado funcionario público, luego que haya renunciado o separado que fuere de su cargo, deberá volver al desempeño de la función notarial, previo aviso que remite a la Dirección, dentro de los treinta días naturales contados a partir donde se presente cualquiera de los supuestos indicados.

El aviso a que se refiere el párrafo anterior autoriza al notario, inmediatamente, por ministerio de ley, al reiniciar el ejercicio de su función notarial sin que para ello requiera acuerdo de la Dirección o del Ejecutivo del Estado, también el notario deberá dar a conocer lo anterior a través de un aviso que deberá publicar en el diario de mayor circulación en el Distrito de su adscripción, por lo menos dentro de los cinco días naturales siguientes a la fecha de su reinicio de funciones.

El aviso que deberá dar el notario al Ejecutivo del Estado para comunicar el reinicio de sus funciones, podrá hacerse por cualquier vía, siempre y cuando se deje constancia fehaciente de la comunicación.

CAPITULO III

Capacitación permanente del notariado

Artículo 161. Capacitación permanente del notariado. El Notariado deberá capacitarse permanentemente en las diferentes disciplinas propias de la función notarial. La capacitación continua constituye materia de la Garantía Institucional que esta ley reconoce en el Notario en beneficio de la sociedad.

La capacitación referida tiene por finalidad proporcionar servicios notariales de calidad en una sociedad dinámica, completa y diversificada.

Artículo 162. Órganos que deben brindar la capacitación permanente al notario. El notariado recibirá la capacitación continua señalada en el artículo anterior del Consejo y de su propio Colegio, en los términos regulados por esta ley.

 El notario tiene la obligación de asistir, cuando menos al setenta y cinco por ciento de las actividades de carácter académico que convoquen al respecto. 

El Consejo y el Colegio se deberán poner de acuerdo para determinar el número de horas mínimas anuales para brindar esa capacitación.

Los Colegios podrán asociarse entre si para conceder a sus notarios asociados, de manera conjunta, la capacitación aludida.

Artículo 163. Capacitación académica otorgada por órganos distintos al consejo y al Colegio. El notario quedará eximido de asistir a algunas de las actividades académicas, siempre que no excedan del veinticinco por ciento de ausencia, cuando realice o participe en otro similar. En caso de que el notario esté cursando en una universidad o colegio, cursos relacionados con su profesión y que estos sean de tiempo suficiente para impedir el setenta y cinco por ciento de su asistencia a las actividades académicas organizadas por el Consejo y el Colegio, el notario quedara eximido con la presentación de la constancia o certificado otorgado por la universidad o colegio donde asistió.

Cuando el notario reciba la capacitación académica en los términos del párrafo anterior, éste se validará para los fines del artículo anterior, es decir, está capacitación hará las veces de la capacitación que brinde el Consejo y el Colegio.

También el notario quedará eximido de la asistencia en comento, por causas graves debidamente justificadas, debiendo, en estos casos, compensar sus faltas con la asistencia a otros cursos de actualización.

Artículo 164. Constancia de actualización notarial. Cada notario deberá obtener, cada dos años, una constancia de actualización notarial por parte del Consejo y del Colegio al que forme parte.

Esta constancia se deberá conceder al notario cuando se reúnan los requisitos siguientes:

I.- Cuando el notario haya asistido, cuando menos, al setenta y cinco por ciento de las actividades con carácter académico señaladas en los artículos 162 y 163 de esta ley. El Colegio correspondiente expedirá al notario constancia anual que acredite la asistencia mínima requerida.

II.- Cuando el notario haya tenido la asistencia mínima establecida para las actividades académicas en comento, el notario presentará examen de conocimiento ante el Consejo y el Colegio en la fecha y lugar previamente señalados. La constancia de actualización  notarial será otorgada cuando el notario de que se trate apruebe el examen respectivo.

La constancia de actualización de conocimientos, previste en este artículo, es indispensable para el ejercicio de la función notarial.

TITULO VI

Suspensión y cesación de la función notarial, vigilancia, responsabilidades, sanciones y clausura temporal del protocolo

CAPITULO I

Suspensión y cesación de la función notarial

Artículo 165. Causas de suspensión y cesación de la función notarial. El notario podrá ser suspendido y cesado de la función notarial en los casos previstos por esta ley.

Artículo 166. Causas de suspensión de la función notarial. El notario podrá ser suspendido temporalmente de la función notarial, por cualquiera de las causas siguientes:

I.- Incapacidad física o mental transitoria que le impida actuar en el ejercicio de  la función notarial, en cuyo caso, la suspensión dura todo el tiempo que subsista la incapacidad notarial;

   II.- Ser sancionado por la Autoridad Competente y dicha sanción causa estado, y

   III.- Las demás causas  que procedieren conforme a la ley.

Artículo 167. Causas de cesación de la función notarial. Son causas de cesación definitiva del ejercicio de función notarial, cualquiera de las siguientes:

   I.- La muerte del notario;

   II.- Renuncia expresa del notario al ejercicio de la función notarial;

   IV.- Incapacidad física o mental permanente;

V.- Haberse demostrado ante la Autoridad Competente, que oirá para ellos la opinión del Consejo y del Colegio de que se trate, que tras haber cumplido ochenta años de edad, el notario respectivo no pudiera seguir desempeñando sus funciones; 

VI.- Sanción impuesta por la autoridad competente por medio de la cual se cese el notario del ejercicio de la función notarial y la consecuente revocación de su patente, dictada en los términos de esta ley, siempre y cuando se respeten las garantías fundamentales de todo proceso, y

   VII.- Las demás causas previstas por la ley.

Artículo 168. Investigación administrativa para determinar la presunta incapacidad física o mental del notario. En los casos previstos en la fracciones I y V, respectivamente, de los artículos 166 y 167 de esta ley, cuando el Ejecutivo del Estado tenga conocimiento de que un notario adolece de impedimentos físicos o intelectuales que le impiden ejercer el notariado con capacidad y dignidad, se procederá de inmediato a iniciar una investigación administrativa al respecto.

Para iniciar la investigación aludida en el párrafo anterior, el Ejecutivo del Estado procederá a designar a dos peritos médicos que deberán estar debidamente acreditados por las autoridades de salud del Estado, y otros tantos serán designados por el interesado, y si éste no lo designa, la facultad de hacerlo quedará en el Consejo y el Colegio respectivo. Los peritos deberán realizar las investigaciones pertinentes, debiendo fundar y precisar la naturaleza del impedimento en el diagnóstico y la atención médica necesaria.

Una vez rendidos los peritajes, el Ejecutivo del Estado, previa audiencia y opinión del Consejo y del Estado, para audiencia y opinión del Consejo y del Colegio correspondiente, emitirá la declaratoria respectiva.

Cuando exista empate en las opiniones de los peritos, el Ejecutivo del Estado, el Consejo y el Colegio respectivo, de común acuerdo, designaran a un perito tercero en discordia.

Artículo 169. Aviso del fallecimiento del notario. Los oficiales del Registro Civil que levanten el acta de defunción de un notario, lo comunicarán a la Dirección dentro de los cinco días hábiles siguientes a su registro, debiendo remitirle copia certificada del acta respectiva.

La Dirección, una vez recibida la información aludida en el párrafo anterior, inmediatamente lo hará del conocimiento del Consejo y del Colegio de que se trate.

Independientemente de lo anterior, cuando el consejo y el Colegio de que se trate tengan conocimiento del deceso de un notario, inmediatamente lo hará saber a la Dirección.

Artículo 170. Aviso de juicio de interdicción de un notario. Cuando se promueva judicialmente el juicio de interdicción de un notario, el Juez de que conozca el asunto, inmediatamente lo deberá comunicar la Dirección de igual manera cuando se dicte la sentencia respectiva y éste cause ejecutoria. 

También deberá observarse lo anterior cuando se trate de un juicio de declaración de ausencia y de presunción de muerte.

La Dirección, una vez recibida la información aludida, inmediatamente lo hará del conocimiento del Consejo y del Colegio de que se trate.

CAPITULO II

Del régimen de vigilancia

Artículo 171. Vigilancia de la función notarial. La dirección vigilara el correcto ejercicio de la función notarial  a través de los Visitadores de Notarías, quienes practicarán visitas a las notarías del Estado para cumplir con esta finalidad.

El Consejo y los Colegios coadyuvarán con la Dirección de hacer realidad el objetivo de esta disposición.

Artículo 172. Clases de visitas notariales. Las visitas a las notarias son de dos clases: ordinarias y especiales, las cuales se verificarán y tendrán por finalidad lo siguiente:

I.- Las visitas ordinarias se practicarán a todas las notarias de Estado, por lo menos una ves al año, y en ellas se revisará el protocolo del año inmediato anterior. El visitador deberá revisar todos los protocolos del año que corresponda, o diversas partes de él, para cerciorarse de manera general del cumplimiento de la función notarial en sus formalidades sin que pueda constreñirse a un instrumento y a cuestiones de fondo.

El visitador se cerciorará de que el protocolo de que se trate se encuentre debidamente encuadernado en los términos previstos por esta ley, y de que el notario haya dado a la Dirección los avisos que conforma a la ley deba comunicar.

II.- Las visitas especiales se practicarán únicamente cuando exista queja con el notario, debidamente fundada y motivada por el prestatario del servicio. Esta clase de visita tendrá por finalidad revisar parte del protocolo y demás instrumentos notariales relacionados solamente con los hechos o actos que motivaron la visita. El visitador, en este caso, estará facultado para examinar la forma y el fondo de los instrumentos de que se trate.

La Dirección antes de ordenar una visita especial, deberá cerciorarse plenamente de la calidad de la queja en contra del notario, obviamente, desechando aquéllas que sean perjuicios o con tendencia dolosa.

Artículo 173. Orden fundada y motivada para practicar las visitas notariadas. Para practicar una visita ordinaria y especial, deberá existir orden por escrito fundada y motivada por parte de la Dirección.

Esta orden deberá precisar el nombre del notario, el número de la notaría, distrito y residencia, el tipo de visita a realizar, el día y hora en la que se desarrollará, y la firma y sello de quien legalmente esté facultado para emitirla. Cuando se trate de una visita especial se deberá precisar él o los nombres de quienes presentaron la queja respectiva.

Todas las visitas ordinarias como especiales, sin excepción, se desarrollarán en las instalaciones de la notaría de que se trate, en días y horas hábiles.

Artículo 174. Notificación de las visitas notariales. Las visitas ordinarias se practicarán cuando menos con ocho días hábiles de anticipación y, las especiales, por lo menos con setenta y dos horas hábiles previas a la notificación.

La Dirección notificará al notario respectivo la orden de la visita correspondiente a través de correo certificado, mensajería privada autorizada, fax o por cualquier otro medio que no deje duda de la recepción del documento por parte del notario. 

La Dirección comunicara al Colegio de que se trate, las fechas y horas en las que se practicarán la visitas especiales, a fin de que éste, si lo estime conveniente, designe a un notario para que auxilie al visitador en la práctica de la visita.

En la práctica de las visitas ordinarias, el notario de que se trate podrá nombrar a un notario de su distrito para que acuda como observador a la diligencia respectiva.

Artículo 175. Otras reglas de observancia en la práctica de las visitas notariales. El visitador de notarías, previamente al desarrollo de una visita, deberá identificarse ante el notario y mostrarle la orden de la misma.

El notario estará obligado a brindar al visitador las facilidades necesarias para que éste pueda realizar la visita respectiva. 

Cuando al visitador no encuentre al notario lo hará saber de inmediato a la Dirección para que está previo el procedimiento respectivo, imponga la sanción prevista por está ley, sin embargo, el visitador podrá entender la diligencia con el notario suplente o, en su caso, con el asociado, y en ausencia de éstos, con la persona que esté encargada en el momento de la diligencia, para lo cual el visitador se identificará plenamente y mostrará la orden escrita que autorice la inspección.

El visitador de notarías, al concluir la visita respectiva, en ese momento deberá levantar el acta correspondiente donde hará constar las irregularidades observadas, los puntos, explícitos, aclaraciones y fundamentos que el notario exponga en su defensa. El acta respectiva será firmada por el notario, el visitador, el notario observado y, en su caso, por el notario que haya designado el Colegio en el término del artículo 174 de esta ley.

Si el notario no firma el acta que se levante con motivo de la visita, ello no invalidará su contenido, debiendo el visitador hacer constar esta circunstancia y entregarle al notario copia de la misma.

El visitador dará cuenta de todo ello a la Dirección dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de la visita.

Artículo 176. Ampliación de argumentos y fundamentos con relación a las visitas notariales. El notario también tendrá el derecho de presentar a la Dirección, en escrito por separado, los fundamentos y pruebas con relación a la queja, anomalía o irregularidades asentadas en el acta de la visita, con el propósito de ampliar y afianzar su intervención notarial en el caso de que se trate. Estos argumentos se deberán presentar dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha del acta respectiva.

La Dirección tomará muy en cuenta, antes de emitir su opinión, los argumentos que le presente el notario.

Artículo 177. Reglas para notarios suplentes y asociados. Cuando se trate de visitar que deben practicarse a notarios asociados o suplentes, se observarán las mismas disposiciones señaladas anteriormente.

Artículo 178. Secreto profesional. El visitador de notarías, la Dirección y sus dependientes, y todas aquellas personas que intervengan en una visita notarial, deberán guardar reserva sobre los asuntos tratados en ella, quienes no podrán divulgar o revelar ningún tipo de información, quedando sujetos, en caso contrario, a las disposiciones del Código Penal en la materia.

CAPITULO III

De las responsabilidades del notario en el ejercicio de la función notarial

   Artículo 179. Responsabilidades disciplinarias del notario. sin perjuicio de las responsabilidades civil, penal o administrativa, toda irregularidad profesional originará la específica responsabilidad disciplinaria.

La responsabilidad en la que incurra el notario en el ejercicio de la función notarial, deberá conocer de ella las autoridades siguientes:

   I.- La Civil, los Tribunales competentes;

   II.- La Penal, los Tribunales del fuero común o del fuero federal, según el caso;

   III.- La Fiscal, las autoridades tributarias locales o federales, según el caso;

   IV.- La Administrativa, las Autoridades competentes, y

   V.- La Gremial, el Consejo y el Colegio que corresponda.

Artículo 180. Principio de legalidad de las sanciones impuestas al notario. siempre que se imponga una sanción disciplinaria a un notario, así como cualquier sanción de carácter civil, administrativa o penal por parte de la autoridad judicial o administrativa del Estado o de la Federación, estas sanciones siempre y en todo caso tendrán que estar fundadas y motivadas. Esta fundamentación y motivación deberá ser de la naturaleza jurídica propia de la garantía establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, así como el de la interpretación que sobre este artículo ha venido realizando el Poder Judicial de la Federación; igualmente estas sanciones tendrán que respetar en su totalidad las garantías de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, contempladas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 181. Concepto de irregularidad profesional. En el sentido de esta ley, entiéndase por irregularidad profesional todo acto u omisión, intencional o culposo, que afecte el cumplimiento de las normas legales que rigen el ejercicio de la función notarial, así como la violación de las disposiciones dictadas o que se dictaren para la mejor aplicación de aquéllas y el incumplimiento de los principios de ética profesional, en tanto y en cuanto tales transgresiones afectaren a la Institución Notarial, a los servicios que le son inherentes, y a la propia dignidad del notario.

Artículo 182. Aviso de la irregularidad profesional. Toda acción judicial o administrativa que se promoviere o se suscitare contra un notario, fuere por razón de sus funciones profesionales o en el orden estrictamente profesional, se dará a conocer a la Dirección, al Consejo y al Colegio de que se trate, con el propósito de que estos adopten o aconsejen a las medidas que consideren oportunas con relación a su calidad de notario. A tal efecto, los jueces y autoridades administrativas, de oficio notificarán a los órganos antes citados toda acción contra un notario dentro de los diez días de iniciado.

Artículo 183. Sanciones nulas. Serán nulas las resoluciones judiciales o administrativas que impusieran sanciones al notario sin haber sido previamente comunicadas a los órganos citados en el artículo anterior.

Artículo 184. Intervención de la Dirección, el Consejo y los Colegios. En los casos del artículo anterior, la Dirección, el Consejo y el Colegio de que se trate, a través de sus representantes, procederán a tomar conocimiento e intervención en el expediente y podrán solicitar copia certificada de él para poder cumplir con la finalidad de su intervención.

   Los órganos antes citados, si lo consideren conveniente, se podrán reservar el derecho de no poder presentar el informe respectivo, en cuyo caso, su intervención se dará por sentada.

Artículo 185. Casos que no se consideren irregularidad profesional. El notario no tendrá responsabilidad cuando el resultado de su actuación sea por error de opinión jurídica fundada, o sea, consecuencia de las manifestaciones, declaraciones o instrucciones del o los prestarios del servicio, los concurrentes o partes, o estos hayan expresado su consentimiento con dicho resultado, sin perjuicio de la legalidad que regula la función notarial.

Artículo 186. Clases de sanciones administrativas. Las autoridades competentes sancionarán a los notarios por violaciones en que incurran a los preceptos de esta ley, aplicando las sanciones siguientes:

   I.- Apercibimiento por escrito;

   II.- Multa;

   III.- Suspensión temporal de la función notarial;

   IV.- Cesación de la función notarial.

Cualquier sanción que se imponga a un notario, deberá cumplir con lo dispuesto con el artículo 180 de está ley, y deberá ser notificada personalmente en el domicilio de la notaría a su cargo.

La Dirección, los Visitadores de Notarías y los empleados de la Dependencia, guardarán reserva de las sanciones impuestas al notario, en caso contrario, quien lo hiciere quedara sujeto a las disposiciones del Código Penal por violación al secreto profesional.

Artículo 187.- Aplicación gradual de las sanciones. Las sanciones disciplinarias a que se refiere el artículo anterior serán aplicables de manera gradual, pudiendo ser acumulativas, debido a la Autoridad Competente tomar muy en cuenta las consideraciones previstas en el artículo siguiente.

Artículo 188. Consideraciones previas a la imposición de una sanción disciplinaria. Las autoridades competentes, previamente a la imposición de una sanción disciplinaria al notario, deberán tomar en cuenta las circunstancias y la gravedad del caso, los daños y perjuicios que directamente se hayan ocasionado, el grado de diligencia del notario para la solución del problema, la especialidad del asunto, su antigüedad en el cargo, sus antecedentes profesionales, los servicios prestados al Estado, la sociedad, el notariado, su actividad gremial y su servicio social. También se deberá tomar en cuenta su expediente, es decir, si ha sido sujeto de otro tipo de sanciones.

La Autoridad Competente también tomará muy en cuenta la buena fe del notario en la actuación de que se trate, la cual hará reducir la sanción que se pretenda imponer, lo que no se deberá considerar cuando exista mala intención por parte del notario.

Cuando la irregularidad profesional no cause daño ni perjuicio al prestatario del servicio, y cuando no traiga trascendencia para la institución notarial, la sanción que se debe imponer al notario, en ningún caso, podrá ser de las señaladas en las fracciones III y IV del artículo 186 de esta ley.

Artículo 189 Supuestos de apercibimiento por escrito. Se sancionara al notario con apercibimiento escrito, en los casos siguientes:

I.- Retraso injustificado imputable al notario en la realización de una actuación o desahogo de un trámite relacionado con un servicio solicitado y expensado por el solicitante, siempre que éste hubiere entregado toda la documentación previa que el notario requiera;

 II.- No dar los avisos, que conforme a la ley deben remitirse a la Dirección;

III.- No llevar el índice de instrumentos notariales y el alfabético en los términos regulados por esta ley;

IV.- No encuadernar los libros del protocolo y apéndices o conservarlos en los términos de ley, y por no entregar oportunamente a la Dirección copia del índice;

V.- Separarse de sus funciones sin haber dado previo aviso u obteniendo licencia, o por no reiniciar funciones oportunamente, en términos de la  licencia, o de esta ley y sólo cuando se trate de la primera vez en que incurre en esta falta;

VI.- Negarse a ejercer sus funciones habiendo sido requerido y expensado para ello por el prestatario, sin que medie explicación o justificación fundada por parte del notario a dicho solicitante;

VII.- No ejercer sus funciones en actividades de orden público e interés social a solicitud de las autoridades, en los términos previstos por esta ley;

VIII.- No registrar ante la Dirección el horario de labores al que quedará   sujeto al servicio de la notaría, en su caso, las modificaciones que al respecto se hicieren;

IX.- No ejercer sus funciones en días y horas hábiles, y, excepcionalmente, en los inhábiles, en los términos de esta ley;

X.- No obtener en tiempo y mantener en vigor la garantía del ejercicio de sus funciones a que se refiere la fracción V del artículo 64 de esta ley, sólo y siempre que se trate de la primera vez que el notario comete esta falta.

Artículo 190. Supuestos de multa. Se sancionará al notario con multa en los casos siguientes:

a) Con un monto equivalente de 100 a 200 salarios mínimos:

I.- Reincidir en la comisión de alguna de las faltas a que se refiere el artículo anterior, o por haber constituido o reconstituido la fianza en el plazo de un mes a partir de la aplicación de la sanción a que se refiere la fracción X del artículo anterior;

b) Con un monto equivalente de 200 a 300 salarios mínimos:

I.- Acumular más de tres apercibimientos escritos en un plazo no mayor a 365 días naturales;

II.- Realizar cualquier actividad que sea incompatible con el desempeño de sus funciones de notario, de acuerdo a lo previsto por esta ley;

III.- Provocar por culpa o dolo, la nulidad de un instrumento o testimonio, siempre que cause daño o perjuicio directo a los prestatarios;

IV.- No ajustarse al arancel o a los convenios legalmente celebrados en materia de honorarios legalmente aplicables;

V.- Incurrir en algunas de las hipótesis previstas en las fracciones I, II, IV, VI, 

X, del artículo 42 de esta ley;

VI.- Revelar el secreto profesional a que se refiere el artículo 25 de esta ley;

VII.- No asistir a las actividades de carácter académico organizado por el Consejo y el Colegio de su domicilio, para recibir la capacitación  continua prevista por esta ley;

VIII.- No remitir inmediatamente a la Autoridad Judicial competente, las  actuaciones que haya realizado con motivo de su sucesión mortis causa o de un procedimiento sin litigio, cuando en ello se haya presentado una situación de litigio o un conflicto de intereses.

Los salarios mínimos que servirán de base para la cuantificación de la multa, serán los generales que corresponden al Estado en la fecha del pago de la sanción.

Las multas que se impongan al notario se considerarán créditos fiscales a favor de Estado y podrán hacerse efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Financiero del Estado.

Artículo 191. Supuestos de suspensión de la función notarial. Se suspenderá al notario temporalmente hasta por un año de la función notarial, en los casos siguientes:

I.- Reincidir en alguno de los supuestos señalados en el artículo anterior por tres veces consecutivas, o por no haber constituido o reconstituido la fianza a partir de la aplicación de la sanción a que se refiere la fracción I del artículo anterior;

II.- Revelar injustificada y dolorosamente datos sobre los cuales debe guardar secreto profesional, cuando por ello se cause directamente daños o perjuicios al afectado;

III.- Incurrir en alguna de las prohibiciones que señala el artículo 42, fracciones II, III, V y VII;

IV.- Provocar, en una segunda ocasión por culpa o dolo, la nulidad de algún  instrumento o testimonio;

V.- No desempeñar personalmente sus funciones de la manera que la presente ley dispone;

VI.- No establecer una oficina única para el ejercicio de la función notarial;

VII.- No cumplir con lo señalado en el artículo 40 de esta ley.

Artículo 192. Supuestos de cesación de la función notarial. Se sancionará al notario con la cesación de la función notarial y la consecuente revocación de la parte, a demás de los supuestos señalados en el artículo 167 de esta ley, en los casos siguientes:

I.- Incurrir reiteradamente en alguno de los supuestos señalados en el artículo anterior;

II.- Cuando en el ejercicio de su función incurre en retiradas deficiencias administrativas y las mismas hayan sido oportunamente advertidas al notario por la autoridad competente, siendo aquél omiso en corregirlas;

III.- Falta grave de probidad, o notarias deficiencias o vicios debidamente comprobados en el ejercicio de sus funciones;

IV.- Permitir la suplantación de su persona, firma o sello;

V.- Facilitar su protocolo a terceras personas para practicar actividades notariales ilícitas o de cualquier otra índole.

La resolución por la que un notario sea cesado en sus funciones, será firmada por el título del Poder Ejecutivo del Estado.

Artículo 193. Procedimiento de queja. La persona afectada con la irregularidad profesional del notario, tiene derecho a presentar queja ante la Dirección, la cual deberá reunir los requisitos siguientes:

 I.- Se presentará por escrito debidamente firmada por el quejoso o a través de su representante debidamente autorizado, indicado su nombre completo, domicilio y teléfono.

II.- Hará una relación de los hechos o actos que motiven la queja, precisando los daños o en su caso, los perjuicios que se le hayan ocasionado por la presunta actuación del notario, indicando cuáles son, a su juicio, las irregularidades profesionales en que incurrió el profesional. A la queja deberán acompañar las documentales respectivas y una identificación oficial del quejoso y, en su caso, del representante.

Faltando alguno de los requisitos señalados, la Dirección prevendrá al ocursante, dando un término de tres días hábiles para desahogar el requerimiento; vencido dicho término, si el interesado no cumple con el requisito faltante, la Dirección desechará por improcedente la queja presentada, y perderá su derecho de reiteración sobre la misma.

La Dirección deberá también desechar aquellas quejas que sean prejuiciosas o con tendencia dolosa.

Recibida la queja, la Dirección procederá a registrarla en el libro de Gobierno que al efecto deberá llevarse, y hecho lo cual, se deberá abrir expediente del caso, ordenándose visita especial al notario o a efecto de analizar el o los protocolos materia de la queja.

La Dirección notificará la queja al notario de que se trate, a los que se les correrá traslado del acierto por el que se presentó la queja.

Desahogada la visita especial aludida, se procederá a admitir todas las pruebas que las partes ofrezcan, con excepción de la confesional, y se observará para su desahogo y su rendición lo dispuesto a este respecto por el Código Procesal. Rendidas las pruebas, se procederá a escuchar los alegatos primero del quejoso, quien para tal efecto podrá hacerse asesorar por abogado o persona de su confianza, luego al notario, así como la opinión del Consejo del Colegio respectivo. Acto seguido, la autoridad citará a las partes para oír la resolución correspondiente, dentro de los siguientes días hábiles.

Artículo 194. Notificación de la irregularidad profesional. Cuando no exista queja al respecto, pero de las inspecciones notariales se desprenda alguna irregularidad profesional, la autoridad competente, previamente al emitir una sanción disciplinaria al notario, deberá notificar a este tal circunstancia, indicándole la presunta irregularidad a efecto de que dentro de los quince días hábiles siguientes manifieste lo que a su derecho corresponda, concluido dicho plazo, se procederá a emitir la resolución respectiva.

Artículo 195. Recurso de inconformidad. Contra las resoluciones emitidas respecto de las quejas contra notarios y de las que contengan sanciones disciplinarias en contra de ellos, procederá el recurso de inconformidad, el cual se interpretará por escrito por la parte afectada ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, que resolverá lo que corresponda conforme a derecho.

Artículo 196. La confesión y el testimonio del notario mediante informe. Al notario que sea llamado para dar testimonio judicial de los actos en que hubiere intervenido con motivo del ejercicio de su función, se les solicitará su declaración por oficio y la rendirá por la misma vía.

Cuando sea el caso de contestar interrogatorios o absolver posiciones, éstas se remitirán al notario en sobre cerrado, el pliego de preguntas que se hubieren formulado al respecto y que hayan sido calificadas de legales las deberá contestar por escrito a la Autoridad Judicial que conozca del procedimiento.

Las acusaciones, denuncias y querellas por delitos atribuidos al notario en ejercicios de sus funciones, se presentará ante el Procurador General de Justicia del Estado, quien dará vista de ella a la Secretaría del Ejecutivo, al Consejo y al Colegio al que pertenezca el notario, quienes rendirán su informe, en plazo máximo de quince días hábiles, hecho lo cual, se procederá conforme a la ley.

CAPITULO IV

La clausura temporal del protocolo

Artículo 197. Supuestos en los que debe calcularse temporalmente el protocolo. Cuando por cualquier causa un notario cese definitivamente en el ejercicio de la función notarial, se procederá a la clausura temporal del protocolo.

Artículo 198. Inicio del procedimiento de clausura temporal del protocolo. Con la declaratoria de cesación de la función notarial que al efecto la Autoridad Competente, se procederá a iniciar el procedimiento de clausura temporal del protocolo correspondiente. Para tal efecto, la autoridad ordenará al notario suplente o al asociado, según el caso, la fijación de un aviso visible en la notaría y ordenará una publicación en el Periódico, con cargo a los notarios señalados.

Artículo 199. Entrega del protocolo al notario suplente o asociado. Si el notario que cesare en funciones estuviese asociado o tuviere suplente, al que corresponda de ellos se entregará el protocolo para que concluya los asuntos en tramite, y en caso de asociación, para que continúen su ejercicio en el mismo en los términos de está ley. Los asociados o suplentes harán constar en el último folio utilizado por quien cesó en funciones, la fecha y pondrán su sello y firma.

Cuando no exista notario asociado o suplente, se procederá a la clausura temporal de protocolo por el visitador en notarias, con la comparecencia del representante que designe el Consejo. El visitador de notarias asentará la razón correspondiente en lo términos prescritos en los artículos que anteceden.

Artículo 200. Interventores en la clausura temporal del protocolo. Cuando por cualquier circunstancia se deba proceder a clausura temporalmente un protocolo, la diligencia respectiva se efectuará siempre con la intervención de un representante del Ejecutivo del Estado y otro del Consejo. Los interventores deberán solicitar al visitador de notarias que asiente en el acta respectiva la causa que motivó la clausura del protocolo y se asiente en ella el inventario de los libros de protocolo, apéndice, índice, folios sin utilizar y no encuadernados, así como los demás documentos que formen parte inherente de la función notarial, como: depósito de testamentos públicos cerrados, etcétera.

También los interventores tienen la facultad de solicitar al visitador de notarias, deje asentadas en el acta respectiva, las manifestaciones que consideren conveniente. El acta deberá ser firmada también por los interventores.

El protocolo clausurado temporalmente se remitirá al archivo de la Dirección.

Artículo 2001. Personas que pueden asistir a la diligencia de clausura temporal de protocolo. Tendrán derecho a asistir a la diligencia de la clausura temporal del protocolo, si vive, la persona a quien se revocó la patente, y si ha fallecido, entonces será su cónyuge y cualquiera de los herederos mayor de edad o albacea de su sucesión, y si no los tuviere, asistirá el Agente de Ministerio Público que corresponda a su domicilio.

Las personas aludidas anteriormente, tendrán derecho a firmar el acta que se levante con motivo de la diligencia, y si no quisieren hacerlo, el visitador de notarías hará constar esta circunstancia.

Artículo 2002. Recepción del protocolo por el motivo titular de la notaría. El notario que vaya a actuar en el protocolo de una notaría que haya quedado vacante, recibirá de la Dirección, por inventario, todos los documentos a que se refiere el artículo 196, que por ley no deban permanecer en el archivo de la Dirección, para continuar su utilización y trámite. De la entrega se levantará y firmará, por cuadruplicado un acta y se entregará un respectivo tanto a la autoridad competente, al Consejo y al notario que reciba.

Artículo 203. Cancelación de la garantía otorgada por el Notario para ejercer la función notarial. Cuando se decrete la clausura temporal del protocolo, y la notaría de que se trate quedara vacante, la Dirección inmediatamente ordenará la cancelación de dicha garantía.      

TITULO VII

De las instrucciones que apoyan a la función notarial.

Disposiciones generales.

Artículo 204. Instituciones que apoyan a la función notarial. La Dirección, el Consejo y los Colegios de cada Distrito Notarial, son instituciones que apoyan al Notario del estado para lograr el ejercicio adecuado del servicio de la fe pública en beneficio de la sociedad.

CAPITULO I

De la Dirección General de Notarías del Estado

Artículo 205. Dependencia Orgánica. La dirección depende de la Secretaria de Gobierno del Estado, estará a cargo de un director que será nombrado y movido libremente por el titular del Poder Ejecutivo. La Dirección contará con el personal suficiente para cumplir eficazmente sus objetivos.

Tanto el Director, como los Visitadores de Notarías, deberán ser licenciados en Derecho, con conocimientos suficientes en el derecho notarial y ser personas de reconocida solvencia moral.

Artículo 206. Elementos materiales de la Dirección.  El archivo general de notarías se formará con los elementos siguientes:

I.- Con los documentos que los notarios del Estado deben remitir, según las prevenciones establecidas en esta ley;

II.- Con los protocolos que no sean de aquellos que los notarios deban conservar en su poder;

III.- Con los demás documentos propios del archivo correspondiente; y

IV.- Con los sellos de los notarios que deben depositarse o inutilizarse conforme a las prescripciones de esta ley.

Artículo 207. Facultades y deberes del Director de la Dirección de Notarias.  El Director tendrá las facultades y de deberes siguientes:

I.- Coadyuvar en todo lo concerniente al ejercicio de la función notarial;

II.- Impulsar la investigación para el proceso de codificación de la   normatividad notaria;

II.- Estudiar y proponer métodos  de conservación y respaldo de la documentación e información que tenga relación con la función notarial;

IV.- Vigilar el funcionamiento general de las notarías a través de los visitadores a su mando;

V.- Comunicar al Secretario Ejecutivo del Estado las irregularidades y violaciones de la ley que advierta en el ejercicio de la función notarial;

VI.- Llevar el registro de expedición de patentes de aspirante a notario y de notario, del sello de autorizar, de la antefirma y firma de los notarios, como también de los convenios de asociación, suplencia, sus modificaciones y terminación. Se llevará un expediente individual  por cada notario,  que se formará con la documentación  relacionada con la actividad notarial y que a juicio del director considere conveniente 

conservar;

VII.- Recibir para su inutilización los sellos que se hayan deteriorado, alterado o aparecido después de su extravío, así como los que no cumplan con los requisitos previstos en esta ley;

VII.- Llevar un registro de los testamentos que autoricen los notarios, de los cuales haya recibido aviso en cumplimiento de los dispuesto por la presente ley y rendir los informes que le soliciten;

IX.- Rendir información a las autoridades judiciales y administrativas competentes y a los notarios con respecto a los avisos a que se refiere la fracción que antecede;

X.- Dictaminar y calificar las solicitudes presentadas por los particulares para determinar la presencia de un trámite;

XI.- Expedir a los interesados o a sus causahabientes, previo al pago de derechos los testimonios de las escrituras o de actas asentadas en los protocolos que por disposición de la ley obren en su poder para conservación definitiva, debiendo observar las reglas previstas por esta ley para la expedición de los mismos;

XII.- Autorizar definitivamente aquellos instrumentos que estén  pendientes de este requisito, siempre y cuando aquellos se hayan otorgado con anterioridad a la vigencia de este ordenamiento y se cumplan previamente a ello con las obligaciones fiscales conducentes;

XII.- Revisar que los libros de protocolo cumplan con todos y cada unos de los requisitos previstos en esta ley, a efecto de recibirlos para su conservación definitiva;

XIV.- Levar el control de las actas que se levanten con motivo de las visitas que practica por si o a través de los visitadores de las dependencias a su cargo;

XV.- Custodiar en definitiva al protocolo que contenga la razón y de cierre y que deba tener un antigüedad de diez años a partir de la fecha de la razón;

XVI.- Recibir las inspecciones judiciales, cuando la ley así lo permitan;

XVII.- Constar debidamente fundadas y motivadas las consultas que le presente los notarios respecto a la aplicación de alguna disposición de esta ley;

XVIII.- Expedir a los notarios las credenciales o cédula de identificación notarial para el efecto de acreditarlo en el ejercicio de la función notarial.

La Dirección diseñara el formato de la credencial, la cual tendrá una vigencia indefinida y su alcances y efectos permanecerán inalterados mientras el notario se encuentre efectivamente en el ejercicio de su función, y 

XIX.- Las demás que sean propias y naturales del cargo o fije esta ley u otros ordenamientos jurídicos.

Artículo 208. Privacidad del archivo. El archivo de la Dirección es privada tratándose de documentos notariales que no tengan una antigüedad de mas de setenta años, de los cuales solamente los otorgantes de los mismos, los sucesores o causahabientes de estos, tendrán derecho a su consulta y que se les expida, previo al pago de derechos testimonios, copia certificada o simples.

Artículo 209. Publicidad del archivo. El director de la Dirección, los visitadores de Notarías y los empleados de esa dependencia oficial, deberán guardar reserva sobre los asuntos que se ventilen en la Dirección y del archivo, cuando este tenga el carácter de privado, de lo contrario, quien no lo haga, quedara sujeto a las disposiciones del Código Penal.

Artículo 211. Reglas especiales para la expedición de testimonios y copias certificadas. Si con motivo del ejercicio de la atribución que esta ley confiere a la Dirección al momento de expedir algún testimonio o copia certificada de un instrumento que obre en el protocolo del archivo, el director se percata que el instrumento de referencia carece de:

I.- Sello al margen superior izquierdo en alguna de las hojas;

II.- Sello en la autorización preventiva, o en la definitiva en instrumentos otorgados antes de la entrada en vigor de este ordenamiento;

III.- Firma del notario en la autorización del instrumento;

IV.- Antefirma o rubrica en las notas marginales y, en su caso, en las notas complementaria;

V.- Leyenda de autorización del instrumento; o

VI.- Salvadura de lo entrerrenglonado o testado;

En estos casos el titular de la Dirección expedirá el testimonio o copia certificada, mencionado en ella tales omisiones, indicando que se trata de una escritura irregular y sin prejuzgar sobre las consecuencias legales de las mismas.

Cuando el documento de que se trate contenga firma ostensiblemente diferente a la del notario que autoriza se procederá en los mismos términos a que se refiere el párrafo que antecede.

Con independencia de lo anterior, si el interesado consulta al Consejo acerca de las posibilidades de regularizar dichas anomalías, este, bajo su más estricta responsabilidad, coadyuvara con él ante la instancia competente.

CAPITULO II

Del Consejo de Notarios

Y  de los Colegios por Distrito

Artículo 212. La colegiación del notariado. La colegiación es inherente al cargo de notario, se produce o cancela inmediatamente con la adquisición o pérdida de tal carácter. La colegiación constituye materia de la Garantía Institucional que esta le reconoce en el notariado para beneficio de la sociedad.

La colegiación obligatoria constituye un órgano de control gremial, administrativo y una garantía para la sociedad que tutela la calidad de la función notarial.

Artículo 213. Del Consejo y de los Colegios por Distrito.  Cada Distrito Notarial tendrá su propio Colegio, al que pertenecerán los notarios del distrito de que se trate. Todos los notarios del estado pertenecerán al Consejo de Notarios de Coahuila de Zaragoza.

Esta ley otorga personalidad jurídica propia y autonomía al Consejo y a los Colegios de los distintos Distritos Notariales, sin embargo, sus objetivos siempre coincidirán con la finalidad de fortalecer a la instrucción notarial.

El Consejo y los Colegios de los distintos Distrito Notariales tienen reconocida, por esta ley, personalidad jurídica propia y autonomía, sin embargo, sus objetivos siempre están coordinados con la finalidad de fortalecer la función notarial del Estado.

El consejo tendrá su domicilio social en la capital del Estado, y los Colegios en la principal cabecera municipal del distrito notarial de que se trate.

El Consejo y los Colegios probaran sus propios estatutos los cuales deberán ajustarse a las disposiciones previstas por esta ley.

Artículo 214. Facultades y deberes del Consejo de Notarios del Estado. El Consejo tendrá las facultades y deberes siguientes.

 I.- Vigilar el cumplimiento de esta ley;

II.- Auxiliar al ejecutivo del Estado en materia de notariado.

III.- Promover y difundir los valores de la profesión notarial.

 IV.- Realizar estudios, proyectos o iniciativas tendientes al desarrollo, estabilidad y superación académica y moral del notariado;

V.- Analizar el contenido del derecho notarial y promover su integración con las diversas Leyes Federales y Estatales y en los planes de estudios de las diferentes universidades e instituciones de educación superior;

VI.- Proponer a la autoridades federales, estatales y municipales, la expedición de reformas de las leyes y reglamentos relacionados con el ejercicio de la función notarial;

VII.- Resolver las consultas escritas que le formulen los notarios, las autoridades y los particulares;

VII.- Defender a la institución notarial ante toda clase de autoridades y particulares;

IX.- Defender los intereses legítimos de los Colegios Notariales Distritales, y de los notarios miembros, con el acuerdo del Colegio del cual pertenezcan;

X.- Cuando así lo soliciten, previa aprobación del Consejo Directivo, actuar como conciliador o árbitro;

XI.- Establecer una oficina permanente en el domicilio social para el cumplimiento de sus fines, en especial para la atención y servicio de los  notarios miembros;

XII.- Establecer, organizar y promover un Instituto, Academia o Universidad Notarial u otras entidades del mismo género que difunden y enseñan tanto el contenido del derecho notarial, como el de las materias afines. Organizar las actividades académicas para brindar al notariado la capacitación permanente a que se refiere esta ley;

 XIII.- Establecer cómo organizar y promover una mutualidad notarial a nivel estatal que presente todo tipo de asistencia y auxilio legalmente posibles al notariado;

 XIV.- Colaborar con las autoridades u organización de la federación el Estado y los Municipios, principalmente en programas de vivienda y en la regularización de la tenencia de la tierra;

XV.-  Formar y tener al día informaciones sobre solicitudes de los exámenes de aspirante a notario;

XVI.- Intervenir en los procedimientos para acreditación del cumplimiento de los requisitos para ser aspirante de notario y notario;

XVII.- Intervenir en la preparación y desarrollo de exámenes de aspirante y de notario y someterlos a la consideración y, en su caso, aprobación de la autoridad competente;

XVIII.- Tomar las medidas que estime necesarias en el manejo de los protocolos de los notario para garantizar su adecuada conservación y autenticidad de los instrumentos, registros, apéndices y demás elementos que los integren, informando de ellos a la autoridad  competente;

XIX.- Proponer, para la aprobación de la autoridad competente, el arancel de notarios en términos de ésta ley y sus actualizaciones;

XX.- Intervenir como mediador y conciliador sobre la actividad de los agremiados en caso de conflictos de estos con terceros y rendir opinión a  las autoridades competentes;

XXI.- Actuar como administrador de arbitraje, árbitro, conciliador y mediador para la solución de controversias entre particulares; para tal efecto, pondrá designar, de entre sus agremiados, a quienes realicen tales funciones;

XXII.- Vigilar la disciplina de sus asociados en el ejercicio de sus funciones aplicar medidas disciplinarias y sanciones a los mismos de conformidad con su normatividad interna;

XXIII.- Adoptar las medidas conducentes para evitar el ejercicio de la profesión notarial o personas no autorizadas para ellos;

XXIV.- Expedir en los documentos notariales emitidos por notarios del estado  la apostilla que se refiere a la Convención de la Haya de 1961, previa autorización que el confiere a la autoridad federal competente y la notificación que corresponda al organismo internacional relativo.

También, legalizar los documentos notariales emitidos por notarios del Estado, que han de utilizarse en un país que no forme parte de la convención de la haya previa autorización que para ellos se otorgue al consejo por parte el Estado;

XXV.- Adquirir los bienes muebles e inmuebles necesarios o convenientes para el logro de sus fines sociales y funcionales; y

XXVI.- Las demás que prevenga esta ley y demás disposiciones relativas, así como las que prevengan los estatutos del Consejo.

Artículo 215. Facultades y deberes de los Colegios Distritales de Notarios del Estado. Los colegios de Notarios del estado tendrán las facultades y deberes siguientes:

I.- Vigilar el cumplimiento de esta ley;

II.- Auxiliar al Ejecutivo del Estado en materia de notariado;

III.- Promover y difundir a los valores de la profesión notarial;

IV.- Realizar estudios, proyectos o iniciativas tendientes al desarrollo, estabilidad y superación académica y moral del notariado;

V.- Analizar el contenido del derecho notarial y promover su integración en las diversas leyes Estatales y en los planes de estudios de las diferentes universidades e instituciones de educación superior;

VI.- Proponer al Consejo para que éste, a su vez lo proponga al Ejecutivo de Estado las expediciones y reformas de reglamento o leyes que conduzcan al progreso de la institución;

VII.- Resolver las consultas escritas que la formulen los notarios de su Distrito   y las autoridades y los particulares de su adscripción territorial;

VIII.- Proteger los intereses legítimos de la institución Notarial, así como a sus notarios miembros, ante toda clase de autoridades y particulares;

IX.- Cuando así se lo soliciten, actuar como mediador, conciliador o árbitro;

X.- Establecer una oficina permanente en el domicilio social para el cumplimiento de sus fines, en especial para la atención y servicios de los notarios miembros; 

XI.- Organizar las actividades académicas para brindar al notario la capacitación permanente que se refiere esta ley;

XII.- Colaborar con las autoridades y organismos de la Federación, el Estado y los Municipios, principalmente en programas de vivienda y en la regularización de la tenencia de la tierra;

XIII.- Intervenir en los procedimientos para acreditación del cumplimiento de los requisitos para ser aspirante a notario y notario;

XIV.- Intervenir en la preparación y desarrollo de exámenes de aspirante y de notario para someterlo a las consideraciones del Consejo;

XV.- Proveer a los notarios de su Distrito de los folios que integren su respectivo protocolo. Para cumplir dicha responsabilidad, el Colegio elegirá la calidad del papel, medios de seguridad e indelebilidad del mismo y las condiciones con las cuales deberá recibir los folios del impresor, procurando que sean las más adecuadas para el instrumento  notarial, informando de ello el Consejo. En los casos previstos por esta ley, un Colegio podrá proveer los folios a otros notarios distintos a los de su Distrito.

XVI.- Proponer al Consejo para que éste a su vez, le proponga al Ejecutivo del Estado el arancel de notarios en términos de esta ley y sus actualizaciones;

XVII.- Intervenir como mediador, conciliador y arbitrario, sobre la actividad de los agremiados en caso de conflictos de éstos como terceros y rendir opinión a las autoridades competentes;

XVIII.- Actuar como administrador de arbitraje, árbitro, conciliador y mediador para la solución de controversias entre particulares; para tal efecto, podrá designar, de entre sus agremiados, a quienes realicen tales funciones;

XIX.- Vigilar la disciplina de sus asociados en el ejercicio de sus funciones; aplicar medidas disciplinarias y sanciones a los mismos de conformidad con su normatividad interna;

XX.- Adoptar las medidas conducentes a evitar el ejercicio de la profesión notarial por personas no autorizadas para ello;

XXI.- Adquirir los bienes muebles e inmuebles necesarios o convenientes para el logro de sus fines sociales y profesionales, y 

XXII.- Las demás que prevenga está ley y demás disposiciones relativas, así como las que prevengan los estatutos del Colegio.

Los objetivos del Consejo y los Colegios coinciden en la finalidad de fortalecer al Notariado del Estado en su conjunto, sin prejuicio de la autonomía e independencia de los Colegios de los distintos Distritos Notariales.

Artículo 216. Limitaciones de las finalidades gremiales. El consejo y los Colegios no intervendrán en asuntos de carácter partidista y religioso, quedándoles prohibido tratar asuntos de tal naturaleza en sus asambleas, reuniones y actos públicos o usar su nombre para tales fines. Sin embargo, podrán participar en asuntos de carácter público y utilidad social, así como cualquier otra actividad gremial, no consideradas como actividades religiosas y partidistas.

Artículo 217. Del Consejo Directivo del Consejo de Notarios. El consejo de Notarios del Estado de Coahuila de Zaragoza será representado por un Consejo Directivo que estará integrado por un presidente, un vicepresidente, un secretario, un tesorero y cuatro vocales; todos ellos serán notarios titulares en ejercicio, y durarán en su cargo dos años que iniciarán el día 01 de Abril del año siguiente al de su elección; pero continuarán en funciones hasta que el nuevo consejo directivo haya sido electo y tome posesión del cargo.

Las facultades y poderes del Consejo serán determinados por la Asamblea.

El consejo Directivo de cada Colegio local será organizado en los términos anteriores, sin embargo, el número de consejeros podrá disminuir si se considera conveniente.

Artículo 218. Elección del Consejo Directivo del Consejo de Notarios. El Consejo Directivo será renovado cada dos años, y para ello deberá observarse lo siguiente:

I.- La convocatoria deberá ser emitida por el presidente del Consejo, con treinta días naturales de anticipación al día de la elección, la cual deberá ser notificada a todos los notarios del Estado en sus respectivas oficinas, vía fax o por cualquier otro medio que no deje lugar a dudas.

Concluido el período mencionado en el párrafo anterior, si el presidente no emite la convocatoria en el plazo señalado para renovar el Consejo Directivo, ésta podrá ser emitida a solicitud de tres presidentes de los Colegios Distritales.

II.- La elección del Consejo se hará mediante planilla, la cual deberá ser registrada, por lo menos, ocho días antes al día de la elección, la plantilla deberá precisar el nombre completo de los candidatos, el cargo que en su caso ocuparán y la firma de cada uno de los que hayan aceptado ser propuestos.  

III.- El Consejo en funciones definirá a una comisión electoral que tendrá por finalidad organizar la elección, vigilarla, hacer el cómputo y dar a conocer el resultado de la misma. La logística se dará a conocer al Notariado del Estado con la anticipación suficiente.

La comisión electoral estará integrada por cinco notarios, que deberán ser personas que tengan ascendencia moral en el Notariado y que sean representativas de los diferentes Distritos Notariales.

La elección simple tendrá verificativo la última semana del mes de Octubre.

Cada casilla estará integrada por un representante de la comisión electoral, un representante del Colegio donde se instale, y un representante del Colegio de cada candidato. El candidato podrá renunciar al derecho de designar representante en la casilla.

IV.- El voto será directo y secreto. Los notarios del Estado sufragarán en el Distrito de su adscripción en la urna que se instalará para tal efecto en el local que ocupe su Colegio. El voto será personal y no podrá efectuarse a través de representante.

V.- El computo de la elección se hará simultáneamente en todos los Distritos Notariales a partir de las dieciocho horas en la que deberá ser cerrada la casilla.

VI.- En cada uno de los Distritos Notariales se levantara un acta circunstanciada en donde conste la instalación de la casilla, el nombre completo de los funcionarios de la misma y los representantes de los candidatos, los incidentes de la elección, el cómputo de la misma y el resultado de la votación. Cada uno de los funcionarios de casilla y los representantes de candidato deberán firmar el acta.

Los resultados serán enviados de inmediato, vía fax, a la comisión electoral, y posteriormente se remitirán los originales para debida constancia. En las instalaciones de la comisión se concentrará el cómputo total de la votación.

VII.- El resultado total de la votación se dará a conocer una vez realizados los cómputos de los Distritos, y el resultado final se dará a conocer por el presidente de la comisión electoral, quien deberá también notificar inmediatamente, vía fax, a cada Distrito Notarial.

Artículo 219. Requisitos para ser integrante del Consejo Directivo. Para ser integrante del Consejo Directivo se requiere:

   I.- Para presidente:

a) Ser notario titular con diez años de antigüedad y que por lo menos, los últimos tres años anteriores a la elección, haya ejercido el notariado de manera continua.

b) Estar al corriente en el pago de sus cuotas en el Consejo y en el Colegio de que se trate.

   II.- Para consejero:

a) Ser notario titular con una antigüedad mínima de cinco años.

b) Estar al corriente en el pago de sus cuotas en el Consejo y en el Colegio de que se trate.

Artículo 220. Elección del Consejo Directivo de los Colegios. La elección de los Consejos Directivos de los Colegios se realizarán la segunda quincena del mes de Marzo, y el procedimiento para la elección será determinada por sus propios estatutos.

Artículo 221. Casos para distritos con menos de cuatro notarios. Cuando un Distrito Notarial no cuente con más de tres notarios titulares en ejercicio, éstos podrán adherirse a otro Colegio, quedando, como consecuencia, sujeto al estatuto del Colegio al que se adhieren.

Artículo 222. Obligaciones de los notarios. El notario tiene la obligación de pagar al Consejo y al Colegio al que pertenezca las cuotas de membresía que se determinen para tal efecto.

El notario podrá ejercer sus derechos como asociado siempre y cuando se encuentre al corriente en sus cuotas.

El hecho de no pagar las cuotas al Consejo y al Colegio, no exime al notario de las obligaciones que esta ley y los estatutos respectivos determinen.

Artículo 223. Obligaciones de los notarios. En relación con el consejo y los Colegios, son obligaciones de los notarios las siguientes:

I.- Desempeñar los cargos y las comisiones que les sean asignadas por los órganos del Consejo y del Colegio;

II.- Ser parte del jurado o vigilante en exámenes de aspirante a notario y de notario;

III.- Asumir el carácter de notario visitador y coadyuvante de los visitadores de notarías, cuando fuere designado para ello;

IV.- Pagar las correspondientes cuotas de asociado;

V.- Asistir personalmente a las asambleas, teniendo en ellas derecho a voz y voto, y

VI.- Las demás que establezcan las leyes y los estatutos del Consejo y del Colegio.

T R A N S I T O R O S

Primero. La presente ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza estará en vigor noventa días después de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Segundo. Se abroga la ley del Notariado del Estado de Coahuila de Zaragoza publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, número 11, del 6 de febrero de 1979 y sus reformas subsecuentes. .

Tercero. Se abrogan todas las disposiciones legales, decretos y circulares que se opongan a la presente ley.

Cuarto. El Consejo de Notarios del Estado de Coahuila de Zaragoza, contará con un plazo de tres meses, contados a partir de la entrada a vigor de esta ley, para presentar al Ejecutivo del Estado el proyecto de arancel para el cobro de honorarios por la prestación de servicios de fe.

Hasta en tanto no se apruebe el nuevo arancel para el ejercicio de la función notarial, estará vigente el arancel publicado en la ley referida en el segundo artículo transitorio de esta ley.

Quinto. Para los efectos legales de esta ley, se consideran sinónimos los vocablos: “Fiat”, “Nombramiento”, “Titulo” y “Patente”, como expresiones para conferir la investidura de notario.

Sexto. El Consejo de Notarios del Estado de Coahuila y los Colegios de cada uno de los Distritos Notariales de los Estados, deberán remitir a la Dirección General de Notarías, en un plazo no mayor de tres meses contados a partir de la entrada en vigor de esta ley, sus estatutos sociales que deberán estar ajustados a las disposiciones de esta ley.  

Séptimo.- Tratándose de las sucesiones intestamentarias y testamentarias ante notario y de los procedimientos sin litigio previstos por esta ley, cuando los ordenamientos legales se refieran con relación a dichos documentos a “actas fuera de protocolo”, deberá entenderse que se refieren al protocolo especial de la función notarial, debiéndose observar las disposiciones de esta ley para la tramitación de esos asuntos.  

Dado en el salón de Sesiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo. Coahuila a los 05 días del mes de abril del 2016
ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”GRUPO PARLAMENTARIO “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO 
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

    COORDINADOR

DIP. YOLANDA O. ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSE A. PRUNEDA VALDEZ

INICIATIVA con proyecto de decreto que ADICIONA LA FRACCIÓN IV AL ARTICULO 106 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, que presenta el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México.

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.-

La creciente demanda de los nuevos modos de desplazamiento y el aumento de la urbanización, han dado como resultado una naturaleza cada vez más sedentaria, generado un descenso en la actividad física, y creando cambios en los hábitos de alimentación. De tal forma, conforme algunas estimaciones de la Organización Mundial de la Salud, para 2010 alrededor de 40 millones de niños menores de cinco años ya se encontraban bajo este supuesto, presentando problemas de sobrepeso.
 

El sobrepeso y la obesidad son el quinto factor principal de riesgo de defunción en el mundo, cada año fallecen 2,8 millones de personas adultas, el 44% de diabetes, 23% de cardiopatías isquémicas y entre el 7% y 41% de cánceres atribuibles al sobrepeso y la obesidad.

Es por ello que la estrategia mundial de la OMS sobre régimen alimentario, actividad física y salud, expone las medidas para apoyar una alimentación saludable y una actividad física periódica, exhortándonos a mejorar los regímenes de alimentación y actividad física entre la población, y a establecer sugerencias para la promoción de una nutrición y activación física saludable en la escuela
. 

Recordemos que en los países de ingresos bajos y medianos, la causa fundamental del sobrepeso es debido a que los niños están expuestos a recibir alimentos hipercalóricos, ricos en grasa, azúcar y sal, y pobres en micronutrientes, provocando un desequilibrio energético entre calorías consumidas y gastadas; estos hábitos, junto con una escasa actividad física, dan como resultado un crecimiento acelerado de la obesidad infantil; Según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), México se encuentra en el segundo lugar a nivel mundial con obesidad.

Los niños obesos sufren dificultad respiratoria, riesgo de fracturas e hipertensión, presentan síntomas de enfermedad cardiovascular, resistencia a la insulina y efectos psicológicos, además del riesgo de contraer diabetes, trastornos del aparato locomotor, enfermedades cardiovasculares, y algunos cánceres. De acuerdo a la International Obesity Taskforce (IOT) el 28.1% de los niños y el 29% de las niñas en México padecen de este problema.5
Es por lo anterior, que en 2011 se realizó en el Estado la Encuesta Estatal de Hábitos de Alimentación y Actividad Física (ENHAAF 2011) en la cual se detectó que: 

· Una familia de 5 integrantes consume en promedio 500 litros de refresco al año; 

· Pasamos más de 3 horas al día frente el televisor o computadora;

· Se consume más del 53.1% de calorías recomendadas al día;

· Se ingiere comida chatarra 5.4 días a la semana;

· 1 día a la semana se consumen verduras.
 
Debido a esto, el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, contempló y puso en marcha el programa Mídete, Nútrete y Actívate, que promueve la sana alimentación, activación física, recreación y deporte, para mejorar la calidad de vida de los agentes educativos, que tras realizar 521 mil 336 mediciones en el estado, observó que ocupamos el quinto lugar en obesidad a nivel nacional.

Aunado a esto, el Gobierno Federal reformó en 2013 el artículo 3º de la Constitución Política, estableciendo que las autoridades competentes deberán prohibir en todas las escuelas los alimentos que no favorezcan la salud de los educandos, así mismo dispuso una serie de medidas para prohibir la comida chatarra y eliminar los productos no saludables en las escuelas de preescolar, primaria y secundaria del país, y generó la Estrategia Nacional para la Prevención y Control del Sobrepeso, la Obesidad y la Diabetes,
 que prevé la promoción de estilos de vida saludables.

Sin embargo todo esto no ha sido suficiente, en el Estado de Coahuila 3 de cada 10 niños padecen de sobrepeso u obesidad, y solo 36 de cada 100 niños y jóvenes realizan alguna actividad física;
 Por lo que con la finalidad de reforzar nuestros ordenamientos en la materia, y las acciones tendientes a solventar esta problemática, se pretende adicionar como facultad a la Secretaría de Salud, el impulsar la prevención y control del sobrepeso, obesidad y demás trastornos de la conducta alimentaria, además de apoyar, en coordinación con la Secretaría de Educación Pública, en la detección y seguimiento de peso, talla, e índice de masa corporal en los centros escolares de educación básica.

El promover hábitos nutricionales saludables es una preocupación mundial, y el solucionar este problema en Coahuila significaría un avance que marcaría las futuras acciones en materia de educación y salud pública. La sana alimentación y la salud, son derechos indispensables para el desarrollo de la sociedad, por lo que es nuestra obligación establecer los mecanismos necesarios para su correcto desarrollo.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

INICIATIVA con proyecto de decreto que ADICIONA LA FRACCIÓN IV AL ARTICULO 106 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, que presenta el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México.

Artículo 106. … 

I. a III. …

IV. Impulsar la prevención y control del sobrepeso, obesidad y demás trastornos de la conducta alimentaria; y en coordinación con la Secretaría de Educación Pública, la detección y seguimiento de peso, talla, e índice de masa corporal en los centros escolares de educación básica.

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a 5 de abril de 2016.

A T E N T A M E N T E
POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”

DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 13 EN SU FRACCIÓN IX DE LA LEY FORESTAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

En atención a la siguiente:

Exposición de motivos
Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) en su último CENSO Agropecuario denominado Panorama Agropecuario de Coahuila de Zaragoza, nuestro Estado cuenta con una  reducida superficie arbolada y/o  superficie forestal.

La superficie ocupada con bosque o selva es 89 546.8 hectáreas. El volumen de madera obtenido en esta superficie es 145 693.3 metros cúbicos. En este mismo estudio encontramos la definición de cada una de las superficies con las que se cuenta en el estado, es decir que se le denomina Superficie de bosque: a aquella  área cubierta con árboles, generalmente de gran altura, que se desarrollan principalmente en zonas de clima templado o frío. En unos casos existe un número reducido de especies, entre las que destacan el pino, encino, oyamel, cedro, roble, etcétera; en otros casos se presenta mayor diversidad, en función del clima, entre las más representativas se encuentran: liquidámbar, sauce, ahuehuete, álamo y fresno, entre otras; de igual forma la Superficie de selva: es aquella área cubierta con vegetación arbórea, alternada con una gran diversidad de especies de rápido crecimiento que, principalmente, se localiza en zonas tropicales. Entre los árboles de interés, se encuentran especies tales como caoba, palo de agua, ramón, cedro rojo, pochote, palmas, entre otras.

Analizando los resultados que arroja el estudio en comento, nos podemos percatar que son pocas las hectáreas con las que contamos en el Estado que permiten dar una bocanada de aire fresco,  si nos vamos a los terribles resultados que arrojan los incendios forestales registrados en los últimos años, como lo son:

· Hasta el 9 de febrero de  2016 se contabilizan 22 incendios forestales con una superficie afectada de 298.65 hectáreas.

· En 2014 se reportaron 55 incendios forestales y una afectación de 2 mil 485 hectáreas. 

· El año 2013 registró 20 incendios con daños en 128 hectáreas.

· El 2011hasta ahora es el peor año con 161 incendios que consumieron 424 mil 539.73 hectáreas.

· En 2010 se presentaron 69 siniestros que dañaron 4 mil 611.5 hectáreas.

· 2009 reportó 131 siniestros que afectaron 21 mil 475 hectáreas.

· En 2008 se suscitaron 171 incendios con 24 mil 428 hectáreas quemadas.

Podemos percatarnos, que estamos terminando con nuestra riqueza natural si a esta información le sumamos la falta de cultura no solo forestal para evitar los incendios, sino también la falta de cultura ambiental en cuanto a la limpieza de estas áreas, nos podemos percatar que nuestra sociedad no le esta dando la importancia a la preservación de nuestros bosques.

Es una pena que noticias negativas en cuanto al cuidado de nuestros bosques sean las que ganen espacios después de cada periodo vacacional, en casi todos los diarios de la región sureste las principales noticias se basaron en las grandes toneladas de basura que los paseantes dejaron en las sierras, principalmente en la sierra de Arteaga, el año pasado fueron más de 170 toneladas de basura las que según datos proporcionados por el alcalde del municipio, fueron recolectadas por el municipio, desgraciadamente este año no fue la excepción, según declaraciones del munícipe, el cual también mencionó que las cifras finales de este año aun no se tienen.
Es indispensable manifestar en la ley, las inquietudes que sigan surgiendo conforme nuestra vida avanza, para que de esa manera las nuevas generaciones tomen con un pie adelante las problemáticas que se les presenten; debemos coadyuvar gobierno y sociedad para la creación de mejoras en beneficio de nuestra naturaleza, educar y concientizar a la ciudadanía para que adquieran una cultura forestal, es algo que nos compete a todos.  

Por lo que con antelación se ha expuesto, les pido compañeras y compañeros diputados que me den su apoyo para la aprobación de la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 13 EN SU FRACCIÓN IX DE LA LEY FORESTAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma y adiciona el artículo 13 en su fracción IX de la Ley Forestal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 13. Corresponde a los municipios, de conformidad con esta ley y disposiciones legales locales en la materia, las siguientes atribuciones:

I.
(…)

II.
(…) 

III.     (…)

IX. Crear y promover programas y proyectos de educación, capacitación, prevención, investigación y cultura forestal;

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 5 de abril del  2016.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis  conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Ley Estatal de Salud, con objeto de crear la Procuraduría de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El derecho a la salud se encuentra plasmado en la Constitución Federal bajo la siguiente redacción:

Artículo 4o….

….

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.

….

De igual forma, resulta oportuno citar las siguientes disposiciones de la Ley General de Saludo, por su relación con el objetivo de la presente iniciativa:

Artículo 2o.- El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes finalidades:


….

V. El disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la población….

Artículo 6o.- El Sistema Nacional de Salud tiene los siguientes objetivos
I.- Proporcionar servicios de salud a toda la población y mejorar la calidad de los mismos….

III. Colaborar al bienestar social de la población mediante servicios de asistencia social, principalmente a menores en estado de abandono, ancianos desamparados y personas con discapacidad…

Artículo 23.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por servicios de salud todas aquellas acciones realizadas en beneficio del individuo y de la sociedad en general, dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la persona y de la colectividad.

Artículo 25.- Conforme a las prioridades del Sistema Nacional de Salud, se garantizará la extensión cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud, preferentemente a los grupos vulnerables.

Artículo 26.- Para la organización y administración de los servicios de salud, se definirán criterios de distribución de universos de usuarios, de regionalización y de escalonamiento de los servicios, así como de universalización de cobertura.

En los hechos, el abanico de instituciones públicas que prestan servicios de salud a la población es variado, entre los principales podemos citar:

I.- IMSS

II.- ISSSTE

III.- Seguro Popular

IV.- Sedena.

V.- Marina.

V.- Servicios médicos magisteriales; e:

VI.- Instituciones que operan bajo convenios de colaboración.

La Auditoría Superior de la Federación, en el Informe del Resultado de la Cuenta Pública 2014, señaló que aproximadamente cuatro millones de mexicanos no cuentan con cobertura médica de ningún tipo: (IMSS, ISSTE, Seguro Popular…) Proporcionando  las cifras siguientes: “50.2 millones de afiliados mayores de 5 años, equivalente al 49.3% de ese segmento de la población, mientras que 47.8 millones, 46.9% de la población, era derechohabiente de alguna institución de seguridad social. Casi 4 millones de mexicanos mayores de 5 años, 3.8% de la población, carece de acceso alguno a servicios de salud.

Ante ello, el organismo urgió a la Comisión Nacional de Protección Social en Salud, administradora del Seguro Popular, a que investigue las causas por las que no se ha logrado la cobertura universal en salud….

Pero, el problema de la falta de cobertura no es el único que debe enfrentar la población; para abreviar, tenemos los siguientes:

I.- El desconocimientos de sus derechos de acceso al servicio médico, de parte de las instituciones que tutelan sus prerrogativas como derechohabientes, a veces por cuestiones burocráticas, tecnicismos, o, de plano, por corrupción y conductas dolosas para coartarles su derecho de acceso a la atención médica.

II.- La falta de personal, equipo o medicinas especializadas en la institución responsable, haciendo necesario, en justo derecho, que sean canalizados a otra institución o clínica privada para ser atendidos correctamente.

III.- La insensibilidad para quienes ameritan atención urgente o una cirugía que no permite demora, falleciendo muchos de ellos por la espera a que son sometidos.

IV.- La falta de coordinación entre instituciones del sistema nacional de salud, especialmente las públicas, para apoyarse e intercambiar recursos para la atención de pacientes que requieren tratamientos especializados, como los necesarios para el cáncer. Y;

V.- La falta de políticas públicas, programas y acciones para asegurar a toda la población la atención médica a la que tienen derecho en base a las leyes ya existentes.

En este tenor, debemos resaltar que la garantía de acceso a la salud de los mexicanos, contrario a lo que muchos políticos señalan, no se cumple por tener un número de afiliación al IMSS o ISSTE, por estar en el padrón del Seguro Popular. Se cumple cuando la persona recibe la atención médica que necesita, de forma oportuna y con calidad.

Para robustecer nuestros argumentos, nos permitimos citar algunos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en materia de acceso a la salud:
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Primera Sala

Fuente: Apéndice 1917-Septiembre 2011, Tomo I. Constitucional   
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DERECHO A LA SALUD. SU PROTECCIÓN EN EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE SALUD.



El derecho a la salud, entre varios elementos, comprende: el disfrute de servicios de salud de calidad en todas sus formas y niveles, entendiendo calidad como la exigencia de que sean apropiados médica y científicamente, esto es, que exista personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, y condiciones sanitarias adecuadas. De lo anterior se desprende que para garantizar el derecho a la salud, es menester que se proporcionen con calidad los servicios de salud, lo cual tiene estrecha relación con el control que el Estado haga de los mismos. Esto es, para garantizar la calidad en los servicios de salud como medio para proteger el derecho a la salud, el Estado debe emprender las acciones necesarias para alcanzar ese fin. Una de estas acciones puede ser el desarrollo de políticas públicas y otra, el establecimiento de controles legales. Así, una forma de garantizar el derecho a la salud, es establecer regulaciones o controles destinados a que los prestadores de servicios de salud satisfagan las condiciones necesarias de capacitación, educación, experiencia y tecnología, en establecimientos con condiciones sanitarias adecuadas y en donde se utilicen medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, tal como dispone el legislador ordinario en el artículo 271, segundo párrafo de la Ley General de Salud.
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SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 4o., TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES UNA RESPONSABILIDAD SOCIAL.

La Ley General de Salud, reglamentaria del citado precepto constitucional, precisa que los servicios de salud, atendiendo a los prestadores de los mismos, se clasifican en: a) servicios públicos a la población general, que se prestan en establecimientos públicos de salud a los residentes del país, regidos por criterios de universalidad y de gratuidad, cuyas cuotas de recuperación se fundarán en principios de solidaridad social y guardarán relación con los ingresos de los usuarios, debiéndose eximir del cobro cuando éstos carezcan de recursos para cubrirlas; b) servicios a derechohabientes de instituciones públicas de seguridad social, que son los prestados a las personas que cotizan o las que hubieren cotizado conforme a sus leyes, así como los que con sus propios recursos o por encargo del Ejecutivo Federal se presten por tales instituciones a otros grupos de usuarios; c) servicios sociales y privados, los primeros se prestan por los grupos y organizaciones sociales a sus miembros y beneficiarios de los mismos, directamente o mediante la contratación de seguros individuales y colectivos, y privados, los que se prestan por personas físicas o morales en las condiciones que convengan con los usuarios, sujetos a las leyes civiles y mercantiles, los cuales pueden ser contratados directamente por los usuarios o a través de sistemas de seguros individuales o colectivos y, d) otros que se presten de conformidad con la autoridad sanitaria, como lo son aquellos que conforman el Sistema de Protección Social en Salud, previsto para las personas que no sean derechohabientes de las instituciones de seguridad social o no cuenten con algún otro mecanismo de previsión social en salud, que será financiado de manera solidaria por la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los propios beneficiarios mediante cuotas familiares que se determinarán atendiendo a las condiciones socioeconómicas de cada familia, sin que el nivel de ingreso o la carencia de éste sea limitante para acceder a dicho sistema. Lo anterior permite advertir que el derecho a la protección de la salud se traduce en la obligación del Estado de establecer los mecanismos necesarios para que todas las personas tengan acceso a los servicios de salud y que en virtud de que ésta es una responsabilidad que comparten el Estado, la sociedad y los interesados, el financiamiento de los respectivos servicios, no corre a cargo del Estado exclusivamente, pues incluso, se prevé el establecimiento de cuotas de recuperación a cargo de los usuarios de los servicios públicos de salud y del sistema de protección social en salud, que se determinan considerando el costo de los servicios y las condiciones socioeconómicas de los usuarios, eximiéndose de su cobro a aquellos que carezcan de recursos para cubrirlas, de ahí que la salud sea una responsabilidad que comparten indisolublemente el Estado, la sociedad y los interesados, con base en criterios de capacidad contributiva y redistribución del ingreso.

Creemos necesario que exista en nuestra entidad una Procuraduría de la Salud, como un órgano centralizado o descentralizado de la Secretaría de Salud del Estado, que se encargue de brindar a la población asesoría, orientación y apoyo para ayudarles a defender sus derechos de acceso a la salud, y aquellos derivados de sus prerrogativas como derecho habientes de una institución, sin menoscabo del apoyo que requieren las personas sin cobertura médica y quienes, contando con ella, no disponen de la atención necesaria por no contar su institución con los medios y recursos humanos, materiales y tecnológicos necesarios. 

De este modo crearíamos una instancia legal y de representación más que necesaria ante la abrumadora cantidad de problemas que deben enfrentar las personas cuando se trata de acceder a servicios médicos. Contribuiríamos en forma positiva y evidente a la reducción de los problemas ya señalados y le brindaríamos a los coahuilenses una posibilidad real de contar con apoyo en esos momentos difíciles en que deben enfrentar burocracia, apatía, indiferencia y hasta corrupción al tratar de recibir la atención médica a la que tienen derecho.

La idea no es descabellada ni ociosa; hemos creado en este país y en Coahuila procuradurías para diversos rubros de la vida pública, entre otras: Procuraduría Federal del Consumidor, Procuraduría del Medio Ambiente, y la Procuraduría Fiscal. En Coahuila tenemos una Procuraduría Social, otra del Medio Ambiente y una para la Defensa de los Derechos del Contribuyente. Esto se debe a la utilidad ampliamente demostrada de este tipo de instancias en materia de representación y defensa de derechos específicos de la sociedad.

Abundando a lo antes mencionado, el Presidente de la República anunció hace días que para el mes de septiembre presentará al Congreso de la Unión una iniciativa de reforma para crear el Seguro Universal de Salud, para garantizar a todos los mexicanos el acceso con condiciones mínimas a la seguridad social y bienestar e,  incluso, una pensión para el retiro y un seguro de desempleo, dando cumplimiento a una de sus promesas de campaña; también se pretende garantizar el abasto de medicamentos en calidad y cantidad suficiente y las tecnologías para tratar males que demandan la utilización de instrumentos de última generación. El gobierno federal reconoció que aún hay en el país 23.5 millones de personas que no cuentan con ningún sistema de salud.

Concordante con los dichos del Presidente Enrique Peña Nieto, la que suscribe, me he pronunciado en esta tribuna en forma reiterada sobre los problemas de infraestructura sanitaria de nuestra entidad, desde el caso de la unidad oncológica para Piedras Negras y los municipios aledaños, hasta las demandas que se refieren a que Instituto Nacional del Seguro Social (IMSS) y  a su homólogo del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales del Estado (ISSSTE); así como a las Secretarías de Salud del Gobierno Federal y del Estado de Coahuila de Zaragoza realicen las acciones necesarias para dotar de los medicamentos e insumos necesarios a las clínicas de ambos institutos y al Centro de Salud ubicados en el municipio de Parras de la Fuente, Coahuila. 

De igual modo seguimos insistiendo en que la Unidad de Oncología de Piedras Negras brinde servicio a toda la población, sin importar a qué sistema o institución estén afiliados o si no cuentan con cobertura médica alguna, esto para observar un verdadero impacto social en la salud de los habitantes de la Región de los Cinco Manantiales que sufren de cáncer.

Reiteramos que esta Procuraduría de la Salud  tendría funciones de orientación, información y gestoría en materia de acceso a la salud de los ciudadanos coahuilenses y de quienes residen temporalmente o transitan por nuestro territorio.  

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se adiciona un nuevo contenido  la fracción III del artículo 3, y se recorre el actual a la fracción IV que se crea; se agrega un nuevo contenido a la fracción XXIII y se recorre el actual a la XXIV que se crea, del apartado A del artículo 4; se crea el artículo 7o Bis, y se adiciona un nuevo contenido a la fracción IX, recorriendo el actual a la fracción X que se crea, del apartado A del artículo 12   de la Ley Estatal de Salud, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

Artículo 3º……
I. 
………..

II. 
……….

III. 
La Procuraduría de la Salud, y

IV.  Los Ayuntamientos en el ámbito de su respectiva competencia.

Artículo 4o. En los términos de la Ley General de Salud y de la presente Ley, corresponde al Estado de Coahuila.

A. En materia de Salubridad General:

I a la XXII……

XXIII. Por conducto de la Procuraduría de la Salud, brindar a todos los ciudadanos coahuilenses y a las personas que residen o transitan por el estado, la orientación y apoyos necesarios para que accedan a los servicios médicos a que tienen derecho y, en su caso, puedan resolver los problemas que les inhiben o entorpecen el adecuado goce de los mismos, y

XXIV. Las demás que establezca la Ley General de Salud y otras disposiciones aplicables.

………

7º Bis.- La Procuraduría de la Salud, como organismo descentralizado adscrito a la Secretaría de Salud, será la encargada brindar la orientación y, en su caso, realizar las gestiones necesarias para apoyar a los ciudadanos derechohabientes, beneficiarios asegurados, afiliados o cualquier otra definición que se les dé, en el ejercicio de sus derechos de acceso a la salud, incluyendo lo relativo a trámites de afiliación a las diversas instituciones, traslados y atención urgente de pacientes con enfermedades o lesiones graves, acceso a médicos especialistas, medicinas y tecnología con la que no se cuente en las instituciones a las que pertenecen o les sean negados sin razón válida por éstas; así como orientación en materia de seguridad social, y atención médica para las personas que no cuentan con ningún tipo de cobertura institucional o privada. 

La Procuraduría contará además con las atribuciones establecidas en el decreto de creación respectivo y en los reglamentos correspondientes; y deberá disponer de al menos una delegación en cada región del estado.

…..

Artículo 12. Corresponde al Gobierno del Estado por conducto de la Secretaría de Salud del Estado:

A. En materia de Salubridad General:

I a la VIII……

IX.
Vigilar por conducto de la Procuraduría de Salud que todos los coahuilenses y quienes residen de forma temporal en la entidad o se encuentran de paso, puedan acceder a los servicios de salud a que tienen derecho, incluyendo el apoyo necesario para que las personas que no están afiliadas a ninguna institución médica puedan acceder a este derecho.

X. Las demás atribuciones que sean necesarias para hacer efectivas las facultades anteriores y las que deriven de esta Ley y demás disposiciones generales aplicables.

………….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El Ejecutivo del Estado, en un plazo no mayor a 120 días contados a partir de la publicación de este decreto, deberá realizar las acciones necesarias en coordinación con la Secretaría de Salud para expedir el decreto de creación de la Procuraduría de Salud; y ésta deberá entrar en funciones dentro de los 45 días posteriores a la publicación del mismo en el Periódico Oficial.

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 05 DEL MES DE ABRIL DE 2016

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS




DIP. JESUS DE LEON TELLO

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTÍZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA, POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE EDUCACIÓN ASÍ COMO DE LA LEY DE SISTEMA ESTATAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS NIÑOS Y NIÑAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.

Con fundamento en los artículos 59 fracción I y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como conforme a lo dispuesto por los artículos 152 y  163 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presentamos la siguiente iniciativa de decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Estatal de Educación así como de la Ley de Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de los Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, conforme a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En favor del sano desarrollo de la niñez en México debemos emprender nuevas y más eficaces estrategias que nos permitan garantizarles sus derechos y combatir la violencia o maltrato contra los niños, niñas y adolescentes desde todos los ámbitos posibles.   

Diversos ordenamientos jurídicos imponen al servicio educativo la obligación de tomar medidas que aseguren al educando la protección y el cuidado necesario para preservar su integridad física, psicológica y social e imponen la carga de informar inmediatamente a la autoridad correspondiente cuando se tenga conocimiento de que un niño, niña o adolescente sufre maltrato o violencia familiar.

El maltrato infantil es totalmente inaceptable, vulnera derechos fundamentales de los niños, niñas (y adolescentes),  y  por lo  tanto, debe  ser detenido, cuanto antes mejor, para ello es preciso tomar conciencia de la gravedad del problema y de la necesidad de asumir nuestro rol como agentes de prevención y de cambio. Debemos aumentar y eficientar las estrategias que nos permitan detectar si nuestros niños sufren algún tipo de maltrato infantil. Y además  saber qué hacer en estos casos.  
En este sentido, la escuela y los docentes pueden y deben cumplir un papel importante.

Estamos acostumbrados a relacionar la violencia con la evidencia de un daño físico, detectable a simple vista, sin embargo, la violencia no siempre se ve, el maltrato no siempre es notorio, ocurre en la intimidad de la vida de quien lo sufre, puede ejercerse sin dejar huella física en el cuerpo o en ocasiones las evidencias sanan o pueden ser soportables en muy poco tiempo sin haber sido percibidas por alguien que pueda proporcionar la ayuda necesaria, tal como podría ocurrir en lo que muchas veces las instituciones educativas pueden considerar unos días de ausencia escolar.
La violencia familiar es un grave problema social, con raíces culturales y psicológicas,  que  puede   producirse en  familias  de cualquier  nivel económico y educativo, pero es realmente lastimoso cuando quien la sufre no tiene la madurez suficiente para comprender la situación por la que está pasando ni conoce la forma o los medios para de protegerse.  

La ausencia escolar prolongada o reiterada puede considerarse como un indicador de alerta de maltrato infantil  y debemos considerarlo desde una doble vertiente, la ya expuesta en los párrafos anteriores y como indicador de “Maltrato por negligencia”, es decir, por una conducta omisiva consistente en faltar gravemente a los deberes de proveer adecuadamente el sustento educativo al que tienen derecho los menores, que por su edad, capacidad o particular condición se encuentran en situación de dependencia.


Quienes tienen a su cargo el cuidado, educación y formación de nuestros niños y niñas pueden contribuir de forma más eficaz a la prevención, detección y solución de este problema. 

Es así que las escuelas e instituciones dedicadas a ello deben tener no solo la responsabilidad legal de notificar cuando detecten un caso de violencia, sino la obligación de detectar y notificar cualquier circunstancia que pueda indicar la existencia de la misma, aun cuando no sea evidente, en pocas palabras detectar y notificar situaciones sospechosas.

Los expertos en el tema manifiestan que, en general, los niños no saben defenderse de las agresiones de los adultos, no piden ayuda y esta actitud les sitúa en una posición vulnerable ante unos padres o familiares agresivos o negligentes. 

No detectar y combatir el maltrato a tiempo puede tener grandes consecuencias, a parte de los daños físicos que ponen en peligro la salud y hasta la vida de cualquier persona, se deben de tomar en cuenta los numerosos problemas que puede acarrear para el desarrollo tanto físico y psicológico del menor.
Por lo tanto se debe empezar a poner mayor atención a las señales de sospecha y a los indicadores que alertan sobre una situación de riesgo como lo es la ausencia escolar prolongada o reiterada.

Y es así que con las presentes acciones legislativas se pretende contribuir a la detección, atención y, sobre todo, solución de un mayor número de casos de maltrato infantil en nuestra entidad, por lo que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

DECRETO

PRIMERO. Se adiciona un sexto párrafo al artículo 36 de la Ley Estatal de Educación, para quedar como sigue:

ARTICULO 36.- … 

… 

…

… 

…

Así mismo, cuando las autoridades educativas, los directores de los planteles educativos, así como el resto del personal docente noten la prolongada o reiterada ausencia de un estudiante deberán notificarlo o reportarlo ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia con la finalidad de descartar o detectar posibles situaciones de maltrato infantil. 
SEGUNDO. Se reforma el artículo 62 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 62.- Los directores y el personal encargado de los centros de salud, educativos, albergues, guarderías, estancias infantiles o cualquier otro sitio donde permanezcan, se atienda o se le preste algún servicio a niños, niñas o adolescentes, sean públicos o privados, están obligados a reportar a la Procuraduría para los Niños, Niñas y la Familia, cualquier condición o circunstancia de la cual pudiera derivar la sospecha de que exista una situación de riesgo, amenaza o bien denunciar cualquier afectación de los derechos de los mismos.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones de las leyes y reglamentos que sean contrarias a las normas establecidas en la presente Ley.
ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 28 de marzo de 2016.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL Grupo Parlamentario "gral. eulalio gutiÉrrez ortiz" del Partido REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE EDUCACIÓN ASÍ COMO DE LA LEY DE SISTEMA ESTATAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS NIÑOS Y NIÑAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado, suscrita por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, el día 19 del mes de enero del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado, suscrita por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 103, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado, suscrita por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La planeación estratégica es una de las principales funciones de las autoridades estatales y municipales para establecer las políticas que se realizarán durante su gestión que estén destinadas al desarrollo.

Por tanto, la incorporación de la perspectiva de género resulta ser el eje fundamental para eliminar las condiciones de desigualdad, discriminación, vulneración de Derechos Humanos o de las limitaciones que, por cuestiones de estereotipos de género, creencias, situación social, económica, política o medioambiental, se adjudiquen a las mujeres.

Para planear un programa se requiere información que dé cuenta de la situación o problema al cual se pretende dar solución. La información se obtendrá a través de la realización de un diagnóstico o evaluación ex-ante, el cual proporcionará la información base para estructurar las acciones del programa. 

En términos generales, el diagnóstico deberá proporcionar la siguiente información de utilidad para elaborar un programa acorde con la situación que se desea abordar: permite conocer el origen o antecedentes de un tema, así como su situación actual a través de información o datos cuantitativos y cualitativos, determinar los problemas y sus causas, saber qué se ha hecho sobre el problema, tema o asunto, identificar necesidades de la población objetivo, definir líneas de acción y asegurar que éstas apunten a superar las causas que originan los problemas.

Introducir la perspectiva de género en un programa, proyecto o política pública, implica buscar que los mecanismos, instrumentos y estrategias que lo integren hayan sido diseñados para lograr una distribución de recursos que asegure la equidad en los beneficios para hombres y mujeres de la población objetivo. Evaluar en función del género significa comparar y apreciar la situación y la tendencia actual con la evolución que cabría esperar como resultado de la introducción de la política, acción o programa propuesto.

La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) adoptada el 18 de diciembre de 1979 por la Organización de las Naciones Unidas, ratificada por el Estado Mexicano el 23 de marzo de 1981 y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 09 de enero de 1981, establece el compromiso del Estado Mexicano sobre tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra las mujeres, la cual no se limita únicamente al ámbito público, sino que también se extiende a la esfera privada, cubriendo la discriminación practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas.

Asimismo, en su artículo 3, refiere los diversos ámbitos del desarrollo en el cual se deben implementar estas medidas en todas las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de las mujeres, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los Derechos Humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los hombres.
Es decir, este instrumento internacional enmarca el objetivo de desarrollo para que las mujeres puedan gozar del ejercicio pleno de sus Derechos Humanos en los ámbitos públicos y privados.
En la Décima Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe, conocida como “Consenso de Quito”, uno de los objetivos fue “reiterar el vínculo entre los Derechos Humanos, la consolidación de la democracia representativa y participativa, y el desarrollo económico y social”, los Estados Parte se comprometieron a “adoptar todas las medidas de acción positiva y todos los mecanismos necesarios, incluidas las reformas legislativas necesarias y las asignaciones presupuestarias, para garantizar la plena participación de las mujeres en cargos públicos y de representación política con el fin de alcanzar la paridad en la institucionalidad estatal (poderes ejecutivo, legislativo, judicial y regímenes especiales y autónomos) y en los ámbitos nacional y local como objetivo de las democracias latinoamericanas y caribeñas.”

Sin embargo, la violencia contra las mujeres es un instrumento para impedir o anular el ejercicio pleno de los Derechos Humanos de las mujeres, y por ende, la reducción de la posibilidad de una vida libre de violencia y la igualdad real entre mujeres y hombres, es así como la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belem Do Pará”, la cual señala que los Estados Parte deben incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las conducentes para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer.

Aunado a lo anterior, las recomendaciones generales emitidas por el Mecanismo de Seguimiento de la Convención, el documento intitulado Respuestas al Cuestionario/Informe de País/Observaciones de la Autoridad Nacional Competente (ANC) a los que el Gobierno del Estado Mexicano debe revisar y cumplir en las diversas áreas de su competencia versan en los siguientes temas principales:

“Considerar la emisión armónica de reformas legales o establecimiento de nuevas normas en los ámbitos penal, laboral, familiar y civil, entre otros, de manera tal que se concretizarán los mandatos de la Convención, y las consideraciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Tomar medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o tolerancia de la violencia contra la Mujer.”

Llevado al plano estatal, la planeación para el desarrollo del Estado de Coahuila de Zaragoza, no puede estar exento de estos temas. Si bien la ley que se analiza ya cuenta con elementos para impulsar la perspectiva de género en las políticas públicas, aún hace falta establecer los mecanismos necesarios para este fin, así como las atribuciones especificas a las dependencias y entidades, para que pueda ser una obligación construida.

Ante esto, la fracción II del artículo 44 de la Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que las autoridades estatales y municipales, para promover la igualdad en el acceso a los derechos sociales y como parte de los objetivos de la política estatal de igualdad, deben:

· Supervisar la integración de la perspectiva de género al concebir, aplicar y evaluar las políticas y actividades públicas, privadas y sociales que impactan la cotidianeidad; y

· Revisar permanentemente las políticas de prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia de género.

En esta propuesta se presentan algunos mecanismos para dar cumplimiento a esta obligación legal, en el marco de la planeación para el desarrollo.

Asimismo, la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece las competencias a los poderes públicos y sus dependencias, así como a los municipios y organismos públicos autónomos, observar la aplicación de la presente ley, de manera individual y/o conjunta, conforme su competencia y atribuciones, así como garantizar las condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas.  

Por lo que cada una de las entidades públicas, adoptarán las medidas que estén a su alcance, tanto por separado como de manera coordinada, de conformidad con la disponibilidad de recursos que se haya determinado para tal fin en el presupuesto de egresos del Estado del ejercicio correspondiente, para que toda persona goce, sin discriminación alguna, de todos los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales de los que México sea parte, en las leyes federales del país, en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y en las leyes estatales. 

Y definir el presupuesto de egresos del Estado y los correspondientes a cada municipio, en los cuales se incorpore una partida específica para promover las medidas positivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, coincidimos en que efectivamente, la ley ya cuenta con diversos elementos que impulsan la perspectiva de género en las políticas públicas, más sin embargo, hace fala establecer los mecanismos necesarios para este fin, así como señalas las atribuciones específicas a las dependencias y entidades, para que pueda ser una obligación constituida.

Como todos sabemos, la perspectiva de género, es una nueva manera de ver e interpretar los fenómenos sociales que se refieren a las relaciones entre hombre y mujeres.

Si tomamos en consideración lo señalado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la perspectiva de género, toma en cuenta las diferencias que existen entre los sexos, y analiza en la sociedad las causas, circunstancias y los mecanismos culturales e institucionales que causan la desigualdad entre los hombres y las mujeres.

Es por ello, que es necesario buscar las soluciones que eviten los desequilibrios entre hombres y mujeres, mediante acciones legislativas como la que se propone en la presente iniciativa, que tiene como finalidad:

Redistribuir equitativamente las actividades entre los hombres y las mujeres.

Modificar los mecanismos, las reglas, las prácticas y los valores sociales que reproducen la desigualdad, y fortalecer el poder de gestión y decisión de las mujeres.

Es por lo anterior, que esta propuesta lleva a la práctica algunos mecanismos para dar cumplimiento a la obligación legal de supervisar la integración de la perspectiva de género en las políticas públicas, y atender permanentemente las políticas de prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia de género.

Y una forma precisa de ello, es definir en el presupuesto de egresos del estado y en los municipios, las partidas específicas, para promover las medidas necesarias, tanto positivas como compensatorias, a favor de la igualdad de oportunidades, mediante políticas de perspectiva de género.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se modifica el artículo 1 fracción I, el artículo 2 fracciones V y IX, el artículo 5, el artículo 13 fracciones II, V y VIII, el artículo 14 fracción III y último párrafo, el artículo 19 fracciones III y X, el artículo 25, el segundo párrafo del artículo 27 y el segundo párrafo del artículo 34; y se adicionan un último párrafo al artículo 3, la fracción IX al artículo 13, el artículo 15 bis, la fracción XI y un último párrafo del artículo 19, el artículo 20 bis, y un último párrafo al artículo 34 a la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 1.-…
I.
La planeación democrática para el desarrollo equitativo, igualitario, integral y sustentable del Estado de Coahuila de Zaragoza;

II. a la V.  …
Artículo 2.-  La planeación democrática para el desarrollo equitativo, igualitario, integral y sustentable debe concebirse como el proceso de ordenación racional y sistemática de acciones de la administración pública estatal y municipal, que tiene como finalidad el crecimiento económico sostenido y el progreso social, de conformidad con las normas, principios y objetivos que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la presente ley establecen. Se basará en los siguientes principios:
I. a la IV. …
V. El principio de igualdad sustantiva y la atención de necesidades básicas de la población y la mejoría de la calidad de la vida, para lograr una sociedad más igualitaria, garantizando un ambiente adecuado para el desarrollo individual y colectivo de la población;

VI. a la VIII. …

IX. La perspectiva de género para garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, y promover la superación de las mujeres mediante el acceso equitativo e igualitario a los bienes, recursos y beneficios del desarrollo;

X. a la XIII. …

Artículo 3.-

I. a XIII. …

 Las dependencias y entidades de la administración pública estatal y municipal, para la realización de las acciones a las que se refieren el presente artículo de conformidad a su competencia, incorporarán la perspectiva de género y los principios de igualdad entre mujeres y hombres y no discriminación. Para esto, deberán incluir estadísticas, indicadores, encuestas y cualquier otra información cualitativa o cuantitativa en sus instrumentos de planeación estratégica referidos en la presente Ley, para reconocer las necesidades y requerimientos de las mujeres y los hombres en el Estado.

Artículo 5.- Los municipios, a través de sus ayuntamientos, conducirán sus procesos de planeación con base en la transversalización de la perspectiva de género, en las disposiciones legales y en el ejercicio pleno de sus atribuciones, manteniendo congruencia con los principios, objetivos y prioridades del Plan Estatal.
Las dependencias de la administración pública centralizada y entidades de la administración pública paraestatal deberán planear y conducir sus actividades con perspectiva de género y con sujeción a los objetivos y prioridades de la planeación para el desarrollo en el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley.

Para esto, deberán incorporar el análisis de diagnósticos e indicadores sobre la situación de las mujeres y su posición en sus planes de desarrollo y otros instrumentos de la planeación estratégica.

Las personas titulares de la Dependencias y Entidades, dictarán las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en el presente artículo.

Artículo 13.-…

I. …
II.
Promover la participación de las mujeres, hombres, grupos sociales, organizaciones de la sociedad civil y entes privados, en el cumplimiento de los objetivos de los distintos subcomités, en igualdad de oportunidades y no discriminación, a fin de incorporar sus necesidades, intereses, aspiraciones y demandas a las estrategias del desarrollo;

III.
a la IV. …

V.   Coordinar con los gobiernos municipales, así como con las personas titulares de las representaciones o delegaciones federales en el Estado, para verificar que los programas, proyectos y acciones que se desarrollan en la entidad, garanticen su efectiva ejecución, beneficio social y la incorporación de la perspectiva de género en el marco de la planeación del desarrollo;

VI. y VII. …

VIII.- Impulsar la participación ciudadana de las mujeres y liderazgos de las mujeres, tomando en cuenta la situación de pobreza, marginación, lejanía a las zonas rurales, embarazo, lengua o cualquier otra condición que limite esta participación; y

IX.
Las demás previstas en esta ley y otras disposiciones aplicables.

Artículo 14.-…

I. y II. …

III.
Elaborar su reglamento interior y establecer la participación igualitaria de mujeres y hombres en su integración y funcionamiento; y

IV.
...

Los acuerdos de los COPLADEM deberán hacerse del conocimiento de las unidades administrativas o personas al servicio público del municipio de que se trate, para que procedan a su cumplimiento.

Artículo 15 Bis.- El Plan Municipal de Desarrollo que corresponda a cada municipio, de conformidad al Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y a esta Ley, definirán estrategias para la transversalización de la perspectiva de género en las cuales se considerarán:
I. La cultura institucional para la igualdad laboral entre mujeres y hombres en cada dependencia;

II. Reducción de las brechas de género;

III. Promover el adelanto de las mujeres en los diversos ámbitos del desarrollo;

IV. Establecer acciones para la atención integral a mujeres víctimas de violencia;

V. Promover la participación de las mujeres en la construcción de las acciones afirmativas y políticas;

VI. Atender las necesidades de mujeres embarazadas, madres solteras, indígenas, con discapacidad, víctimas de violencia y/o del delito, niñas, y otra condición que limite el desarrollo; y

VII. Las demás contenidas en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza y en la Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Para lograr lo anterior, el Ayuntamiento podrá realizar convenios, acuerdos o acciones de coordinación con la Secretaría de las Mujeres.
Artículo 19.- …

I. a la II. …
III.
Proponer políticas públicas para el mejor desempeño de la administración pública estatal en materia de población, bienestar social, desarrollo humano y desempeño de la economía;

IV.
a la VIII. …

X. Promover la realización de indicadores de seguimiento y evaluación de las políticas con perspectiva de género para observar el impacto diferenciado de la planeación en mujeres y hombres y;

XI. Las demás previstas en esta ley y otros ordenamientos aplicables.

Para la incorporación de la perspectiva de género, la Secretaría Técnica y de Planeación, podrá realizar acuerdos de coordinación con la Secretaría de las Mujeres.

Artículo 20 bis.- La Secretaría de las Mujeres, deberá promover los acuerdos generados en materia de planeación en el Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y el Sistema Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres a todas las dependencias y entidades, para que puedan ser incorporados en la planeación para el desarrollo.

Artículo 25.- El COPEEC organizará foros de consulta para la participación permanente de las organizaciones representativas de los sectores obrero, popular, campesino, empresarial, de instituciones académicas, profesionales, de investigación, de mujeres y demás agrupaciones sociales para la elaboración, actualización y ejecución de los planes y programas a que se refiere esta Ley.

La organización y funcionamiento, así como la periodicidad, términos y demás formalidades a que se sujetarán la participación y consulta para la planeación del desarrollo, se sujetará a lo previsto en las disposiciones aplicables.

La participación de las mujeres deberá promoverse atendiendo a las desigualdades existentes entre mujeres y hombres y a la situación de vulnerabilidad, pobreza o marginación en la que se encuentren.

El COPEEC deberá incluir en la organización de los foros de consulta acciones para sensibilizar a la sociedad en la importancia de la igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y adelanto de las mujeres, para el desarrollo del Estado.

Artículo 27.- …

El Plan Estatal precisará los objetivos, estrategias y prioridades del desarrollo equitativo, igualitario, integral y sustentable, así como la transversalización de la perspectiva de género, y establecerá los lineamientos de política de carácter global, sectorial y regional; sus previsiones se referirán al conjunto de la actividad económica y social del Estado y de los municipios, considerando los factores ambientales que se relacionen a éstas, y regirá el contenido de los programas que se generen en el Sistema Estatal.

Artículo 34.-…

Para el control y evaluación del proceso de planeación estatal, se elaborarán informes de evaluación desagregados por sexo, y señalarán el impacto diferenciado de las políticas en mujeres y hombres, en los que deberán considerarse los indicadores del Sistema de Información para la Planeación del Desarrollo, de conformidad con las disposiciones aplicables.

El Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y el Sistema Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres podrán realizar, en coordinación con la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, los lineamientos, manuales, guías para la evaluación del impacto diferenciado de las políticas en mujeres y hombres, para el cumplimiento de lo establecido en este artículo.
T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller,  Dip. Luisa Ivone Gallegos Dip. Jesús de León Tello Martínez, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Coordinador), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretario), Dip. Martha Garay Cadena, Dip. Shamir Fernández Hernández, Dip. Leonel Contreras Pámanes. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 30 de marzo de 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y Comisión  Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,    
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 01 del mes de marzo del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y Comisión  Especial  para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y Comisión  Especial  para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 84, 90, 116, 117, 127 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa en la siguiente:

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Actualmente el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en los delitos cuyo tipo penal contemple la afectación a una persona menor de edad, que el término de prescripción de la acción penal empezará a correr al momento en que la víctima alcance la mayoría de edad. Es decir, una forma de prescripción “suspendida”. Asimismo, existe un vacío al no establecer de manera expresa la imprescriptibilidad en las penas y medidas de seguridad por la comisión de este tipo de delitos.

Sin embargo tratándose de delitos contra la libertad y seguridad sexual, la problemática subyace en la resistencia de las víctimas, puesto que, estas conductas son de oculta realización, casi siempre intramuros y en una circunstancia de vulnerabilidad para niñas, niños y adolescentes, ya bien por edad o porque quien los agrede guarda respecto de ellos una relación de poder dentro del hogar, en su vida escolar o entorno social. De esta manera, la conducta abusiva tiende a repetirse y la unión emocional con el agresor y con el resto de la familia está viciada por el secreto y por un sentimiento de impotencia o desvalimiento, lo que ocasiona que en muchos casos el ciclo de abuso, que el silencio y la vergüenza generan, no necesariamente se rompa al alcanzar las víctimas la mayoría de edad. 

No existe un estudio que determine cuántos años pasan entre que, un niño o niña, es abusado y puede verbalizarlo, incluso es algo que a veces no sucede jamás. Lo que sí sabemos es que por las características propias del delito, la denuncia pocas veces es inmediata, demorándose incluso años, por lo que no se puede fijar un límite para investigar.

Por su parte, la Convención de los Derechos del Niño, ratificada el 21 de septiembre de 1990 por el Estado Mexicano, establece que los Estados deben respetar los derechos consagrados en ella y asegurar su aplicación a cada niña, niño y adolescente sin distinción alguna, debiendo adoptar todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para protegerlos contra toda forma de perjuicio o abuso, incluido el sexual. De acuerdo con la Convención sobre Derechos del Niño, los niños, niñas y adolescentes son titulares no sólo de los derechos que les corresponden a todas las personas, sino también de derechos específicos por su circunstancia (Artículos: 19 y 34).

El Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas, en sus observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto consolidados de México, insta al Estado, a asegurar que la reforma al Código Penal provea que no exista plazo de prescripción en cuanto a las sanciones como a la acción penal en lo que respecta al abuso sexual contra niñas y niños, y que incluya tanto a los autores como a los cómplices. 

De ahí la urgente aplicación de medidas tendientes a garantizar efectivamente el acceso a la justicia de niñas, niños y adolescentes, al establecer que estos delitos deben ser imprescriptibles, así como lo es el daño producido a la víctima, quien lo llevará inserto en su mente y su cuerpo el resto de su vida. 

Estamos ciertos que con una reforma como la presente habremos dado un paso importante a efecto de hacer efectivos los derechos de nuestra infancia y adolescencia.

TERCERO.- Es difícil imaginar que alguien pueda lastimar intencionalmente a un niño, sin embargo, el último censo otorgado por el DIF, existen en México de 16 mil a 20 mil niños abusados sexualmente cada año, y estas cifras solo son los casos  que se denuncian; hay otros casos, que nunca se denuncian, o pasan desapercibidos, ya que como se señala en la propia Iniciativa, los menores tienen temor de decir que persona abusó de ellos, ya que en la mayoría de los casos los menores conocen a los autores del abuso, y el abuso ocurre en el hogar, o al interior del círculo que los rodea.

Esto, hace que al niño o niña le resulte difícil hablar sin temor y al momento de ser abusado, sintiéndose atrapados por el afecto que sienten por la personas, o por el temor que le tienen al poder de estos abusadores, por lo que mantienen el silencio por largo tiempo, y efectivamente no podemos determinar cuántos años pasan entre que un niño o niña es abusado y puede externarlo, lo que incluso en ocasiones no llega a suceder, por ello, es importante aplicar las medidas legislativas correspondientes que garanticen el acceso a la justicia de los niñas y niñas abusados, al establecerse que estos delitos de carácter sexual contra niños y niñas, sean imprescriptibles, y pueda ser que en algún momento de la vida de ese niño o niña, se le haga justicia.

Por consecuencia de ello, consideramos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica la fracción V, del apartado A del artículo 174; y se adiciona un último párrafo al artículo 176 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 174 …  

… 

…

…

…

A. 
…  

…

I. 
a la IV. …

V. 
En los delitos cuyo tipo penal contemple la afectación a una persona menor de edad, el término de prescripción de la acción penal empezará a correr al momento que el menor de edad que haya sido víctima, cumpla los dieciocho años.

Cuando se trate de delitos contra la libertad y seguridad sexual, si el sujeto pasivo es una persona menor de edad o no tuviere la capacidad de comprender el significado del hecho o resistirlo, la acción penal será imprescriptible.

B. …

…

I. a la II. …

C. …

…

…

D. …

…

Artículo 176 …  

…

…

…

… 

…

…

Será imprescriptible la pena de prisión que se imponga por la comisión de delitos contra la libertad y seguridad sexual cuando el sujeto pasivo sea una persona menor de edad.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y Comisión  Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena (Coordinador), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretaria), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Dip. Irma Leticia Cataño Orozco, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren y Dip. Sonia Villarreal Pérez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 30 de marzo de 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por la que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Ing. Miguel Guevara Cantú, Presidente Municipal de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por instrucciones del Pleno del Congreso del Estado con fecha 09 de marzo del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, iniciativa de Decreto por la que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Ing. Miguel Guevara Cantú, Presidente Municipal de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 105, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto por la que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Ing. Miguel Guevara Cantú, Presidente Municipal de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En todo momento entendemos que los diversos cuerpos de leyes se crean con el único propósito de beneficiar a la población en general acentuándose en aquellas clases más desprotegidas,  en nuestro caso no han tenido variantes estos objetivos comunes, en forma sistemática el Gobierno del Estado que encabeza el Lic. Rubén Moreira Valdés en concordancia e iniciativa del Presidente Municipal de esta Ciudad, el Ing. Miguel Guevara Cantú, han velado porque los habitantes de nuestro Estado y Municipios tengan acceso a los diversos beneficios que dichos cuerpos de Ley proyectan y amparan, la Ley para la implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila,  constituye un pilar y una estructura que establece los mecanismos a través de los cuales  aquéllos trabajadores que prestan sus servicios en el Municipio de Cuatro Ciénegas, sus órganos centralizados, descentralizados y desconcentrados puedan retirarse,  ejerzan su derecho y disfruten a una pensión que les garantice su subsistencia y la de su familia.

Desde que iniciamos nuestra Gestión Administrativa nos hemos fijado la tarea de garantizar a todos los habitantes de nuestro municipio, a través de cada una de nuestras acciones, el pleno uso, goce y disfrute de sus derechos Constitucionales,  promoviendo en todo momento una cultura de la Legalidad, una Política Social, y una Política Pública integral que combata la marginación social.

En este orden de se presenta esta iniciativa, como un elemento importante para el fortalecimiento del fondo de Pensiones.

TERCERO.- Con la finalidad de que los municipios cuenten con administraciones transparentes, eficaces y que estén constantemente trabajando en el perfeccionamiento de sus prácticas administrativas y su capacidad de gestión, es necesario que mediante los ordenamientos jurídicos correspondientes, se garanticen los esquemas de seguridad y previsión social.

Es por ello, que coincidimos quienes aquí dictaminamos, con la necesidad de emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios, a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles, que garanticen a los trabajadores un sistema de seguridad social que cuente con sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia y eficacia, siendo éste el nuevo régimen legal que sustente los sistemas de pensiones.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público y de observancia general, tiene por objeto regular el sistema pensionario del municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta Ley se entiende:

I.- Por patrón, el Municipio de Cuatro Ciénegas, sus órganos centralizados, descentralizados y desconcentrados;

II.- Por trabajador, toda persona física que presta un servicio físico o intelectual al municipio, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la nómina de pago de sueldos;

III.-
Por Gabinete, al Gabinete de Pensiones del municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza;

IV.-
Por pensionado, toda persona que habiendo cumplido los requisitos señalados en esta Ley, tenga derecho a una pensión y se retire del servicio, para gozar de los mismos;
V.- Por beneficiarios, a la persona o personas que por disposición de esta Ley se les reconozca tal carácter para disfrutar de los beneficios concedidos en la misma ante la ausencia del titular del derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53 de esta Ley;

VI.-
Por sueldo de cotización, el que sirve para el cálculo de las cuotas y aportaciones a la Fondo que se integrará sobre la base del sueldo presupuestal del trabajador, excluyéndose cualquier otra prestación que el trabajador perciba con motivo de su trabajo. 

       Si el servidor público desempeña varios puestos que devengan diversos sueldos, estos últimos se acumularán para integrar el sueldo de cotización.

Este sueldo en ningún caso podrá ser menor que el salario mínimo ni mayor a 15 salarios mínimos generales vigentes en la capital del Estado;
 VII. 
Por sueldo regulador, el promedio ponderado de los sueldos de cotización de toda la vida activa del trabajador, previa actualización con el Índice Nacional de Precios al Consumidor. Este no podrá ser superior al último salario sueldo neto que hubiera recibido el trabajador en activo;
VIII. Por aportación, al monto que deben cubrir al fondo, equivalente a un porcentaje determinado del sueldo de cotización; y

IX.
Por cuota, al monto que debe cubrir al fondo el trabajador, equivalente a un porcentaje determinado de su sueldo de cotización.

X.
Por fondo, al fondo de pensiones que estará fideicomitido.

CAPÍTULO SEGUNDO

DEL FONDO DE PENSIONES

ARTÍCULO 3.- El Fondo de Pensiones se constituirá de la siguiente manera:

I.- Con la aportación obligatoria del Ayuntamiento de Cuatro Ciénegas, equivalente al 15.00% del sueldo de cotización de los trabajadores.

II.- Con la cuota obligatoria de los trabajadores de una cantidad equivalente al 15.00% del sueldo de cotización que perciban.

III.- Con los intereses, rentas y demás utilidades que se obtengan de la inversión o préstamos de acuerdo a este ordenamiento de las cuotas y aportaciones a que se refiere las fracciones anteriores.

IV.- Con los bienes muebles e inmuebles que los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal, Instituciones Públicas o Privadas y los particulares donen a favor del Fondo de Pensiones.

V.- Con los subsidios y aportaciones periódicas o eventuales hechas a su favor por los Gobiernos Federal, Estatal o Municipal o de Instituciones Públicas o Privadas o de Particulares.

VI.- Con todos los demás bienes que adquiera por cualquier medio legal.

Las cuotas y aportaciones, deberán ser validadas actuarialmente de manera que exista equilibrio entre los ingresos y egresos futuros del Fondo de Pensiones.

Las valuaciones actuariales deberán realizarse al menos una vez cada 4 años.
ARTÍCULO 4.- En ningún caso y por ninguna autoridad se podrá disponer de los bienes, derechos y fondos pertenecientes al Fondo de Pensiones, ni a título de préstamo al Ayuntamiento de Cuatro Ciénegas, aun cuando se pretenda el pago de intereses o renta, pues solo estarán afectos a la prestación de los beneficios sociales previstos en esta Ley.
ARTÍCULO 5.- Los trabajadores no adquirirán derecho alguno, ni individual ni colectivo, sobre el Fondo de Pensiones, sino exclusivamente el de gozar de los beneficios establecidos en este Ordenamiento.

ARTÍCULO 6.- Queda prohibido a los integrantes del Gabinete de Pensiones, otorgar fianza o aval que graven el Fondo de Pensiones.
ARTÍCULO 7.- Todo acto, contrato o documento que implique obligación o derecho inmediato o eventual para el Fondo de Pensiones, deberá ser registrado en su contabilidad.

ARTÍCULO 8.- El Fondo de Pensiones será administrado por una institución bancaria, con la que el Consejo Directivo celebrará un contrato de fideicomiso, en cuyo clausulado será obligación consignar que la Institución Fiduciaria únicamente cubrirá las cantidades amparadas mediante la orden de pago que en lo relativo formulen el Presidente o el Tesorero del Gabinete por concepto de beneficios que se establecen en este ordenamiento. En la orden de pago será obligación de los integrantes del Gabinete, remitir copia certificada del acta de la sesión correspondiente en la que se hubiese concedido el beneficio de que se trate.

ARTÍCULO 9.- La Tesorería del Ayuntamiento de Cuatro Ciénegas y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados tienen la obligación de consignar a la Institución Fiduciaria las cuotas que por aportación le correspondan al Ayuntamiento y a los trabajadores en los términos de las fracciones I y II del Artículo 3, de esta Ley.

La Tesorería Municipal y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados deberán enterar las cuotas y aportaciones a que se refiere el párrafo anterior dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se pague la nómina al trabajador. En caso contrario, deberá cubrir un interés similar a la tasa líder que tenga establecida la Institución Fiduciaria más un punto porcentual mensual por el tiempo que persista el adeudo.
El cumplimiento del entero de las cuotas y aportaciones a que se refiere este artículo deberá estar garantizado con las participaciones que reciba el Municipio.

El propio Tesorero Municipal remitirá a al Gabinete de Pensiones el documento justificativo de las aportaciones, conjuntamente con una relación de los trabajadores a cuyo favor se hubiesen hecho.

ARTÍCULO 10.- En caso de que el Ayuntamiento interrumpiera las aportaciones a su cargo, el derechohabiente o sus beneficiarios tendrán derecho a exigir que el Ayuntamiento aporte las cuotas omitidas.

CAPÍTULO TERCERO

DE LOS ORGANOS DE ADMINISTRACIÓN Y DIRECCIÓN

ARTÍCULO 11.- Se crea el Gabinete de Pensiones del municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza como una instancia de opinión, consulta y resolución en materia de pensiones para el municipio, el cual estará integrado por:

I. Quien sea titular de la Presidencia Municipal de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza;

II. Quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento;

III. Quien sea titular de la Tesorería Municipal;

IV. Quien sea titular de la Contraloría Municipal;

V. Quien sea Síndico o Síndica de Mayoría; y

VI. Dos representantes de los trabajadores.

ARTÍCULO 12.- El Gabinete estará presidido por el o la titular de la Presidencia Municipal y estará coordinado por el Secretario del Ayuntamiento, quien encabezará las reuniones en la  ausencia del titular de la Presidencia Municipal.

A excepción del titular de la Presidencia Municipal, ningún otro miembro del Gabinete podrá nombrar suplentes.

ARTÍCULO 13.- Las funciones del Gabinete serán las siguientes:

I. Servir como un mecanismo de coordinación en materia de pensiones para el Municipio;

II. Cumplir y hacer cumplir con exactitud las disposiciones de esta Ley;

III. Emitir opiniones en los asuntos relacionados a las pensiones en el Municipio.

IV. Recibir del Tesorero, los proyectos de resolución, efectuar la revisión de los expedientes y emitir las resoluciones en las que se determine la procedencia o no de las pensiones solicitadas.

V. Emitir los mandatos al fideicomiso para el pago de pensiones y las instrucciones para la inversión de los recursos.

VI. Tomar en consideración los resultados y recomendaciones del estudio actuarial correspondiente para la correcta administración del fondo. Estudio Actuarial

VII. Las demás que establezca esta Ley y sus reglamentos.

ARTÍCULO 14.- El Gabinete se reunirá mensualmente por convocatoria del titular de la Presidencia Municipal, por conducto del titular de la Secretaría del Ayuntamiento.

Cuando se estime conveniente, el titular de la Presidencia Municipal, podrá invitar a los ciudadanos, funcionarios, expertos y representantes de instituciones académicas y de investigación, que se determine con quienes se realizarán consultas.

ARTÍCULO 15.- El titular de la Secretaría del Ayuntamiento será el responsable de llevar a cabo el registro y seguimiento de los acuerdos asumidos; el resguardo y conservación de información y documentos; la organización y apoyo documental de las reuniones, así como elaborar y conservar las minutas correspondientes y las demás acciones que sean necesarias para la organización y funcionamiento del Gabinete.

ARTÍCULO 16.- El Gabinete celebrará, por lo menos, una sesión ordinaria cada mes y las extraordinarias que sean necesarias para la eficaz administración del fondo, debiéndose convocar a ellas, cuando menos, con 24 horas de anticipación.

ARTÍCULO 17.- Las sesiones del gabinete serán válidas cuando el quórum se integre con la mitad más uno de sus miembros, debiendo figurar en todo caso el Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento o sus sustitutos y un representante de los trabajadores.

ARTÍCULO 18.- Las votaciones para los acuerdos del Gabinete se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, el Presidente Municipal tendrá voto de calidad.

ARTÍCULO 19.- Las actas de las sesiones del Gabinete se consignarán en un libro destinado especialmente para ese objeto, el cual estará bajo la custodia y conservación del Secretario del Ayuntamiento.

ARTÍCULO 20.- El Presidente del Gabinete tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Convocar a los miembros del Gabinete a las sesiones ordinarias y extraordinarias conforme al Orden del Día que para ese efecto elabore;

II.- Presidir y dirigir las sesiones del Gabinete y declarar resueltos los asuntos en el sentido de las votaciones;

III.- Autorizar, en unión del Secretario del Ayuntamiento, las Actas que se levanten de las sesiones ordinarias y extraordinarias que celebre el Gabinete;

IV.- Resolver bajo su inmediata y directa responsabilidad los asuntos que debiendo ser conocidos por el Gabinete, no admitan demora dada su urgencia, dando cuenta de ello al Gabinete de la decisión tomada para su revocación, modificación o confirmación, en su caso. 

ARTÍCULO 21.- El Secretario del Ayuntamiento tendrá las atribuciones siguientes:

l.- Comunicar a los demás miembros del Gabinete las convocatorias para las sesiones ordinarias y extraordinarias.

II.- Tomar las votaciones de los miembros presentes en cada sesión;

III.- Levantar y autorizar con sus firmas las actas correspondientes a las Sesiones Ordinarias y Extraordinarias que celebre el Gabinete;

IV.- Llevar el control de la correspondencia y someterla a la firma del Presidente Municipal;

V.- Los demás que determinen esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean expresamente señalados por el Presidente Municipal.

ARTÍCULO 22.- Las faltas temporales del Secretario del Ayuntamiento serán suplidas por la persona que designe el Presidente Municipal.

ARTÍCULO 23.- El Tesorero tendrá las atribuciones siguientes:

I.-  Preparar el presupuesto anual de ingresos y de egresos de las prestaciones establecidas en esta Ley para ser sometido a la consideración y aprobación, en su caso, del Gabinete;

II.- Preparar los estados financieros mensuales y los informes generales y especiales, para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Gabinete:

III.- Revisar los movimientos de ingresos y egresos que se efectúen;

IV.- Rendir mensualmente ante el Gabinete un informe de los beneficios otorgados con especificación de los montos que en forma periódica o de préstamos se haya entregado;

V.- Firmar conjuntamente con el Presidente Municipal las órdenes de pago que procedan;

VI.- Autorizar, en conjunto con el Presidente Municipal, los préstamos quirografarios de acuerdo con el reglamento respectivo.

VII.- Recibir las solicitudes así como los documentos relativos y elaborar los proyectos de resolución de pensión, y  someterlos a consideración del Gabinete de Pensiones para que determine la procedencia o no de la pensión solicitada

VIII.- Los demás que determine esta Ley y los que en adición a los anteriores, le sean expresamente señalados por el Presidente Municipal.

ARTÍCULO 24.- Las faltas temporales del Tesorero serán suplidas por la persona que designe el Presidente Municipal.

ARTÍCULO 25.- Los beneficios y servicios sociales establecidos en esta Ley se concederán:

I.- A los Trabajadores al servicio del Municipio de Cuatro Ciénegas, Coahuila de Zaragoza;
II.- A los Trabajadores de los Organismos Descentralizados o desconcentrados de la Administración Municipal que por ley sean incorporados a su régimen;

III.- A los Pensionados; y

IV.- A los Beneficiarios tanto de los trabajadores como de los pensionados.

No serán sujetos a los beneficios que se establecen en esta Ley, aquellas personas que perciban emolumentos mediante recibo de honorarios, por contrato de obra, mediante interinatos o a quienes el Municipio de Cuatro Ciénegas pague cuotas para el pago de pensiones a otra institución diversa del Municipio.
CAPÍTULO CUARTO

DE LOS DISTINTOS BENEFICIOS QUE CONCEDE

ESTA LEY Y FORMAS DE ADQUIRIRLOS

ARTÍCULO 26.- Los beneficios que otorga la presente Ley son los siguientes: 

I.- Pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio;

II.- Pensión por Vejez;

III.- Pensión Anticipada por Retiro;

VI.- Pensión por Incapacidad por Causas Ajenas al Servicio;

V.- Pensión por Incapacidad por Riesgos de Trabajo;

VI.- Pensión por Muerte por Causas de Trabajo;

VII.- Pensión por Muerte por Causas Ajenas al Trabajo;

VIII.- Pago único de Gastos de Funeral;

IX.- Préstamos quirografarios a corto plazo; y

X.- Créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria.

Los anteriores beneficios serán concedidos en la medida en que así lo permita la situación financiera del Fondo de Pensiones dando preferencia a las pensiones. 

ARTÍCULO 27.- El derecho a la pensión es imprescriptible. Las pensiones caídas, las indemnizaciones globales y cualquier prestación en dinero a cargo del Fondo de Pensiones, que no se reclamen dentro de los dos años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán a favor del Fondo de Pensiones.
CAPÍTULO QUINTO

DE LAS PENSIONES POR RETIRO
ARTICULO 28.- La pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio, se concederá al trabajador que cumpla cuando menos 30 años de servicio y un mínimo de 65 años de edad.

El monto de la pensión en este caso será del 70% del sueldo regulador.

ARTICULO 29.- La pensión por vejez se concederá al trabajador que haya cumplido cuando menos 65 años de edad y un mínimo de 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez será de un porcentaje del sueldo regulador, de acuerdo con la antigüedad al momento del retiro conforme a la siguiente tabla: 
	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

49.00%

51.10%

53.20%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


ARTÍCULO 30.- El trabajador podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% por cada año que le falte para cumplir 65 años, con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión de vejez, establecida en el artículo anterior.

ARTICULO 31.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en el capítulo séptimo de esta Ley.

ARTICULO 32.- El monto de las pensiones por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro, aumentarán anualmente en el mes de febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

CAPÍTULO SEXTO

PENSIÓN POR INHABILITACIÓN FISICA O MENTAL
ARTÍCULO 33.- Para los efectos de esta Ley, se entenderán como riesgos de trabajo los accidentes y enfermedades a que se encuentran expuestos los trabajadores en el ejercicio o con motivo del trabajo.

ARTÍCULO 34.- Se considerarán, para efectos de esta Ley, accidentes de trabajo a toda lesión orgánica o perturbación funcional, inmediata o posterior, o la muerte producida repentinamente en el ejercicio o con motivo del trabajo cualquiera que sea el lugar y el tiempo en que se preste; así como aquellos que ocurran al trabajador al trasladarse directamente de su domicilio al lugar de trabajo, o viceversa.

ARTÍCULO 35.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá como incapacidad permanente total a la pérdida de facultades o aptitudes de un trabajador que lo imposibilita para desempeñar sus actividades por el resto de su vida.

ARTÍCULO 36.- No se considerarán riesgos de trabajo:

I. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en estado de embriaguez.

II. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador bajo la acción de algún narcótico o droga enervante, salvo que exista prescripción médica y que el trabajador hubiese puesto el hecho en conocimiento del jefe inmediato, presentándole la prescripción suscrita por el médico.

III. Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una lesión por sí mismo o de acuerdo con otra persona.

IV. Los que sean resultado de un intento de suicidio o efecto de una riña en que hubiere participado el trabajador u originados por algún delito cometido por éste, y

V. Cuando la incapacidad tenga su origen en actividades ajenas a las encomendadas al trabajador por la entidad de su adscripción.

ARTÍCULO 37.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, en forma total y permanente, y cuente con al menos 5 años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio. 

ARTÍCULO 38.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas de trabajo, en forma total y permanente independientemente de los años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por riesgos de trabajo.

ARTÍCULO 39.- No habrá derecho a la pensión por incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al trabajo cuando la persona inhabilitada pueda desempeñar algún puesto o trabajo diferente al que venía ejecutando, pues en este caso se le instalará en proporción a sus aptitudes.

ARTÍCULO 40.- A efecto de establecer la inhabilitación total y permanente del trabajador, se tomará en consideración el dictamen del médico del ISSSTE, de la especialidad de que se trate. Si el afectado está en desacuerdo con el dictamen del ISSSTE, él o sus representantes podrán designar médicos particulares para que dictaminen. 

En caso de no coincidir ambos dictámenes, el Ayuntamiento propondrá al afectado una terna de especialistas, de reconocido prestigio profesional, para que elija uno de entre ellos, el cual dictaminará el caso en forma definitiva, y una vez hecha por el afectado la elección del tercero en discordia, el dictamen de éste será inapelable y por tanto obligatorio para el interesado y para el Ayuntamiento.

ARTÍCULO 41.- El monto de la pensión por incapacidad total por causas ajenas al servicio será de un porcentaje, dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, del sueldo regulador, conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 14

15

16

17

18

19

20

21

22


	35.00%

38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

48.00%

50.10%

53.20%


	23

24

25

26

27

28

29

30 o más


	55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


Toda fracción de más de seis meses de servicio se considerará como año completo

ARTÍCULO 42.- La pensión por incapacidad por riesgos de trabajo será del 70% del sueldo regulador. 

ARTÍCULO 43.- El monto de la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo aumentará anualmente, en el mes de Febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 44.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en capítulo séptimo de esta Ley.

ARTÍCULO 45.- La pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo será revocada cuando el trabajador recupere su capacidad de servicio.
En tal caso el Patrón tendrá obligación de restituirlo al empleo si de nuevo es apto para el mismo, o en caso contrario, asignarle un trabajo que pueda desempeñar, debiendo ser,  cuando menos, de un sueldo y categoría equivalente a los que disfrutaba al acontecer la incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo.
Si el servidor público no fuese restituido a su empleo o no se le asignara otro en los términos del párrafo anterior por causa imputable al patrón, seguirá percibiendo el importe de la pensión.

ARTÍCULO 46.- No se concederá la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo:

I. Cuando el estado de incapacidad sea consecuencia de un acto intencional del trabajador u originado por algún delito cometido por él mismo.

II. Cuando el estado de incapacidad sea anterior a la fecha de alta del trabajador en servicio.

ARTÍCULO 47.- Será facultad del Ayuntamiento constatar periódicamente la incapacidad del trabajador.

CAPÍTULO SÉPTIMO

PRESTACIÓN POR MUERTE DEL TRABAJADOR

ARTÍCULO 48.- Los beneficiarios del trabajador activo, o pensionado tendrán derecho a percibir una ayuda para gastos de funerales equivalente a 20 veces el salario mínimo mensual vigente en la capital del Estado contra la presentación del acta de defunción.

ARTÍCULO 49.- Los beneficiarios de un pensionado por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez, anticipada por retiro, incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo fallecido, tendrán derecho a recibir una pensión equivalente al 90% de la pensión que venía recibiendo el titular por el tiempo establecido en este capítulo.

ARTÍCULO 50.- Si el trabajador activo, independientemente de la antigüedad en el servicio, fallece por causas de trabajo, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas de trabajo. El monto de esta pensión será del 70% del sueldo regulador.
ARTÍCULO 51.- Si el trabajador activo muere por causas ajenas al trabajo y cuenta con más de 5 años de servicio, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas ajenas al trabajo. El monto de esta pensión será de un porcentaje del sueldo regulador dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, y se concederá conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 14

15

16

17

18

19

20

21

22


	35.00%

38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

48.00%

50.10%

53.20%


	23

24

25

26

27

28

29

30 o más


	55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


ARTÍCULO 52.- Las pensiones descritas en los artículos 49, 50 y 51 de esta Ley aumentarán anualmente en el mes de febrero en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 53.- Las prestaciones que en este capítulo se conceden a los beneficiarios, se otorgarán en el siguiente orden:

I.- El cónyuge supérstite e hijos menores de 18 años ó de hasta 25 años en caso de que acrediten estar estudiando, acordes a su edad, o incapaces durante el tiempo que dure la incapacidad; 

II.- A falta de cónyuge, la persona con quien haya vivido en concubinato siempre que el trabajador o pensionado hubiera tenido hijos o vivido en su compañía durante el tiempo que señale el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Si al morir el trabajador o pensionado, tuviere varias concubinas, ninguna tendrá derecho a pensión; y 

III.- A falta de cónyuge, hijos o concubinario, la pensión por muerte se entregará a los ascendientes del trabajador, por grado sucesivo, en caso de que hubieran dependido económicamente del trabajador o pensionado.

La pensión a que tengan derecho los beneficiarios se otorgará en partes iguales y el pago será retroactivo a la fecha del deceso del trabajador o pensionado.

Cuando fuesen varios los beneficiarios de una pensión y alguno de ellos perdiese el derecho, la parte que le corresponda será repartida proporcionalmente entre los restantes.

ARTÍCULO 54.- Si otorgada una pensión aparecen otros beneficiarios con derecho a la misma, se suspenderá el pago, hasta que se acredite el pago a quien en derecho proceda, debiéndose cubrir en forma retroactiva hasta el momento de la suspensión, sin que el nuevo beneficiario tenga derecho a reclamar el pago de las cantidades cobradas por los primeros.

En caso de que dos o más beneficiarios reclamen el derecho a la pensión como cónyuge supérstite, se suspenderá el trámite y se estará a la resolución judicial que corresponda, sin perjuicio de continuar el trámite por lo que respecta a los hijos, otorgándose a éstos el porcentaje respectivo.

Cuando un beneficiario, ostentándose como cónyuge supérstite, exhiba la sentencia ejecutoria que acredite el estado civil que aduce para reclamar un beneficio que se haya concedido a otra persona por el mismo concepto, procederá la revocación de la pensión y se concederá al acreditante, quien la percibirá a partir de la fecha de la suspensión, sin que tenga derecho a reclamar las cantidades cobradas.

ARTÍCULO 55.- Los derechos a percibir pensión por los familiares beneficiarios del servidor público o pensionista se pierden por alguna de las siguientes causas:

I.- Cuando él o la cónyuge beneficiario contraiga nupcias o llegare a vivir en concubinato; 

II.- La divorciada o divorciado no tendrán derecho a la pensión de quien haya sido su cónyuge a menos que a la muerte del causante éste estuviese ministrándole alimentos por convenio o condena judicial, y siempre que no existan viuda o viudo, hijos, concubina o concubinario, ascendientes y nietos con derecho a la misma. Cuando la divorciada o divorciado disfrutase de la pensión en los términos de este artículo, perderá dicho derecho si contraen nuevas nupcias o si viviese en concubinato. 

III.- Cuando los hijos cumplan la mayoría de edad, a menos de que sean solteros y estén realizando estudios de nivel medio superior o superior en planteles que se dediquen a la 

enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza. Estos perderán el derecho al cumplir 25 años de edad. Los hijos incapaces perderán el derecho en cuanto cese la incapacidad. 

IV.- Por fallecimiento del beneficiario.

ARTÍCULO 56. Si el hijo pensionado llegare a los dieciocho años y no pudiere mantenerse por su propio trabajo debido a una enfermedad duradera, defectos físicos o enfermedad psíquica, el pago de la pensión por orfandad se prorrogará de manera vitalicia siempre y cuando ésta sea total y permanente. En tal caso el hijo pensionado estará obligado a someterse a los reconocimientos y tratamientos que el Ayuntamiento le prescriba y proporcione, y a las investigaciones que en cualquier tiempo éste ordene para los efectos de determinar su estado de incapacidad, haciéndose acreedor, en caso contrario, a la suspensión de la pensión.

ARTÍCULO 57.- El derecho al goce de la pensión de viudez comenzará el día siguiente del fallecimiento del trabajador o pensionista, y cesará al cumplirse cualquier supuesto establecido en el artículo 55 de esta Ley.

ARTÍCULO 58.- El disfrute de una pensión por viudez, derivada de los derechos de un trabajador o pensionista en favor de sus beneficiarios será compatible con el disfrute de la pensión por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro vejez, anticipada por retiro, incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al servicio que genere por derechos propios.  

No será compatible el disfrute de dos o más pensiones generadas por un trabajador, en caso de que cumpla con los requisitos para acceder a más de una pensión, recibirá la de mayor cuantía sin que éstas sean acumulables.

ARTÍCULO 59.- La percepción de una pensión por orfandad, es compatible con el disfrute de otra pensión igual proveniente de los derechos derivados del otro progenitor.

CAPÍTULO OCTAVO

DEVOLUCIÓN DE CUOTAS

ARTÍCULO 60.- El trabajador que sin tener derecho a pensión se separe o sea separado del servicio por cualquier causa, podrá optar por una de las dos opciones siguientes:

I.- La devolución de hasta el 50% de las cuotas que realizó el trabajador, de acuerdo con la fracción II del artículo 3 de esta Ley, sin incluir los intereses generados por las mismas, los cuales seguirán formando parte del fondo. 

II.- Dejar en el Fondo sus cuotas aportadas de acuerdo con la fracción III del artículo 6 de esta Ley, para conservar así su antigüedad de cotización y conservarla para el caso de que reingresara al servicio del municipio, siempre y cuando hubiere acumulado al menos 1 año de servicio a partir del reingreso.

El trabajador tendrá un plazo de 12 meses a partir de la separación del cargo, para determinar cuál de las dos opciones anteriores seleccionó.

En caso de que el trabajador fallezca sin tener derecho a una pensión, los beneficiarios recibirán el beneficio descrito en la fracción I de este artículo.

ARTÍCULO 61.- Para acceder al beneficio establecido en el artículo anterior, el trabajador o sus beneficiarios deberán presentar un certificado de no adeudo de créditos quirografarios de acuerdo con lo establecido en el Capítulo Noveno de esta Ley. En caso de que el trabajador sea aval de un crédito vigente, la Tesorería del Ayuntamiento descontará el saldo pendiente de pago de dicho crédito y lo pagará al trabajador o sus beneficiarios a la liquidación del mismo.

ARTÍCULO 62.- La Tesorería del Ayuntamiento tiene la facultad de retener de la devolución de cuotas del trabajador que se retire sin derecho a pensión los adeudos que este tenga con el fondo y que no hayan sido cubiertos previamente con su finiquito.

CAPÍTULO NOVENO

DE LOS PRÉSTAMOS

ARTÍCULO 63.- Por préstamo quirografario se entiende el crédito concedido por el Gabinete a favor de un trabajador en activo o pensionado suscribiendo un documento a favor del Fondo de Pensiones, en la que se ampare la cantidad recibida, más los intereses correspondientes.

ARTÍCULO 64.- Todo trabajador activo con más de 2 años de antigüedad o pensionado, tendrá derecho a que se le otorgue un crédito quirografario de conformidad con las posibilidades económicas del Fondo de Pensiones, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

ARTÍCULO 65.- Los préstamos a que se refiere este capítulo causarán un interés anual, sobre saldos insolutos, de al menos la tasa de inflación más 3 puntos porcentuales anuales.

ARTÍCULO 66.- Para tener derecho a gozar del beneficio previsto en este capítulo el trabajador en activo, deberá tener una antigüedad efectiva de 2 años de haber ingresado al trabajo al servicio del Municipio.

ARTÍCULO 67.- El plazo máximo para su pago será de 2 años programando los pagos respectivos para que sean deducidos de su nómina. El monto de las deducciones por este concepto no podrá ser superior al 30% de la percepción mensual del trabajador en activo o pensionado.

ARTICULO 68.- En caso de fallecer el trabajador o pensionado, y tener adeudos al fondo, se descontará la cantidad adeudada de las que habrán de recibir los beneficiarios.

ARTÍCULO 69.- Para hacer efectivos los préstamos que conceda, independientemente de poder hacer el descuento en las nóminas, la Tesorería del Ayuntamiento se reserva el derecho de ejercer para su cobro las vías que procedan conforme a la legislación correspondiente. 

ARTÍCULO 70.- Los créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria, se otorgarán de conformidad con las posibilidades económicas del Fondo, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

CAPÍTULO DÉCIMO

PREVENCIONES GENERALES

ARTÍCULO 71.- La Tesorería Municipal mantendrá al corriente las nóminas correspondientes de los trabajadores de planta del Municipio, proporcionando los informes que sean necesarios para lograr una mejor prestación de los servicios y beneficios sociales encomendados por el presente ordenamiento.

ARTICULO 72.- Los trabajadores activos, y pensionados deberán notificar a la Tesorería Municipal el nombre de sus beneficiarios mediante carta testamentaria.

En la carta testamentaria sólo se podrá instituir como beneficiario a los comprendidos en el artículo 53 de esta ley, en el orden previsto en dicho precepto.

ARTÍCULO 73.- Los préstamos quirografarios se concederán por el Fondo de Pensiones siempre que las reservas sean suficientes para garantizar preferentemente los beneficios que por jubilaciones, inhabilitación y muerte del trabajador, que concede la presente ley.

ARTÍCULO 74.- La separación por licencia sin goce de sueldo del trabajador o la suspensión de la relación de trabajo, se computará, para los efectos de esta Ley, como tiempo efectivo de servicio, en los siguientes casos:

I.- Cuando la licencia se conceda por período que no exceda de 6 meses, dentro de un período de trabajo de 36 meses;

Il.- Cuando la licencia se conceda al trabajador para desempeñar cargos públicos o comisiones sindicales, mientras duren dichos cargos o comisiones;

III.- Cuando el trabajador sufra prisión preventiva seguida de sentencia absolutoria mientras dure la privación de la libertad;

IV.- Cuando el trabajador fuere suspendido de su empleo conforme a la Ley, por todo el tiempo que dure la suspensión y mientras tanto no fuere reinstalado en su empleo por virtud del auto ejecutorio a su favor.

En los casos antes señalados el trabajador deberá de pagar las cuotas y aportaciones a que se refiere el artículo 3 de esta ley.

ARTÍCULO 75.- Los pensionados recibirán anualmente un aguinaldo equivalente a 30 días de la pensión que estén disfrutando.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Los trabajadores que estén disfrutando una pensión a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, o tengan derecho adquirido a disfrutar de alguna de ellas, la mantendrán en los términos y condiciones en los que la hayan adquirido. 

TERCERO.- Aquellos trabajadores que se encuentren en activo a la entrada en vigor de esta Ley, y no se encuentren en el supuesto descrito en el transitorio anterior serán considerados como trabajadores en transición.

CUARTO.- Para los trabajadores en transición el sueldo regulador, será el promedio ponderado de los últimos sueldos de cotización, previa actualización mediante el Índice Nacional de Precios al Consumidor, de acuerdo al año en que alcance los requisitos para obtener una pensión al 100% conforme a la siguiente tabla:

	Año en que adquiere el derecho a la jubilación al máximo
	Número de años de sueldo a promediar

	2016

2017

2018

2019

2020

2021

2022

2023

2024

2025

2026 o más
	0

1

2

3

4

5

6

7

8

9

10




Para determinar el año en que cumpliría los requisitos para obtener una pensión al 70% se establecen en los artículos sexto o séptimo transitorios.
 

QUINTO.- Para los efectos del artículo 28 de la presente Ley, el trabajador en transición tendrá derecho a la pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio al contar con al menos una antigüedad mínima de 30 años y cumplir con una edad mínima de 63 años.

El monto de la pensión será el 70|% del sueldo regulador establecido en el artículo quinto transitorio.

SEXTO.- Para los efectos del artículo 29 de la presente Ley, el trabajador en transición tendrá derecho a la pensión por vejez al contar con la edad mínima requerida en el artículo transitorio anterior y al menos 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez se calculará dependiendo de la antigüedad conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

49.00%

51.10%

53.20%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


Estos porcentajes serán con relación al sueldo regulador definido en el artículo quinto transitorio.

SÉPTIMO.- Para los efectos del artículo 30 de la presente Ley, el trabajador podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión descrita en los artículos sexto o séptimo transitorio, según sea el caso,  por cada año que le falte para cumplir 65 años.

OCTAVO.- Para los trabajadores en transición, las aportaciones a cargo del patrón, descritas en la fracción I del artículo 3 de esta Ley, serán de un porcentaje del sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2016
	4.00%

	2017
	5.00%

	2018
	6.00%

	2019
	7.00%

	2020
	8.00%

	2021
	9.00%

	2022
	10.00%

	2023
	11.00%

	2024
	12.00%

	2025
	13.00%

	2026
	14.00%

	2027
	15.00%

	2029

2030

2031

2032

2033

2034.

2035 en adelante
	16.00%

17.00%

18.00%

19.00%

20.00%

20.00%

20.00%

	
	


NOVENO.- Las cuotas a cargo del trabajador en transición, descritas en la fracción II del artículo 3 de esta Ley, serán de un porcentaje de su sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2016
	0.50%

	2017
	1.00%

	2018
	1.50%

	2019
	2.00%

	2020
	2.50%

	2021
	3.00%

	2022
	3.50%

	2023
	4.00%

	2024
	4.50%

	2025
	5.00%

	2026
	5.50%

	2027
	6.00%

	2028
	6.50%

	2029
	7.00%

	2030
	7.50%

	2031
	8.00%

	2032
	8.50%

	2033
	9.00%

	2034
	9.50%

	2035 en adelante
	10.00%


DÉCIMO.- El Gabinete emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos quirografarios en un plazo no mayor a 30 días hábiles.
DÉCIMO PRIMERO.- El Gabinete emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria en un plazo no mayor a 180 días hábiles.

DÉCIMO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 30 de marzo de 2016.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER
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SI
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	DIP. JESUS DE LEON TELLO
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	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ
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	VOTO
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(COORDINADOR)
	A FAVOR
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ABSTENCION   

SI
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(SECRETARIA)
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EN CONTRA
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SI
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SI
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SI

CUALES
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de área vial en desuso con una superficie de 297.97 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor del C. Roberto Jaidar Ramón, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 8 de diciembre de 2015, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de área vial en desuso con una superficie de 297.97 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor del C. Roberto Jaidar Ramón, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 15 de junio de 2015, se aprobó por mayoría de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, una fracción de área vial en desuso con una superficie de 297.97 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor del C. Roberto Jaidar Ramón, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de área vial en desuso de la calle Rafael Arocena en la colonia Los Ángeles, con una superficie de 297.97 M2.,  y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.16 metros y colinda con fracción del área vial de la calle Rafael Arocena.

Al Sur:
mide 30.07 metros y colinda con Lote 18 de la manzana A de la misma colonia (Finca número 383 de la Avenida Juan Ignacio Jiménez)

Al Este:
mide 9.91 metros y colinda con Avenida Juan Ignacio Jiménez.

Al Oeste:
mide 9.88 metros y colinda con Blvd. Constitución.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.  En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, una fracción de área vial en desuso con una superficie de 297.97 M2., ubicada en la colonia “Los Ángeles” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título oneroso a favor del C. Roberto Jaidar Ramón, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de área vial en desuso de la calle Rafael Arocena en la colonia Los Ángeles, con una superficie de 297.97 M2.,  y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 30.16 metros y colinda con fracción del área vial de la calle Rafael Arocena.

Al Sur:
mide 30.07 metros y colinda con Lote 18 de la manzana A de la misma colonia (Finca número 383 de la Avenida Juan Ignacio Jiménez)

Al Este:
mide 9.91 metros y colinda con Avenida Juan Ignacio Jiménez.

Al Oeste:
mide 9.88 metros y colinda con Blvd. Constitución.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.  En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 17 de marzo de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 2,000.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “Pastoral Penitenciaria de Torreón A.C.” con objeto de que se realice la ampliación de la residencia para hijos de internos e internas del Centro de Readaptación Social.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, de fecha 4 de noviembre de 2016, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 2,000.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “Pastoral Penitenciaria de Torreón A.C.” con objeto de que se realice la ampliación de la residencia para hijos de internos e internas del Centro de Readaptación Social.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 301, 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 12 de octubre de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 2,000.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “Pastoral Penitenciaria de Torreón A.C.” 

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de terreno adyacente al sur de la manzana 38, ubicado en el fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, con una superficie total de 2,000.00 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 100.00 metros y colinda con manzana 38.

Al Sur:

mide 100.00 metros y colinda con fracción del mismo predio.

Al Oriente:

mide 20.00 metros y colinda con predio propiedad municipal.

Al Poniente:

mide 20.00 metros y colinda con fracción del mismo predio.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 485, Foja 166, Libro 32, Sección I, de fecha 30 de noviembre de 1995.
QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la ampliación de la residencia para hijos de internos e internas del Centro de Readaptación Social. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de esta enajenación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 50 años, de un bien inmueble con una superficie de 2,000.00 M2., ubicado en el fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la Asociación Civil “Pastoral Penitenciaria de Torreón A.C.” 

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de terreno adyacente al sur de la manzana 38, ubicado en el fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, con una superficie total de 2,000.00 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 100.00 metros y colinda con manzana 38.

Al Sur:

mide 100.00 metros y colinda con fracción del mismo predio.

Al Oriente:

mide 20.00 metros y colinda con predio propiedad municipal.

Al Poniente:

mide 20.00 metros y colinda con fracción del mismo predio.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 485, Foja 166, Libro 32, Sección I, de fecha 30 de noviembre de 1995.
ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la ampliación de la residencia para hijos de internos e internas del Centro de Readaptación Social. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder  a la celebración del contrato de comodato correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice el contrato de comodato que se autoriza, al término de la LX Legislatura del Congreso del Estado (2015-2017), se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de la operación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en el contrato correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 17 de marzo de 2016. 
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Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura,  con relación a oficio del Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita se designe a quien deba desempeñar el cargo de Segunda Regidora de dicho Ayuntamiento, en virtud del fallecimiento de su titular; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que  con fecha 03 de marzo del presente año se recibió oficio del Presidente Municipal de Ramos Arizpe, mediante el cual se informa que el 02 de marzo del año en curso, falleció la C. Norma Irene Jaramillo Gómez  quien se desempeñaba como Segunda Regidora del mencionado municipio.

SEGUNDO. Que en base a lo anterior esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia,  con fundamento en lo dispuesto por  el articulo 90 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen, y; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que el día 23 de julio de 2013, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, número 59, la lista de  integración del cabildo electo del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, que estaría en funciones durante el período comprendido del 2014 a 2017. 

SEGUNDO. Que conforme a lo anterior, la C. Norma Irene Jaramillo Gómez, fue electa para desempeñar el cargo de Segunda Regidora de dicho Ayuntamiento.

TERCERO. Que en virtud del fallecimiento de la C. Norma Irene Jaramillo Gómez, corresponde al Congreso realizar la designación de quien habrá de cubrir la vacante originada por el fallecimiento de la titular de esa Regiduría.

CUARTO. Que en el caso de que la vacante de un miembro de ayuntamiento que se presente con posterioridad a la protesta de ley que haya rendido, el artículo 58 del Código Municipal de Coahuila con relación al 59 del mismo ordenamiento legal, faculta al Congreso del Estado, para nombrar a los sustitutos que cubran las vacantes de los munícipes de los Ayuntamientos del Estado. 

QUINTO. Que la designación del sustituto de un Regidor electo, debe realizarse conforme al sistema de suplentes, de acuerdo a lo dispuesto en la fracción VII del artículo 158–K de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y 58 y 59 del Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

SEXTO. Que teniendo a la vista la lista de suplentes publicada en el Periódico Oficial del Estado en la fecha antes señalada para la elección del referido Ayuntamiento, y observando los criterios previstos por la Sala Regional del Tribunal Federal Electoral, esta Comisión propone a la C. Juana María Sandoval Echavarría,  en virtud de encontrarse dentro de dicho listado, con el fin de que el Pleno de este Congreso la designe como Segunda Regidora del Ayuntamiento de Ramos Arizpe. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración del Pleno para su, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se designa a la C. Juana María Sandoval Echavarría Segunda Regidora del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, en sustitución de la C. Norma Irene Jaramillo Gómez, cargo que deberá desempeñar a partir de que rinda la protesta de ley y por lo que resta del periodo constitucional 2014-2017.

SEGUNDO.  Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Ramos Arizpe, la designación de la C. Juana María Sandoval Echavarría, a efecto de que se  le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Segunda Regidora de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza. Así mismo, comuníquese lo anterior al Ejecutivo del Estado, para los efectos procedentes.

TRANSITORIO

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 10 de marzo de 2016.
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PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DEL DIPUTADO JOSE RICARDO SALDÍVAR VAQUERA, EN LA QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE A LA COMISIÓN NACIONAL DEL DEPORTE, A PROMOVER A MONCLOVA COMO PLAZA SEDE DE PARTIDOS DE PRÁCTICA DE LOS EQUIPOS DE LIGAS MAYORES DEL BEISBOL DE ESTADOS UNIDOS, ANTE SU PLAN DE MAYOR VINCULACIÓN CON NUESTRO PAÍS, A PARTIR DE 2017, ASÍ COMO A IMPULSAR LA INSTALACIÓN DE CAMPOS PERMANENTES DE ENTRENAMIENTO, DE LAS ORGANIZACIONES LIGAMAYORISTAS,  EN LA REGIÓN CENTRO DE LA ENTIDAD.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

El suscrito Diputado JOSÉ RICARDO SALDÍVAR VAQUERA, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se permite presentar  la Proposición Con Punto de Acuerdo que a continuación se detalla, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.
El beis bol, a nivel profesional, es el segundo deporte con mayor asistencia a los estadios en  nuestro país. Cuenta con diversas asociaciones, en donde destacan la Liga Mexicana de Beis bol, y la Liga Mexicana del Pacifico.

Existe un ente rector y asociativo en donde confluyen ligas de todo el continente, que tiene vínculos incluso con otros continentes, que se conoce como Beis Bol Organizado, en el cual rigen los criterios del Alto Comisionado de lo que se conoce como MLB (Major League Base Ball ), que es quien se encarga de la promoción global de lo que conocemos como Ligas Mayores de los Estados Unidos. 

En los últimos años, esta gran organización ha emprendido un mayor acercamiento con los países latinoamericanos, especialmente con México por el potencial de expansión para su negocio que representa la compra de boletos para sus plazas en Estados Unidos, la compra,  vía importación legal – directa o por internet -  de souvenirs; la venta de derechos de transmisión por televisión en sus diferentes plataformas, así como la captación de talento que pueda incorporarse a sus equipos, y elevar la competitividad de sus ligas, la llamada Nacional, y la Americana. 

Recordemos que ahora cualquier persona en lo individual es un cliente potencial de las Ligas Mayores ya que puede comprar los derechos de televisión y verlos por internet en su computadora o en otros dispositivos electrónicos.

La semana antepasada, el comisionado de MLB,( Major League Baseball ) Rob Manfred, así como el vicepresidente de la misma organización, Dominick Balsamo, informaron en la Ciudad de México, que la liga estadounidense hará pronto un anuncio sobre el plan de acción y desarrollo que tendrán en México, con el fin de estrechar relaciones con la comunidad del béisbol en nuestro país, para poder realizar en el futuro próximo juegos de temporada regular en nuestro territorio, mencionando como posibles plazas a la Ciudad de México, Monterrey, Mexicali, y Culiacán. 

Muy recientemente, en la capital del país, en un estadio con capacidad para siete mil personas, se efectuaron dos juegos amistosos entre los equipos Astros de Houston y los Padres de San Diego, lo que pone de manifiesto el interés de los directivos norteamericanos por acercar las Ligas Mayores a la afición mexicana. 

De acuerdo a lo anunciado por la MLB, su estrategia de vinculación con México irá en aumento a partir del próximo año, por lo que desde esta tribuna queremos exhortar respetuosamente a la Comisión Nacional del Deporte, que es el ente oficial de coordinación con quienes están promoviendo la realización de los partidos con equipos norteamericanos a nuestro país, para que considere a Monclova, por la capacidad de su estadio de Beis bol, y sobre todo por la enorme afición con que cuenta, como posible sede de juegos de práctica entre los representativos de Grandes Ligas que estén planeando tener actividad en suelo nacional a partir del 2017.

Varias plazas del interior de la República podrán ser beneficiadas con este plan de presencia de equipos norteamericanos. 

Estamos seguros que la afición monclovense al beis bol, la propia directiva del Club Acereros, la empresa que respalda a este equipo, Altos Hornos de México, y las autoridades estatales sabrían concurrir en apoyo a este proyecto que sería un gran incentivo para el impulso de este deporte en toda nuestra región. Además de que el Estadio de nuestra ciudad cumple con todos los requisitos para partidos de práctica del nivel Grandes Ligas.

En el mismo sentido de aprovechar los planes de las Ligas Mayores por acercarse a nuestro país, queremos solicitarle a la CONADE que se promueva en la zona centro, desierto y carbonífera, la instalación de campos permanentes de entrenamiento de las franquicias norteamericanas, tal y como hacen actualmente los equipos de La Liga Americana y Liga Nacional en otras naciones del Caribe y Sudamérica, como República Dominicana y Venezuela en donde tienen una permanente búsqueda y desarrollo de talento deportivo para renovar sus rosters de jugadores. 

Tenemos muchos ejemplos de la calidad internacional de los jugadores que produce nuestra región. Joaquim Soria, de  Ciudad Frontera sería la mención obligada por su alto nivel y reconocimiento. 

Es por ello que hoy, ante esta Soberanía, con  base y fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento la siguiente:        

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;
UNICO: QUE ESTE CONGRESO EXHORTE RESPETUOSAMENTE A LA COMISIÓN NACIONAL DEL DEPORTE, A PROMOVER A MONCLOVA COMO PLAZA SEDE DE PARTIDOS DE PRÁCTICA DE LOS EQUIPOS DE LIGAS MAYORES DEL BEISBOL DE ESTADOS UNIDOS, ANTE SU PLAN DE MAYOR VINCULACIÓN CON NUESTRO PAÍS, A PARTIR DE 2017, ASÍ COMO A IMPULSAR LA INSTALACIÓN DE CAMPOS PERMANENTES DE ENTRENAMIENTO, DE LAS ORGANIZACIONES LIGAMAYORISTAS,  EN LA REGIÓN CENTRO DE LA ENTIDAD.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA. A 5 DE ABRIL DE 2016.

ATENTAMENTE.
DIP. JOSE RICARDO SALDÍVAR VAQUERA.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO EN LA QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE A LA COMISIÓN NACIONAL DEL DEPORTE, A PROMOVER A MONCLOVA COMO PLAZA SEDE DE PARTIDOS DE PRÁCTICA DE LOS EQUIPOS DE LIGAS MAYORES DEL BEISBOL DE ESTADOS UNIDOS, ANTE SU PLAN DE MAYOR VINCULACIÓN CON NUESTRO PAÍS, A PARTIR DE 2017, ASÍ COMO A IMPULSAR LA INSTALACIÓN DE CAMPOS PERMANENTES DE ENTRENAMIENTO, DE LAS ORGANIZACIONES LIGAMAYORISTAS,  EN LA REGIÓN CENTRO DE LA ENTIDAD.
H. Pleno del Congreso del

Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.
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Proposición con punto de acuerdo que presenta el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, con relación a exhortar a todos los organismos operadores de agua en el Estado, a que por ningún motivo se niegue el acceso al agua, a ningún ciudadano.

El agua es un elemento muy importante para el ser humano, pues a través de ella nace la vida y sin ella no existiría.
En ese sentido el 28 de julio de 2010, a través de la resolución 64/292, la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció explícitamente el derecho humano al agua y al saneamiento, reafirmando que un agua potable limpia y el saneamiento son esenciales para la realización de todos los derechos humanos.

Dicha Resolución exhorta a los Estados y organizaciones internacionales a invertir recursos financieros, a propiciar la capacitación y la transferencia de tecnología con el fin de proporcionar un suministro de agua potable y saneamiento saludable, limpio, accesible y asequible para todos.

De igual forma, la resolución de las naciones unidas, señala que el abastecimiento de agua por persona debe ser suficiente y continuo para el uso personal y doméstico. Estos usos incluyen de forma general el agua de beber, el saneamiento personal, el agua para la preparación de alimentos, la limpieza del hogar y la higiene personal. De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (OMS), son necesarios entre 50 y 100 litros de agua por persona al día para garantizar que se cubren las necesidades más básicas y surjan pocas preocupaciones en materia de salud.

Así mismo, señala este Organismo Internacional, que el agua ha de presentar un color, olor y sabor aceptables para ambos usos, personal y doméstico, por tanto todas las instalaciones y servicios de agua deben ser culturalmente apropiados y sensibles al género, al ciclo de la vida y a las exigencias de privacidad.

Todo el mundo debe tener derecho a unos servicios de agua y saneamiento accesibles físicamente dentro o situados en la inmediata cercanía del hogar, de las instituciones académicas, en el lugar de trabajo o las instituciones de salud. De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, la fuente de agua debe encontrarse a menos de 1.000 metros del hogar y el tiempo de desplazamiento para la  recogida no debería superar los 30 minutos.

Por último, sugiere la Naciones Unidas, a través  del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) que los servicios e instalaciones de acceso al agua deben ser asequibles para todos, por lo tanto el costo del agua no deberá superar el 3% de los ingresos del hogar.

Por su parte en nuestro País, en el año 2012, se dio una reforma al artículo cuarto de la Constitución Política, elevándose a rango constitucional el derecho de todos los mexicanos de tener acceso al agua y al saneamiento. Situación que un servidor, planteo la sesión anterior, con el fin de que quede plasmado en nuestra constitución Local el derecho al agua y saneamiento como un derecho Humano.

Pero mientras se aprueba o se rechaza mi propuesta de reforma a la Constitución, lo que sí es un hecho, es que el derecho al agua y al saneamiento es un derecho humano en nuestro país que debe ser respetado.

En ese sentido, es que el día de hoy presento este punto de acuerdo, con el fin de exhortar a todos los organismos operadores de agua del estado ya sean públicos o privados a que por ningún motivo, se pueda negar o restringir a ningún ciudadano el acceso al vital líquido así como al saneamiento, pues se estaría violando un derecho fundamental consagrado en nuestra constitución federal.  

Sabemos que el servicio de agua y saneamiento actualmente en nuestro Estado, genera un costo para el ciudadano, en lo cual estamos de acuerdo porque ese pago sirve para absorber los gastos de operación de los organismos operadores de agua, pero en lo que si no estamos de acuerdo es que por razones de falta de pago de alguna persona que no tenga la solvencia económica se le corte el suministro de agua, por ello invito a que dichos organismos en lugar de cortar el suministro al 100 % a quien no tenga para pagar ese servicio, lo limite a una cierta cantidad y a un cierto volumen. Lo anterior con el fin de que sea respetado ese derecho fundamental de acceso al agua y al saneamiento.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorga el Artículo 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se pone a consideración de este Pleno, la siguiente proposición con punto de acuerdo, para su urgente y obvia resolución.

Único.- Que esta LX Legislatura envíe un exhorto a los 38 organismos operadores de agua potable en él Estado, a efecto de solicitarles que por ningún motivo pueden, negar o restringir al 100 % el servicio de agua y saneamiento a ningún ciudadano que por falta de recursos económicos se encuentre limitado a pagar dicho servicio, pues se estaría violando un derecho fundamental consagrado en el artículo 4 Constitucional.

Atentamente
Saltillo, Coahuila a 04 de Abril de 2016

Dip. Sergio Garza Castillo

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”

Del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Fuente.-

http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/pdf/facts_and_figures_human_right_to_water_spa.pdfwww.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_water.shtml

http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/pdf/facts_and_figures_human_right_to_water_spa.pdf
H. Pleno del Congreso del

Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.

Proposición con punto de acuerdo que presenta el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila, con relación a la falta de acceso a internet que tienen los campesinos del Estado.

El uso de Internet en los países en vía de desarrollo como el nuestro ha crecido rápidamente. Sin embargo, esta expansión es todavía un fenómeno básicamente urbano, pues en las comunidades rurales aún se encuentran muy lejanas de poder aprovechar todos los beneficios representa este tipo de tecnología.

Desafortunadamente no podemos esperar que los agricultores de escasos recursos y los campesinos preocupados por el sustento diario pongan las computadoras y los servicios de telecomunicación digital entre sus prioridades principales para elevar su nivel de vida. 

Actualmente en México, 43.6 millones de personas no utilizan internet por falta de acceso a este servicio, de esa cifra 14 millones son campesinos e indígenas. En Coahuila de los 2 millones 748 mil 391, habitantes que tenemos en todo el estado, el 10% de esa población vive en el área rural es decir, aproximadamente 275 mil habitantes tienen un acceso casi nulo a internet. 

El hecho de que los campesinos, no tengan la manera de acceder a los servicio de internet dificulta enormemente el que puedan tener acceso a los programas sociales, dirigidos al medio rural, toda vez que dichos programas reclaman cada vez más tramites digitales obligatorios.

Por ello se hace necesario, que a través de las tecnologías modernas de comunicación como el internet, aplicadas sistemáticamente y adaptadas a las condiciones de las zonas rurales, pueden utilizarse para la comunicación de las comunidades principalmente ejidales con objeto de estimular la participación, difundir información y compartir conocimientos y técnicas. 

Por otro lado el hecho de que las comunidades rurales puedan contar con servicios de internet, traería entre otros muchos beneficios:

A) Dar a conocer estrategias eficaces de desarrollo;

B) Mejorar el acceso a una enorme variedad de recursos de información, formación, investigación y educación (entre ellos los servicios de educación a distancia) de los que no suele disponerse en zonas rurales y remotas por los costos de acceso a libros y materiales impresos;

C) Abrir a los jóvenes que habitan las comunidades rurales tengan la posibilidad de aprender informática y tener acceso a las tecnologías y la información de que dispone la juventud urbana;

D) Facilitar el acceso a información técnica imprescindible para profesionales de medios rurales como médicos, personal sanitario, técnicos e ingenieros, dando así a estos profesionales un nuevo estímulo para que sigan ejerciendo en comunidades rurales y remotas

E) Promover el turismo rural y vender productos de pequeñas industrias secundarias y confecciones caseras;

E) sensibilizar a las autoridades urbanas respecto a las realidades y necesidades de las poblaciones rurales.

Compañeras y compañeros diputados, como podemos ver al día de hoy el internet es un medio de comunicación indispensable para la realización de muchas tareas cotidianas, herramienta que por desgracia no tienen el 10 % de nuestra población que habita en el medio rural, de ahí que debemos buscar los mecanismos con el fin de que, las comunidades rurales de nuestro Estado cada vez más puedan tener acceso a la misma.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorga el Artículo 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se pone a consideración de este Pleno, la siguiente proposición con punto de acuerdo, para su urgente y obvia resolución.

Único.- Que esta LX Legislatura, envié un exhorto a la Secretaría de Agricultura Ganadería Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), así como a la Secretaría de Desarrollo Rural en el Estado, a efecto de solicitarles la implementación de un programa que permita se vayan introduciendo redes de internet en las comunidades rurales del Estado, lo anterior con el fin de elevar el nivel de vida de los habitantes de esas comunidades.

Atentamente
Saltillo, Coahuila a 04 de Abril de 2016

Dip. Leonel Contreras Pámanes

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila

Fuente.- 

http://www.zocalo.com.mx/seccion/articulo/sin-acceso-a-internet-mas-de-14-millones-de-campesinos-e-indigenas-14586007
http://www.noticiasmvs.com/#!/noticias/sin-acceso-a-internet-mas-de-14-millones-de-campesinos-e-indigenas-538

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES" DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, CON RELACIÓN A QUE ESTE H. CONGRESO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EXHORTE AL TITULAR DEL REPUBLICANO AYUNTAMIENTO DE SALTILLO A TRAVÉS DE LA DIRECCIÓN DE POLICÍA Y TRÁNSITO MUNICIPAL PARA QUE EN EL AMBITO DE SUS ATRIBUCIONES REALICE UNA CAMPAÑA DE DIFUSIÓN DE LA IMPORTANCIA DE LAS SENDAS Y SEMÁFOROS PEATONALES EN LA CIUDAD Y ESTABLEZCA UN ROL DE PRESENCIA FÍSICA DE POLICÍAS CON EL FIN DE PROTEGER A PEATONES, CONDUCTORES Y PARA ESTABLECER Y MEJORAR LA CULTURA VIAL ENTRE LA CIUDADANÍA.

Honorable Pleno del Congreso del Estado 

P R E S E N T E.-

Compañeras y Compañeros Diputados.

Caminar, es una actividad natural y saludable, pero hacerlo en vía pública puede ser peligroso. La seguridad del peatón es un problema mundial. Por lo que las sendas peatonales son de gran ayuda para buscar esta seguridad.

Una senda peatonal es un espacio especial designado en la vía pública para que toda aquella persona que va a pie pueda caminar libremente. Se  encuentran siempre en las esquinas de las calles, ya que se considera peligroso cruzar a mitad de la misma, debido a que es el espacio donde los vehículos más aceleran. 
Estas sendas tienen como objetivo, la organización de la circulación, no sólo de los automóviles, sino también de los peatones, otorgando así un espacio seguro por donde cruzar y atravesar calles, obligando a los vehículos a respetarlos, ya que estos deben parar siempre detrás de la senda peatonal ante un semáforo en rojo, dejando y asegurando un espacio cómodo para las personas que van a pie.

Además de las sendas peatonales, los semáforos peatonales son otra alternativa para buscar la seguridad vial. 

Estos semáforos peatonales tienen como objetivo indicar al peatón, el momento seguro para que pueda cruzar, además de darles preferencia sobre el resto del tráfico, otorgando así, doble medida de seguridad por su paso en el espacio público.

Según el Instituto Municipal de Planeación (IMPLAN) en el 2015, sólo el 5% por ciento de los cruces de la ciudad tiene semáforos peatonales y rampas, medida preocupante, debido a que son diversos los puntos de gran paso de personas a lo largo del municipio.*
Un ejemplo de ello es el cruce entre los bulevares Luis Echeverría Álvarez y Urdiñola, a la altura de “Plaza Nogalera” donde vemos a diario un tráfico muy fluido y un gran paso de peatones donde día a día se tienen que jugar la vida, ante la velocidad de los automovilistas y la falta de una senda peatonal que les brinde un poco más de seguridad.

Es cierto, una senda y un semáforo a veces no es garantía de seguridad 100% al peatón, debido a que los conductores no respetan las mismas, o los mismos peatones no respetan el hecho de que deben pasar por estas vías, esto por la falta de cultura vial y a la nula difusión de la importancia de estas medidas. 

En lugares como el puente que se encuentra ubicado en bulevar Valdés Sánchez a la altura de la Plaza Comercial “El Patio”, se tienen sendas peatonales bien delimitadas y semáforos nuevos, pero difícilmente observas a personas que usen las mismas o conductores que las respeten. 

Es importante concientizar a la población sobre la importancia de utilizar las sendas de peatones, mejorar la cultura vial tanto de caminantes como de conductores y como sociedad, poder utilizar de una buena manera, ese tipo de herramientas que tenemos y podemos mejorar, ya que de nada sirven que estén ahí, si no se utilizan de manera correcta.

El Controlar y regular el tránsito vehicular para garantizar una prevención efectiva de accidentes y protección de la vida humana, así como garantizar el libre desplazamiento de personas y vehículos es una misión del policía de tránsito municipal. Estar presente físicamente para que a través de la constancia y de la ejecución correcta de las sendas y semáforos peatonales y  del coordinar funciones de cooperación con otras unidades e instituciones, para ejecutar programas y servicios especiales en materia de educación y seguridad vial son objetivos específicos con el fin de reducir el número de accidentes de tránsito y ayudar a crear una conciencia de vialidad.

Es por estas razones pongo a consideración de esta honorable asamblea la siguiente proposición con Punto de Acuerdo la cual solicito sea considerada de urgente y obvia resolución con fundamento en lo dispuesto por los artículos 22, fracción V, 163, 172, 173 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

UNICO.-  Se exhorta al titular del Republicano Ayuntamiento de Saltillo a través de la Dirección de policía y tránsito municipal para que en el ámbito de sus atribuciones realice una campaña de difusión de la importancia de las sendas y semáforos  peatonales en la ciudad y establezca un rol de presencia física de policías con el fin de proteger a peatones, conductores y para establecer y mejorar la cultura vial entre la ciudadanía.
SALTILLO COAHUILA DE ZARAGOZA, A 5 DE ABRIL DE 2016

ATENTAMENTE
DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ

POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES” DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA

* http://www.milenio.com/region/Seguridad_para_peatones-IMPLAN_Saltillo-puentes_peatonales-rampas_en_Saltillo_0_584941578.html
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DE LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ, POR EL QUE SE SOLICITA A LA SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA EN EL ESTADO, CONSIDERE DENTRO DEL PROGRAMA 2016, LA PAVIMENTACIÓN DE DIVERSAS VIALIDADES DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA.
La suscrita Diputada Sonia Villarreal Pérez, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

La planeación del desarrollo urbano, es una de las tareas fundamental para el crecimiento armónico de las ciudades. El diagnóstico, la planeación, y la ejecución de obras prioritarias, constituyen la base para el impulso de ciudades sustentables, modernas, ordenadas y con servicios públicos eficientes.

Coahuila, es uno de los estados que se caracteriza por un importante grado de planeación y urbanización en sus municipios y se ha distinguido por elaborar adecuadamente las directrices fundamentales para el desarrollo urbano y el ordenamiento territorial.

La estrategia, ha sido identificar el sistema de asentamientos humanos, las actividades económicas, los recursos naturales, los atractivos turísticos, las potencialidades y los retos en materia de infraestructura y equipamiento, en función del crecimiento económico, y la armonía entre la capacidad territorial y el entorno ambiental. 

Por ello, y considerando estas premisas, acudo a esta Tribuna para solicitar su apoyo a fin de solicitar a la Secretaría de Infraestructura, que considere dentro de su programa anual 2016, la pavimentación de la calle Emiliano Zapata de la colonia Villas del Carmen; la calle Chihuahua de la colonia San Joaquín; calle Nobel en la colonia Doña Pura; Villas de Herrera, Prolongación Mar Muerto y Mar de Cortés en la colonia Año 2000; Catemaco, Horacio Muñoz y aledaña, en la colonia Nueva República; Fructuoso García en diversos tramos en la colonia Haciendas; y Fresnos, Alamo, Roble, Eucalipto, Laurel y Nogal en Villa Campestre.
La pavimentación de vialidades contribuye a mejorar la calidad de vida de las familias, reduce problemas de accesibilidad como inundaciones, disminuye la contaminación generada por el polvo y lodo, principalmente las enfermedades que estos factores provocan como las respiratorias y gastrointestinales. 

Sabemos que una ciudad con un elevado nivel de urbanización y una buena infraestructura en sus calles, dinamiza la vida económica y social, ofrece un mejor entorno y provoca el incremento en el valor de los inmuebles ubicados en el sector, además, aumenta la seguridad al facilitar el acceso de los cuerpos de emergencia y la movilidad vial de vehículos y personas. 
Otro factor que no podemos pasar por alto, es que la pavimentación trae consigo en su fase de construcción, la generación de empleos temporales en beneficio de las familias de quienes son contratados en la comunidad. 
Estamos convencidos que la planeación del desarrollo urbano y ordenamiento territorial ordenado, moderno, claro y objetivo, constituye una tarea fundamental para el crecimiento armónico de las ciudades y de nuestro estado. 
Por lo anteriormente expuesto, dada la urgencia del caso y con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21, fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante esta Soberanía, solicitando sea considerada como de Urgente y Obvia Resolución la siguiente:

Proposición con Punto de Acuerdo

ÚNICO. SE SOLICITE A LA SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA EN EL ESTADO, CONSIDERE DENTRO DEL PROGRAMA 2016, LA PAVIMENTACIÓN DE DIVERSAS VIALIDADES DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA.
ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila,  4 de abril de 2016
_______________________

Dip. Sonia Villarreal Pérez
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE SOLICITA A LA SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA EN EL ESTADO, CONSIDERE DENTRO DEL PROGRAMA 2016, LA PAVIMENTACIÓN DE DIVERSAS VIALIDADES DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA.
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DEL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZALEZ, EN LA QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE A LA DELEGACIÓN COAHUILA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL A CONTEMPLAR UN MECANISMO DE ATENCIÓN ESPECIAL EN LAS AREAS DE URGENCIAS DE SUS UNIDADES HOSPITALARIAS  PARA BEBES, NIÑOS Y ADULTOS MAYORES ANTE EL AUMENTO EN LA INCIDENCIA DE ENFERMEDADES GASTROINTESTINALES DURANTE LA TEMPORADA PRIMAVERA-VERANO. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

El suscrito Diputado Javier Díaz González, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se permite presentar  la Proposición Con Punto de Acuerdo que a continuación se detalla, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

El inicio del mes de abril traerá consigo la regularización de promedios altos de temperatura en buena parte del territorio nacional, y Coahuila no es la excepción a esta tendencia, en la que al consolidarse las tendencias del cambio climático tendremos, previsiblemente registros record a la alza, que lamentablemente habrán de reflejarse en diversos aspectos de salud.

La incidencia de enfermedades  gastrointestinales es una de las manifestaciones de alguna manera normales, en las estaciones de primavera y verano, solo que en los años más recientes han empezado a registrar niveles mas altos, sobretodo en recién nacidos, y en adultos mayores. 

Las instituciones de salud, principalmente el Instituto Mexicano del Seguro Social  tendrán una sobrecarga de demanda de atención en sus áreas de urgencias por personas padecimientos estomacales y en muchos casos algún nivel de deshidratación.

En todas las unidades hospitalarias del IMSS es muy común en esta época encontrar a madres de familia con sus pequeños, y adultos mayores, que por la vulnerabilidad que en ambos casos implica su condición de edad, son más propensos a padecer problemas digestivos. 

Ya en esta tribuna ha sido abordado por varias  compañeras diputadas y compañeros diputados lo deficiente de la atención que presta el Seguro Social en sus áreas de urgencias, en lo general. Situación que obedece entre otras cosas al constante aumento del número de derechohabientes, sin que a esta dinámica corresponda un aumento proporcional en la capacidad de servicio, atención, y eventualmente hospitalización. 

Es una realidad: no hay condiciones propicias en los hospitales del IMSS para atender el crecimiento estacional de demanda de servicio, lo mismo en invierno con las enfermedades bronco respiratorias, que en verano con las diarreicas. 

Por las condiciones de clima extremo que tiene nuestra entidad, que se manifiestan, como se espera en este verano en temperaturas alrededor y por encima de los cuarenta grados en muchos de nuestros municipios, en cada vez más días de los meses entre abril y septiembre, es que hacemos un llamado al IMSS para que pueda diseñar un esquema de recepción y atención oportuna para niños recién nacidos y adultos mayores, que con síntomas de padecimientos gastrointestinales y deshidratación requerirán servicios médicos.

También nos preocupa la disponibilidad en las unidades médicas del Seguro Social, de los medicamentos más demandados para esta temporada. Se tiene que hacer algo, diseñado y planeado, especialmente para poder responder a las 

Necesidades de salud de la clase trabajadora y sus familias.

Es por ello que hoy, ante esta Soberanía, con  base y fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181 y demás relativos, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento la siguiente:        

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolución;

UNICO: QUE ESTE CONGRESO EXHORTE RESPETUOSAMENTE A LA DELEGACIÓN COAHUILA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL A CONTEMPLAR UN MECANISMO DE ATENCIÓN ESPECIAL EN LAS AREAS DE URGENCIAS DE SUS UNIDADES HOSPITALARIAS  PARA BEBES, NIÑOS Y ADULTOS MAYORES ANTE EL AUMENTO EN LA INCIDENCIA DE ENFERMEDADES GASTROINTESTINALES DURANTE LA TEMPORADA PRIMAVERA-VERANO. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA. A 5 DE ABRIL DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZALEZ.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO EN LA QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE A LA DELEGACIÓN COAHUILA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL A CONTEMPLAR UN MECANISMO DE ATENCIÓN ESPECIAL EN LAS AREAS DE URGENCIAS DE SUS UNIDADES HOSPITALARIAS  PARA BEBES, NIÑOS Y ADULTOS MAYORES ANTE EL AUMENTO EN LA INCIDENCIA DE ENFERMEDADES GASTROINTESTINALES DURANTE LA TEMPORADA PRIMAVERA-VERANO. 
� Véase el inciso e) de la Convención, disponible en: http://www.ohchr.org/SP/HRBodies/CRPD/Documents/disabilities-convention.htm


� � HYPERLINK "http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs311/es/" �http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs311/es/�


� http://www.mnacoahuila.mx/index.php/acerca-de/indicadores


� http://www.who.int/dietphysicalactivity/childhood_schools/es/


� http://www.conacyt.gob.mx/FondosyApoyos/Mixtos/Constituidos/Coahuila/Documents/FOMIX_Coahuila_2013-C24_Demandas-Espedificas.pdf


� http://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/943370.coahuila-quinto-lugar-en-obesidad.html


� � HYPERLINK "http://www.clubdarwin.net/seccion/ingredientes/mexico-prohibe-la-venta-de-comida-chatarra-en-las-escuelas" �http://www.clubdarwin.net/seccion/ingredientes/mexico-prohibe-la-venta-de-comida-chatarra-en-las-escuelas�


� http://www.presidencia.gob.mx/3-pilares-de-la-estrategia-nacional-para-un-mexico-sin-obesidad/


� http://www.mnacoahuila.mx/index.php/acerca-de/indicadores


�INMUJERES, Manual para el desarrollo de indicadores de evaluación con perspectiva de género, INMUJERES, 2003.


�Idem. 


�Idem.





